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Introducción:

Las presentes reflexiones, tienen por objeto describir el conjunto de normas jurídicas y concepciones existentes en las diversas Constituciones de México y Zacatecas, acerca de los derechos del hombre.

Sin poder permanecer ajenos al proceso de conquista implementado por los españoles, lo que hoy es nuestro Estado fue establecido hacia los años de 1530 a 1548, formando parte del reino de Nueva Galicia en calidad de alcal​día mayor, integrada por los minerales de Fresnillo, Sombrerete, Nieves, Mazapil y Pinos, hasta 1585 en que se crean los corregimientos. Es indispensable aclarar que las alcaldías y corregimientos son formas de organización administra​tiva territorial instauradas por los conquistadores.

Hacia el año de 1523, don Felipe II en la ordenanza número 43, determina las condiciones y características que se deben de seguir para la determinación de ciudad, villa o lugar, en los siguientes términos: 

"Elegida la Tierra, Provincia y Lugar en que se ha de hacer una población, y averiguada la conformidad y aprovechamientos, que pueda haver, el Governador en cuyo distrito estuviere, ó confinare, declare el Pueblo, que se ha de poblar, si ha de ser Ciudad, Villa ó Lugar y conforme á lo que declare se forme el Concejo, República y Oficiales de ella, de forma de que si huviere de ser Ciudad Metropolitana, tenga un Juez, con título de Adelantado, ó Alcalde Mayor, ó Corregidor, ó Alcalde ordinario, que exerza la jurisdicción insolidum y juntamente con el Regimiento tenga la administración de la República: dos o tres Oficiales de la hacienda Real: doce Regidores: dos Fieles executores: dos jurados de cada Parro​quia: un Procurador general: un Mayordomo: un Escrivano de Concejo: dos Escrivanos Públicos: uno de Minas y Registros: un Pregonero mayor: un Corredor de lonja: dos Porteros: y si Diocesana, ó Sufraganea, ocho Regidores, y los demás Oficiales perpetuos: para las Villas y Lugares, Alcalde ordinario: quatro Regidores: un Alguacil: un Escrivano de Concejo, y público: y un Mayordomo"
.

Claramente podemos observar que, aunque las Leyes de Indias pretendieron —entre otras cosas—, que los lugares donde se fundaran pueblos tuvieran un principio elemental de racionalidad existencial; dado que los asentamientos, fueran villas, ciudades o lugares, deberían establecerse al tenor de los dictados de la naturaleza para la subsistencia y viabilidad de éstas, sin embargo, pese a las consideraciones estéticas, arquitectónicas y subjetivas que tengamos sobre la ciudad de Zacatecas; no refleja otra cosa que el ser una ciudad absurda, porque su establecimiento rompe con toda previsión de crecimiento y su orografía quebradiza en un terreno montañoso, no la hace apta para ser poblada. Quienes la crearon poco caso hicieron de la ordenanza III del año de 1523, que a la letra decía:

"Ordenamos, que el terreno y  cercanía, que se ha de poblar, se elija en todo lo posible el más fértil, abundante de pastos, leña, madera, metales, aguas dulces, gente natural, acarreos, entrada y salida, y que no tenga cerca lagunas, ni pantanos en que se críen animales venenosos, ni haya corrupción de ayres, ni aguas (sic)"
.

Obviamente que el interés de los conquistadores, o más bien su racionalidad se sustenta en el saqueo —en este caso—, de los metales preciosos, sin importarles donde  establecerse, sino para qué hacerlo.

Zacatecas, desde la época colonial, ha sido sin duda importante por diversas razones; una de ellas su riqueza en minerales que tanto fueron explotados por nuestros conquistadores. En 1588, la ciudad de Zacatecas adquirió el título de Muy Noble y Leal. Se le denominaba Ciudad de Nuestra Señora de los Zacatecas, de la provincia de Nueva Galicia. Y en efecto, según cédula real:

"Don Felipe II de este nombre,  por la gracia de Dios Rey de Castilla, de León, de Aragón, de las dos Sicilias, de Jerusalén, de Portugal, de Navarra, de Granada, de Toledo, de Valencia, de Galicia, de Mallorca, de Sevilla, de Cerdeña, de Córdoba, de Córcega, de Murcia, de Jaén, de los Algarves, de Algecira, de Gibraltar, de las Islas Canarias, de las Indias Orientales y Occidentales, islas y tierra firme del Mar Océano; Archiduque de Austria, Duque de Borgoña, de Bravante y Milán, Conde de Habsburgo, de Flandes y de Tirol y de Barcelona; señor de Vizcaya y de Molina (...) Por cuanto habiéndoseme suplicado por parte del Consejo, Justicia y Regimiento de la ciudad de Nuestra Señora de los Zacatecas, en la Provincia de la Nueva Galicia, que atento a lo que los vecinos y moradores de la dicha ciudad me han servido y debía esperar me servirían en lo que se ofreciese, los mandase honrar y hacer merced de mandar llamar y intitular a la dicha ciudad: Muy Noble y Leal, visto por los de mi Real Consejo de las Indias, acatando a lo sobredicho, y por el deseo que tengo del aumento y ennoblecimiento de la dicha ciudad, lo he tenido y tengo ansí por bien. Por tanto: por la presente llamo y intitulo a la dicha ciudad de Nuestra Señora de los Zacatecas, Muy Noble y Leal (...)" 
.

Una entusiasta descripción sobre nuestra ciudad, la realiza el obispo de Nueva Galicia, Alonso de la Mota y Escobar, entre los años 1602 y 1605, diciendo lo siguiente:

"Y para que a los hombres fuese notorio este gran Tesoro en esos montes escondido, quiso Dios crearlos en forma que su propia postura por ser tan rara daba a entender que tenían algo precioso en sí mismos, por que en unos grandes llanos que de todas partes tiene crió Dios esta esperanza y serranía en espacio y ámbito de seis a ocho leguas, que considerada su altura en medio de esos llanos la podíamos comparar a un ombligo eminente en un vientre raso".

Como hemos apuntado, nuestro país adquiere su conformación como nación, a partir de que se independizó de la metrópoli española. Al formarse la Nueva España, se organizó territorialmente en provincias; Zacatecas, perteneció a la denominada provincia de Nueva Galicia, que se integraba por: Colima, Guadalajara y Zacatecas.

Efectivamente, existían otras provincias reconocidas, tales como: Provincias Internas de Oriente: Nuevo San​tander, Nuevo León, Coahuila y Tejas; San Luis Potosí: San Luis Potosí, Guanajuato y Querétaro; Guatemala: Guatemala y Chiapas; Nueva España: Oaxaca, Puebla, México, Michoacán, Veracruz y Tlaxcala; Yucatán: Yucatán, Campeche y Tabasco.

Entre 1812 y 1813, una vez establecidas las diputaciones provinciales, el Jefe Político de la Nueva Galicia, José de la Cruz, comunicó al virrey de la Nueva España el formal establecimiento de la diputación que le correspondía a su provincia; nombrando como secretario a Pedro Vélez e iniciándose así las funciones oficiales de provincia
.

"A fines del siglo XVIII, hubo una gran influencia francesa en España y los territorios se dividían en intendencias, España repitió esta división para todas las colonias y Zacatecas pasó entonces a ser una intendencia y cambió a su jefe político de corregidor a intendente".

Seguramente que en los hechos que integran a nuestra historia patria, reflejarán estos tópicos. Las Constituciones del antiguo régimen en Zacatecas, eran igualmente expresión del conjunto de concepciones dominantes, por tanto, haremos un breve recorrido histórico, jurídico y social.

Un esbozo de los datos más relevantes que regionalmente se han suscitado desde los Tratados de Córdoba, que marca el inicio propiamente dicho de la construcción y proyectos de nación, desde luego contando la propuesta de don Fernando Severo Maldonado; e igualmente y como parte integrante de la nación, Zacatecas no podría ser ajeno a los avatares de la república. Esto puede apreciarse desde la participación de sus diputados en las Cortes de Cádiz, y de manera muy sobresaliente en la configuración del federalismo en México.

Los bandos insurgentes, constituciones federalistas y centralistas de nuestro país, contienen y evidencian la influencia de la ilustración de Rousseau, Diderot, D´Alambert, Voltaire, y desde luego de John Locke. Zacatecas siempre fue bastión de las causas liberales, lo cual le costó hasta la pérdida de una porción de su territorio. La intención de este trabajo, es recuperar para la historia local los términos de su participación y con ello dar el mérito que zacatecanos sobresalientes hicieron; rescatar a los actores sociales, describir el universo jurídico y establecer las posibles relaciones entre norma realidad.

Es un intento ambicioso por contener, constatar y describir nuestra historia local enlazándola con los hechos más sobresalientes de nuestro país y; muy al estilo de Gadamer, abordamos interpretativamente la relación existente entre norma jurídica y realidad social; la disposición constitucional en los derechos del hombre. Es sin duda un problema que atañe a la hermenéutica jurídica e histórica, que en palabras del mismo Gadamer: los casos en que un texto jurídico debe ser interpretado jurídicamente y comprendido históricamente.
Así tenemos que, al formularse la primera Constitución de corte federal en nuestro país, se genera la propia en nuestro Estado en 1825 como facultad derivada del pacto federal y con características muy peculiares. En esta misma tónica, se recuperan los datos históricos-jurídicos que en Zacatecas se dieron con motivo de la época de oro del liberalismo mexicano -nos referimos a las confrontaciones entre liberales y conservadores a todo lo largo del siglo XIX-, al porfiriato e inicios de la revolución mexicana con una expresión nítida del maderismo y sus manifestaciones en Zacatecas. De todos éstos documentos, hemos tratado de encontrar, en palabras de Gadamer, lo que está detrás de los textos y por detrás de la referencia de sentido a la que dan significado; la realidad histórico-jurídica de la que son expresión.

Seguramente, la abundancia de datos, la complejidad de los mismos, en confrontación con nuestros modestos esfuerzos, impliquen necesarias críticas y debates. Pero se cumplirá con la misión del presente modulo.

1.1.
Primera Teoría Mexicana sobre 

Derechos del Hombre
1.1.1.
La propuesta de Don Francisco 

Severo Maldonado

Hablar de los derechos del hombre es complejo, debido al intrincado y quebradizo camino del definir, por un lado a lo humano, y por otro al conjunto de derechos subjetivos donde la costumbre, tradición e idiosincrasia del hombre histórico han implementado. Son arenas movedizas donde la ética, y lo valorativo o axiológico, están presentes.

Indiscutiblemente que el pensamiento de la ilustración influirá en la determinación del pensamiento libertario en el continente americano; mientras que en Europa es un reclamo de autodeterminación personal, de libertad individual, en nuestro continente esas ideas sonaban a independencia.

Previamente al Pacto Social de Rousseau
, ya era sobresaliente el pensamiento político de Nicolás Maquiavelo
 en su obra El Príncipe, donde se pronunciaba por la supremacía del Estado sobre el clero; para el Príncipe, todos los medios son buenos si le conducen al poder y le permiten mantenerse en él.

Posteriormente continuará el análisis político Jean Bodino y Hugo Grocio; el primero fundamentará el poder absoluto del Estado, y el segundo, pugnará por la delimitación y restricción de las facultades del poder del Estado. Las utopías estarán representadas en la visión de Tomasso Campanella en Ciudad del Sol y la Ermita de Theleme de Rebelais; Francis Bacon escribirá en Inglaterra La nueva Atlántida, pero la más sobresaliente será el Leviatán de Hobbes. La búsqueda de un mundo sin hambres, miseria y guerras matizará las utopías de esa época -incluso las de ahora-.

John Locke definirá posición en favor de mitigar, vigilar y hacer contrapesos al poder del Estado; el hombre no debe de estar completamente subordinado a él. El racionalismo del siglo XVIII, entronizará a la razón como forma y modo de conocer el universo; llega la ilustración preconizando la muerte de Dios, porque éste ya no explicará al mundo, la razón será garante de la existencia.

El movimiento ilustrado en Alemania estará representado por Thomasius, Wolff, Reinarus, Lesing, Herder, Hamann, Jacobi y Emmanuel Kant que se referirá a la ilustración como el período donde el hombre alcanzó la mayoría de edad. Fue en Francia, donde la ilustración cobró mayor auge, porque entre otras de sus virtudes, se le adjudica la Toma de la Bastilla, y haber irradiado al mundo con mayor fuerza y penetración sus ideas libertarias.

Los filósofos franceses como Bayle, que escribió el Diccionario histórico y crítico constituyó la primera obra de la ilustración en ese país; consideraba que había una enorme incompatibilidad entre razón y religión, Leibnitz, escribió una teoría (Teodicea) procurando demostrar exactamente lo contrario.

La mayoría de los filósofos se enfocaron a la realización de la enciclopedia, destacándose D´Alembert y Diderot; el primero era matemático, y ferviente abogado de la tolerancia y enconado defensor de la libertad a quien Voltaire denominaba El Pantófilo -el que todo lo ama-. A diferencia de éste, Diderot era ateo y materialista, de erudición especial y asombroso intelecto.

El materialismo y sensualismo se expresó en La Mattrie y Helvetius los primeros, y Condillac y Cabanis en los segundos. Montesquieu fue sin duda el introductor del liberalismo con su obra El Espíritu de las Leyes, donde realizó una severa crítica al absolutismo, y propuso en sistema de gobierno sustentado en la hasta ahora división de poderes. Cerrando el círculo Voltaire
 y Jean Jacques Rousseau, formulador del Contrato Social.

Toda vez expuesto el marco general del renacimiento e ilustración a través de los pensadores que impulsaron la libertad, la igualdad y la propiedad, y prestos en la empresa encomendada en éste módulo; partiremos del estudio y legado que nuestros predecesores nos hicieran en su largo transitar para consolidar la independencia, la reforma y el federalismo en éste país. Seguramente que en cada proyecto de nación de los distintos grupos, existirá una conceptualización del cómo entendían al hombre frente al Estado y, frente a sí mismo.

No podemos ignorar la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, que tanta influencia tuviera en los pensadores, tratadistas y revolucionarios de la América del siglo XIX. El contenido exacto de ésta declaración, precisa:

“Artículo 1. Los hombres nacen y viven libres e iguales en derechos. Las distinciones sociales sólo pueden ser fundadas en la utilidad común.

Artículo 2. El fin de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e imprescindibles del hombre. Estos derechos son: la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión.

Artículo 3. El principio de toda soberanía reside esencialmente en la Nación. Ningún cuerpo ni individuo, puede ejercer autoridad que no emane expresamente de aquella.

Artículo 4. La libertad consiste en poder hacer todo lo que no daña a otro. Así, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene más límites que aquellos que aseguran a los demás miembros de la sociedad el goce de los mismos derechos. Estos límites no pueden ser determinados sino por la ley.

Artículo 5. La ley no tiene el derecho de prohibir más acciones que las nocivas a la sociedad. Todo lo que no está prohibido está permitido.

Artículo 6. La ley es la expresión de la ley general. Todos los ciudadanos tiene derecho a concurrir personalmente o por medio de sus representantes a su formación. Debe ser la misma para todos, sea que proteja o castigue. Todos los ciudadanos siendo iguales a sus ojos, son igualmente admisibles a todas las dignidades, cargos y empleos públicos, según su capacidad y sin otras distinciones que la de sus virtudes y sus talentos.

Artículo 7. Ningún hombre puede ser apresado, arrestado, ni detenido sino en los casos determinados por la ley y según las formas que ella prescribe. Los que soliciten, expidan, ejecuten o hagan ejecutar ordenes arbitrarias deben ser castigados; pero todo ciudadano llamado o apresado en virtud de la ley debe obedecer al instante. Se hace culpable si resiste.

Artículo 8. La ley no debe establecer más penas que las estrictas y evidentemente necesarias, y nadie puede ser penado sino en virtud de una ley establecida y promulgada con anterioridad al delito, y legalmente aplicada.

Artículo 9. Todo hombre se presume inocente hasta que ha sido declarado culpable, y si se juzga indispensable arrestarlo, todo rigor que no sea necesario para asegurar su persona debe ser severamente reprimido por la ley.

Artículo 10. Nadie debe ser molestado por sus opiniones, aún las religiosas, con tal de que su manifestación no perturbe el orden público establecido por la ley.

Artículo 11. La libre expresión de los pensamientos y de las opiniones es uno de los derechos más preciosos del hombre; todo ciudadano puede, en consecuencia, hablar, escribir e imprimir libremente, salvo la responsabilidad por el abuso de esta libertad en los casos determinados por la ley.

Artículo 12. La garantía de los derechos del hombre y el ciudadano necesita una fuerza pública que se instituye para la ventaja de todos y no para beneficio particular de aquellos a quienes les es confiada.

Artículo 13. Para el mantenimiento de la fuerza pública y para los gastos de la administración, es indispensable una contribución común. Ella debe ser repartida por igual entre todos los ciudadanos, en razón de sus posibilidades.

Artículo 14. Los ciudadanos tienen derecho de comprobar por si mismos o por medio de sus representantes, la necesidad de la contribución pública, de consentirla libremente, seguir su aplicación y determinar la cualidad, la cuota, el sistema de cobro y la duración de ella.

Artículo 15. La sociedad tiene el derecho de pedir cuenta de su administración a todo funcionario público.

Artículo 16. Toda sociedad en la cual la garantía de derechos no esté asegurada, ni determinada la separación de los poderes, carece de constitución.

Artículo 17. Siendo las propiedades un derecho inviolable y sagrado, nadie puede ser privado de ellas, sino cuando la necesidad pública, legalmente comprobada, lo exija evidentemente y bajo la condición de una justa y previa indemnización”.

Los llamados derechos fundamentales del hombre, como derecho a la vida y existencia, libertad personal, creencias, expresión del pensamiento y el derecho a conducir su vida como dueño de si mismo y rector de sus actos; la búsqueda de la felicidad y el eterno sometimiento a la duda e insatisfacción, son parámetros humanos que no pueden atribuirse a una sola corriente filosófica o jurídica; pero que si son susceptibles de ser analizados, en sus expresiones sociales e históricas concretas.

Con la designación de la primera teoría mexicana de los derechos del hombre, podemos señalar al precursor y elaborador de varios proyectos de Constitución en nuestro país, nos referimos desde luego, a las propuestas realizadas por don Francisco Severo Maldonado.
 Se encontraba en Guadalajara cuando el levantamiento de 1810, y se puso a las órdenes de don Miguel Hidalgo I. Costilla para divulgar y colaborar con la independencia; fundó el Periódico El Despertador Americano. Pese a que fuera obligado por el realista José de la Cruz a publicar ideas en contra de las propuestas liberales.

Una de sus magistrales obras tituló: Contratos de Asociación para la República de los Estados Unidos del Anáhuac, y que se ha calificado como una de las sinfonías heroicas del pueblo mexicano por el maestro Alfonso Noriega.

Para nuestro tratadista, las legislaciones no tienen otro objeto que el de hacer la felicidad de los pueblos; el problema fundamental, es hallar la forma de asociación en que toda la masa de un pueblo, por numeroso que sea y por más vasto territorio que ocupe, sobre la superficie del globo, pueda desarrollarse, completa, gradual y progresivamente, para concurrir a la formación de todas y cada una de las leyes y corregir las aberraciones del poder legislativo, origen de todas las aberraciones de los otros.

Resolver ese problema, era para Maldonado, la base para encontrar la palanca que permitiera establecer un gobierno digno de seres inteligentes y libres, y además la única que está en la más perfecta y admirable consonancia con el inconcluso dogma de la soberanía nacional. La forma de Gobierno que propone, es eminentemente republicana, pues en ella se ve el despotismo universal descubierto, perseguido y exterminado en todas sus fuentes y ramificaciones.

Así, en el periódico El Fanal publicó el Contrato de Asociación para la República de los Estados Unidos del Anáhuac, con su proyecto de Constitución Política de la República Mexicana y el nuevo Pacto Social propuesto a la nación española.

En ese proyecto de Constitución, cuyo libro I se titulaba de Las bases de la regeneración social o resolución de los problemas siguientes:

I. Poner un término al Estado de confusión y desorden en que hasta hoy se ha hallado la masa de la población nacional y que tanto ha contribuido a facilitar su servidumbre, reduciéndola por medio de una clasificación político-militar al Estado de un cuerpo político y regular en todos sus movimientos.

II.
Preparar por medio de esta clasificación político-militar de toda la nación en masa, el germen y desarrollo de la mayor cantidad posible de fuerza armada contra todos los enemigos internos y externos de la Asociación.

III. Afianzar por medio de esta misma clasificación político-militar, el establecimiento del orden en todos los ramos de la prosperidad social, y facilitar la marcha de la administración general en todas sus rutas.

IV. Allanar las dificultades de opinión que se oponen a esta circunscripción militar de toda la nación en masa.

V. Combinar el indispensablemente aprendizaje militar de los conscriptos, sin perjudicar a las labores de sus respectivos oficios y profesiones.

VI. Preparar un acopio considerable de armas de toda especie, de manera que sin pensar el costo de su compra sobre el gobierno no sobre la clase numerosa de los ciudadanos indigentes, sirvan a beneficio de sus propietarios, y estén al mismo tiempo a disposición de la nación para cualquier caso de ataque o defensa contra sus enemigos internos o externos.

VII. Popularizar la teoría del pacto social, de manera que hasta los ciudadanos más rudos e ignorantes de las ínfimas clases sociales, se penetren perfectamente bien de los principios de la justicia y conveniencia de su estipulación.

Como puede advertirse de los puntos anteriores, el plan de organización y funcionamiento del gobierno, planteado por Maldonado, tiene como elemento fundamental el reconocimiento a los derechos naturales del hombre, así como la determinación de su naturaleza propia y de su inserción en el pacto social, de tal manera que su protección y defensa sea la misión primera y esencial del pacto, y por tanto de las instituciones sociales. Aún más, todo Congreso emanado del pueblo tendría como primera obligación, el velar y conservar los derechos naturales de todos y cada uno de los ciudadanos.

Para nuestro autor, existía un orden social y político natural, creado directamente por Dios y regido por leyes naturales, es decir,  relaciones eternas y constantes, necesarias e invariables, establecidas por el autor del mundo, entre la naturaleza y las propiedades de todos los objetos creados para satisfacerlas. De esta manera, el hombre por su propia naturaleza y plan divino, goza de una serie de derechos naturales que le son intrínsecos o inmanentes: debe disfrutar de la más amplia y expedita libertad de hacer todo aquello que no agreda intereses de terceros; enfáticamente aseveraba: Todo hombre asimismo es libre y está excento de cualquier género de violencia, sin que ningún individuo más fuerte o algún agente de la autoridad tenga justicia para inferirle jamás fuerza sobre su persona o sus bienes. Por último, todos los hombres tienen, también por naturaleza, derecho a disponer de su persona así como de sus bienes, fruto de su trabajo.

Libertad, igualdad, propiedad y seguridad, son los derechos que dios le ha dado a los hombres; por tanto, es indispensable que el hombre viva en sociedad. Para lo cual se hacía indispensable encontrar el lazo social de unión entre los hombres; allí se da cita el fantasma de Rousseau con su teoría del Pacto Social.

Sin embargo, para Fernando Severo Maldonado, el pacto social tiene un enfoque peculiar, en principio no es una ficción como en su autor original, sino una realidad material y objetiva, donde la Asociación (Pacto) que proponía debía signarse por todos y cada uno de los mexicanos desde la edad de 16 años, bastando acercarse al párroco de su comunidad y solicitarle formar parte de la Asociación de los Mexicanos para así garantizarse el goce de sus derechos naturales que de manera bondadosa y paternal le entregó Dios al nacer. Cada uno de nosotros pone en común su persona y todas sus facultades, bajo la suprema dirección de la facultad general, y nosotros, en cuerpo, recibimos a cada miembro como una parte indivisible del todo.

La teoría de los Derechos del Hombre de Fernando Severo, se fincó sobre la concepción del derecho natural, y en especial vinculación con una forma de contrato social y político, que es eminentemente liberal-individualista, dado que el fin fundamental de dicho pacto reside en favorecer el goce y disfrute de los derechos naturales.

En su trabajo: Origen de la corrupción de las sociedades y medios de repararla, Maldonado fiel a las ideas de la ilustración que predominan su ideario, pese a las diferencias sustentadas en acato a su formación católica, decía:

“(...) los primeros hombres. errantes en los bosques y en las orillas de los ríos empleados en la caza y en la pesca, rodeados de enemigos, atormentados por el hambre y los reptiles y acosados por bestias feroces, debiendo sentir su debilidad individual y movidos de una necesidad común de seguridad y un sentimiento recíproco de los mismos males reunieron sus medios y sus fuerzas; y cuando uno corrió peligro muchos lo ayudaron (...) el amor de sí mismo fue el principio de la sociedad. Sin embargo, la ignorancia y la codicia generó las luchas entre los hombres: si bien los hombres pudieron desenvolver sus facultades y vivir en común con sus semejantes, se entregaron bien pronto a los deseos más desenfrenados, y no conformes con lo que cada quien tenía, quisieron acumular goces sobre goces, y codiciaron los que tenían sus semejantes. Y entonces, un hombre fuerte se levantó contra otro débil para arrebatarle el fruto de su trabajo (...)”.

En síntesis, el modelo de Severo Maldonado se puede determinar de la manera siguiente:

1. Postuló como base de su sistema y proyecto de Constitución, que las buenas leyes son la felicidad de los pueblos, y que había por tanto, que luchar contra el despotismo.

2. Afirmó la necesidad de creación de un régimen social fundado en la clasificación político-militar de los hombres de toda la nación; requiriéndose la divulgación de la teoría del pacto social entre todos los habitantes.

3. Todas las leyes que emitiera el Congreso Nacional, deberían confrontarse con las emitidas por el derecho natural; o sea con las relaciones eternas y constantes, necesarias e invariables establecidas por el autor del mundo, entre la naturaleza y las necesidades del hombre, y entre la naturaleza y las propiedades de todos los objetos creados para satisfacerlas.

4. Por tanto, creía en la existencia de un orden social y político de naturaleza superior, creado por Dios y regulado por las leyes de la naturaleza, donde el hombre debía someterse y actuar conforme a él.

5. Como producto de ese orden natural, el hombre, por derecho de naturaleza y como algo inherente a él, tenía la más amplia libertad, que sólo conocía por limitación los derechos naturales e intereses de sus semejantes.

6. El hombre debía vivir en sociedad, y combatir toda forma de despotismo; teniendo como máximo reto, encontrar una forma de gobierno digna y representativa de los seres libres e inteligentes. Teniendo especial énfasis en corregir las aberraciones cometidas por el poder legislativo, que según él, era el origen de las aberraciones de los otros dos.

7. La forma para la integración y agrupamiento humano, lo era el Pacto Social. Para tal efecto, todo mexicano, al llegar a los 16 años de edad, había de comparecer ante el cura párroco de dónde residiera para que éste lo interrogara respecto de lo que deseaba, respondiéndole cada ciudadano que su deseo era el de incorporarse a la Asociación de los Mexicanos.

8. Para resolver el problema de confusión y desorden reinante en toda la masa de la población nacional, se requería la clasificación político-militar como la organización exacta, regular de todo el movimiento social.

9. Los derechos naturales inherentes al hombre, por derecho de naturaleza son los siguientes: propiedad, libertad, igualdad y seguridad.

10. Tanto en el Contrato de Asociación como en el Nuevo Pacto Social, Severo Maldonado justificó la existencia de sociedades políticas, expresando: el hombre, para asegurarse del disfrute de sus derechos naturales como la libertad, igualdad, seguridad y propiedad, ha de incorporarse a la Asociación de Mexicanos, y tiene como una garantía, el hecho de que la función primordial de la autoridad, sobre todo el poder legislativo —Congresos nacionales— sería la protección y conservación de los derechos naturales de todos y cada uno de los ciudadanos.

Es indiscutible, que éstos conceptos y sus antecedentes doctrinales, constituyen el mérito de haber sido los primeros en la formulación, en nuestro país, de una teoría de los derechos del hombre, y de gran influencia en las diversas constituciones de México. 

1.2. 
La Constitución de Cádiz

Ésta se realizó en momentos poco favorables para la Corona española, debido a la invasión francesa y al levantamiento insurgente en la España ultramarina. Asistieron a Cádiz, una numerosa delegación de diputados americanistas, donde por cierto, el zacatecano don Miguel de Gordoa, presidió la clausura de los trabajos.

Fue promulgada el 19 de marzo de 1812, y se integró por X títulos, XXXV capítulos en un total de 383 artículos.

Estipulaba en materia de derechos de los españoles, en el título I y capítulo II en sus artículos 6 y 9:

“El amor de la patria es una las principales obligaciones de todos los españoles, y asimismo el justos y benéficos.

Está asimismo obligado todo español á defender la patria con las armas, quando (sic) sea llamado por la ley”.

Como puede observarse, una de las primeras estipulaciones de dicha Carta Magna, era que sus ciudadanos estarían obligados a amar y defender la patria, sin decidir otro medio más patriótico que con las armas, y con una actitud justa y benévola.

En su capítulo III del título II denominado del Gobierno, en su artículo 13 estipulaba:

“El objeto del gobierno es la felicidad de la nación puesto que el fin de toda sociedad política no es otro que el bien estar (sic) de los individuos que la componen”.

Postula que el objeto de todo gobierno deberá ser, invariablemente, la felicidad de los pueblos. Esta idea, también se traslada a las leyes y será el principio motor de la legislación de todo el siglo XIX: las leyes bien hechas, son la felicidad de los pueblos y sus hombres. El gobierno será el procurador del bienestar y felicidad de sus ciudadanos.

Eran considerados como ciudadanos por ésta ley, los españoles que por ambas líneas traen su origen de los dominios españoles de ambos hemisferios, que estuvieran avecindados en cualquier pueblo de dichos dominios; así como también los extranjeros que obtuvieran de las Cortes carta de naturalización; igualmente los hijos de extranjeros nacidos en dominios españoles.

En el título III denominado de Las Cortes, en el capítulo del mismo número, determinaba uno de los requisitos fundamentales para el ejercicio de derechos políticos; así, expresaba en el artículo 45:

“Para ser nombrado elector parroquial se requiere ser ciudadano, mayor de veinte y cinco años, vecino y residente en la parroquia”.

Determinó la presencia de los Jefes Políticos, y por tanto la división territorial en Parroquias, Partidos y Provincias, en cada uno de éstos antepenúltimos, estarían presididos por aquél; constituyéndose en autoridades intermedias entre los municipio que representaban, con las demás autoridades. A todo lo largo y ancho del siglo XIX, el Jefe Político será la figura omnímoda y atrabiliaria del escenario político nacional. 

Los cargos públicos eran irrenunciables, y para acceder al carácter de elector de Partido, además de los requisitos enumerados en el numeral anterior citado, precisaba ser vecino y residente en el Partido fuera del Estado seglar o eclesiástico secular. Y para ser Diputado de Cortes, se exigía ser ciudadano en ejercicio pleno de derechos, mayor de 25 años, natural o avecindado en la provincia por más de 7 años y tener una renta anual (sin estipular cantidad) proporcionada de sus bienes. Habría por tanto, juntas electorales de Parroquia, Partido y Provincia, ante las cuales, según se tratara harían valer sus derechos políticos o sufraganeos.

Los Diputados no podrían pedir para sí o para otros empleo alguno, ni aumento alguno en sus dietas; mucho menos condecoraciones.

Expresamente determinaba, que ni las Cortes o el Rey podrían ejercer en ningún caso las funciones judiciales, ya fuera avocarse a causas pendientes ni a mandar abrir juicios concluidos. Con esto, tal parece que la división de poderes se hace evidente. 

Así y en materia de justicia en lo civil, no se podría privar a ningún español del derecho a resolver sus controversias a través de un juicio arbitral, y mediante un juez nombrado por las partes; las sentencias dictadas por éstos serían inapelables, toda vez, que no se hubieran reservado dicho derecho. Los Alcaldes de cada pueblo serían los encargados de conciliar a las partes; si ésta no se hubiera intentado, no se podría acudir ante otra autoridad.

En materia criminal, ningún ciudadano podría ser preso sin que previamente hubiera información sumaria del hecho y cuya acción estuviera sancionada con pena corporal y pérdida de la libertad, así como mediar orden de aprehensión dictada por un juez competente. Y antes de ser puesto en prisión, debería ser presentado ante el juez, de no ocurrir esto, sería considerado sólo como detenido y en el término de 24 horas le sería recibida su declaración que no podría ser bajo juramento.

Sólo in fraganti podía ser arrestado un individuo, y no sólo por la autoridad, sino por cualquier persona, y conducirlo ante el juez para que dictara lo que a derecho correspondiera.

1.3.
Bandos insurgentes

Para abordar la legislación producida por los insurgentes, debemos entender que la Independencia es el acto más importante en nuestra historia, porque marca el fin del México sometido como colonia, y el principio de su vida como nación independiente; además de reflejar el conjunto de proyectos que determinará su vida futura.

En la segunda mitad del siglo XVIII, la Nueva España poseía una gran riqueza y bienestar aparente, su territorio abarcaba cerca de 3,950,000 kilómetros cuadrados, comprendiendo las pro​vincias de Texas, Nuevo México y Alta California
.

Su inmensa superficie estaba poco poblada, ya que las regio​nes del norte se hallaban casi desiertas. La población total en aquél entonces se calculaba en unos seis millones de individuos, pertenecientes a distintos grupos, entre éstos dos millones y medio de indios, otros dos millones y medio de mestizos y castas, y aproximadamente un millón de españoles, de los cuáles más de novecientos mil eran criollos y sólo setenta mil eran peninsulares
.

La gran mayoría de los puestos administrativos y militares, así como el control de la industria, el comercio, la carrera eclesiástica y otros puestos, los más importantes eran ocupados por los europeos. La burocracia política, al igual que el alto clero y el ejército, recibían directamente de la corona nombramientos y prebendas.

La Nueva España estaba gobernada por una oligarquía, integrada por los más poderosos. Por lo tanto, la concentración de tierras estaba en manos de unos cuantos hacendados, quienes tenían personal para que se las administraran. La colonia fue explotada al máximo por la metrópoli, y exportaba la mayor parte de sus productos y riquezas a la corona.

Había una diferencia de clases desmesurada, el alto clero que estaba constituido por sacerdotes que ocupaban las dignidades eclesiásticas, y los puestos más importantes en la administración de fincas, capellanías y obras pías de la iglesia; el clero medio y bajo, estaba formado por curas párrocos de ciudades o aldeas, provincias y miembros del magisterio de las escuelas. La diferen​cia social, y poderío económico en la colonia fue en extremo notorio.

Mientras que los indios y castas eran la masa trabajadora, y estaba en la peor miseria, aunque estaban exentos del pago del diezmo, debían pagar un tributo per capita a la corona; eran tratados como menores, y vivían de su trabajo, aunque algunos eran esclavos, su peor martirio era el hambre.

La clase media estaba constituida de abogados, pequeños administradores y eclesiásticos pobres, que no tenían propiedades ni capital, aunque éstos estaban consientes de que no podían desempeñar funciones, en los puestos adecuados, los hizo tener resentimientos contra los detentadores del poder, ante tanta desigualdad e injusticia.

Algunas de las causas que determinaron la independencia, tuvieron su origen en éste período: la desigualdad económica y social de sus habitantes, las dificultades que las leyes oponían al progreso de los mismos, y el menosprecio con que eran vistos los nacidos en América. Todo esto, engendró un profundo malestar entre las Américas y el gobierno español.

En el año de 1808, como ya hemos señalado, al estallar en España la lucha contra la intervención francesa, se debilitó el Imperio Español, por esto Carlos IV y su hijo Fernando, dejaron vacante el trono siendo prisioneros de las tropas de Napoleón.

Siendo Godoy el ministro favorito del Rey Carlos, firman un Tratado por el que se ponen en manos del emperador de Francia, todos los reinos de España y de Indias.

Ante el vacío de la monarquía los ciudadanos libres, en todas las regiones de la península, forman Juntas Provisionales para guardar la soberanía en ausencia del monarca, y liberar el país de los franceses. Mientras que en las colonias hispánicas se mantiene la misma estructura de poder, que ha regido durante trescientos años.

En la Nueva España hay dos partidos antagónicos; el primero tiene su portavoz en la real audiencia y recibe el apoyo firme de los funcionarios y grandes comerciantes de origen europeo, quienes decían que la sociedad debería quedar fija hasta que el heredero legítimo ocupare de nuevo el trono, con ésto el partido europeo pretendía detener cualquier cambio. El otro partido se manifiesta en uno de los cuerpos donde los criollos acomodados y de clase media, pretendían el Ayuntamiento de la ciudad de México. El Ayuntamiento percibe el cambio de la situación, y comprende que por fin se ha abierto la posibilidad de lograr reformas políti​cas. Éstos, fueron las primeras autoridades de Nueva España, que estaba constituida por la clase media, siendo los abogados y pequeños propietarios, quienes lo controlaban.

El quince de septiembre de 1808 un grupo de conspiradores, dirigido por Gabriel de Yermo da un golpe de estado y destituye al Virrey Iturrigaray, nombrando como nuevo Virrey a Pedro Garibay, éste en espera del Rey Fernando reconoce la Junta Central de España, y suspende todos los proyectos de reforma. Y en septiembre de 1809 se descubre la Junta de Valladolid, quien tenía contacto en otras ciudades, entre ellas, Querétaro.

La conspiración de Querétaro, se organizaba por Don Ignacio Allende, que era oficial y pequeño propietario de tierras, y cuando comenzó la revolución era capitán del regimiento provincial Dragones de la Reina, que guarnecía la Villa de San Miguel y los pueblos inmediatos. Otro de los integrantes de la conspiración, fue Miguel Hidalgo y Costilla, quien gozaba de un prestigio intelectual, se acercaba a los sesenta años, y que accedió a formar parte del grupo que Allende organizaba. Así como el corregidor don Miguel Domínguez, quien ejercía aquél importante empleo desde la época del Virrey Marquina, fue su rectitud y probidad en el corregimiento, los que le atrajeron la aversión de cuyos abusos reprimía con mano enérgica, e impartía protección a los infelices trabajadores que eran tratados a manera de esclavos. También su esposa, doña María Josefa Ortiz, quien aparece como el numen de la patria en las reuniones que con pretexto de tratar asuntos puramente literarios.

Celebraban juntas de carácter político, a las que concurrían aparte de los ya señalados, los licenciados Lazo y Altamirano, los comerciantes Epigmenio y Emeterio González, y el militar Arias y Don Francisco Araujo, Don Antonio Téllez, Don Ignacio Gutiérrez y el regidor Villa Señor Cervantes.

El Capitán Ignacio Allende y el Cura Miguel Hidalgo, trataban sobre la convención de formar un gobierno independiente en la Nueva España, pensaban formar una Junta compuesta de regi​dores, abogados, eclesiásticos y demás clases, además con algunos españoles rancios. Ellos comentaban de las personas y medios para llevar acabo la revolución, subsistiendo en reunir una Junta Nacional que gobernara la corona en nombre de Fernando VII, con la intención de quitar el mando a los europeos, y sustituirlos con criollos. El sentimiento patriótico se condensaba, en considerar que la Nueva España fuera para los mexicanos o americanos como decían; pero para llegar allí, era preciso arrebatársela a los españoles.

A principios de 1810 los conjurados pensaron en la conveniencia de nombrar Jefe del movimiento al Cura Don Miguel Hidalgo, para vencer los temores y escrúpulos que el proyecto pudiese despertar entre la gente, por considerarlo irreligioso e ilícito. Se le concedió a él éste papel, por el inmenso prestigio que le daba sobre las multitudes su carácter sacerdotal, porque en él la idea de la independencia tenía un sello superior, eminentemente social, pues equivalía a la emancipación del indio, declarándolo mayor de edad, y abriéndole con el trabajo industrial, no ejercido por tolerancia, sino por derecho, el camino de la libertad.

En los primeros días de septiembre, Hidalgo estuvo en Querétaro en conferencias con sus correligionarios, con quienes convino proclamar la independencia el primero de octubre de 1810. Pero a mediados de agosto de 1810 las juntas de Querétaro fueron denunciadas ante la Audiencia gobernadora, por algunos de los mismos afiliados, expresando detalles y extensas noticias de la revolución que estaba a punto de estallar, uno de los denunciantes fue José Mariano Galván, siendo dependiente de la oficina de correos de Querétaro
.

Pero en fecha 9 de septiembre, una denuncia anónima delataba desde San Miguel, las idas y venidas de los capitanes Allende y Aldama a Dolores y Querétaro, a partir de éste momento las denuncias se multiplican y la conjura queda completamente descubierta. Por lo que el capitán don Joaquín Arias, jefe del destacamiento del regimiento de Celaya, se presentó el día 10 a don Juan Ochoa, que era alcalde ordinario de Querétaro, denunciándose él mismo y a todos sus compañeros, enterado de ésto Ochoa, hace salir con dirección a la capital al capitán don Manuel García Arango, con una carta para el oidor Aguirre, dándole cuenta de lo que ocurre. Y el día once Ochoa y Alonso dirigieron comunicaciones al virrey Venegas, participándole el descubrimiento de la conjura, acompañándole la lista de los conspiradores
.

Otra denuncia hecha el día 13 de septiembre ante el cura y juez eclesiástico, fue un español llamado Francisco Bueras, aunque el doctor Mora y don Carlos María de Bustamante insinúan que fue el canónigo de Valladolid Iturriaga, quien hallándose en Querétaro y habiendo enfermado gravemente, reveló a su confesor el secreto de que era depositario, y éste corrió a manifestarlo todo al comandante de brigada don Ignacio García Rebollo, y a su vez, informó al doctor Gil de León, quien era enemigo de la independencia, pero estaba ligado con el corregidor por los lazos de estrecha amistad, quien acudió presuroso y afligido a la casa de éste instruyéndole de la denuncia que acababa de hacérsele
.

El Corregidor de Querétaro, se decidió a aprehender a Epigmenio González, y a catear su casa. Pero antes de proceder a esa aprehensión anunció a su esposa, doña Josefa Ortiz el punto que había decidido en vista de las circunstancias y salió de su casa en busca del escribano don Juan Fernando Domínguez, el mismo que había redactado tres días antes la comunicación dirigida por el alcalde Ochoa al virrey Venegas, quien fingió no saber nada, además le propuso que procediera el cateo en casa de Epigmenio González.

Por lo tanto su esposa convencida del riesgo que corría la conspiración, y de todos los comprometidos en ella, decidió que si no se tomaban prontas y eficaces medidas, sus proyectos no se llevarían acabo, y trató de dar aviso a Allende. El cura le pregunta a Allende qué era lo que deberían hacer, y Allende le contestó que deberían citar a Abasolo y a los demás individuos que se habían comprometido a combatir por la causa, y se les diera conocimiento de lo que pasaba y convencido dijo:

"pues bien señor cura hechémosles el lazo, seguros de que ningún poder humano podrá quitárseles, Sí, exclamó Hidalgo, lo he pensado bien y creo que estamos perdidos y que no queda más remedio que ir a coger gachupines".

Eran las cinco de la mañana del día dieciséis de septiembre, cuando Hidalgo mandó llamar a misa, más temprano que de costumbre. Y el campanero, conocido como el cojo Galván, dio el toque de alba, y en seguida se puso a llamar precipitadamente a misa con el esquilón San Joseph, debido a que éste último hacía veces de campana mayor. Hidalgo, se encontraba parado en el umbral de la puerta central del templo, enfrentándose a la multitud como su pastor y como elegido para encabezar aquél levantamiento, principió diciendo:

"Amados compatriotas religiosos, hijos de esta América: el sonoro clarín de la libertad política ha sonado en nuestros oídos; no lo confundáis con el ruido que hizo el de la libertad moral, que pretendían haber escuchado los inicuos franceses, creyendo que podrían hacer todo aquello que se opone a Dios y al prójimo y dar larga rienda a sus apetitos y pasiones, debiendo quedarse impunes aún después de haber cometido los mayores crímenes. Lejos de vosotros semejante pensamiento en todo opuesto a la santísima Ley de Jesucristo que profesamos, por lo mismo detesta​ble y aborrecible hasta lo sumo.

La libertad política de lo que os hablamos, es aquella que consiste en que cada individuo sea el único dueño del trabajo de sus manos y que deba lograr lo que lícitamente adquiera para asistir a las necesidades temporales de casa y familia, la misma que hace que sus bienes estén seguros de las rapaces manos de los déspotas, que hasta ahora os han oprimido esquilmándos hasta la misma substancia con gravámenes, usuras y gabelas continuadas. La misma que ordena el que circule en vuestras manos la sangre que anima y vivifica las riquísimas venas del vasto cuerpo del Continente Americano; es decir, esas masas enormes de plata y oro de que a costa de mil afanes y con peligro de vuestras vidas preciosas, estáis sacando hace tres siglos, para saciar la codicia de vuestros opresores, y ésto sin poderlo conseguir. Aquello, pues, que dispone el que con gran gusto y desahogo cultivéis aquella ciencia que es el alma del mundo político mercantil y el muelle o resorte que pone en movimiento la gran máquina de nuestro globo, cual es la agricultura, sin el penoso afán de pagar las insoportables rentas que de mucho favor se os han exigido; porque, decid, ¿habéis hasta ahora disfrutado por una sola vez los placeres del campo sin la zozobra de esperar al que viene a cobraros las rentas de las tierras que trabajáis?, ¿habéis tomado el gusto al sabroso licor que exprimís de las mamilas de vuestras vacas, sin el azahar de que el comerciante ultramarino que os fió cuatro andrajos podrá venir a echaros un embargo sobre esas mismas reses que a costa de sudores habéis creado y cuidado a fuerza de desvelos continuados? ¿no es verdad que muchos de vosotros ignoráis lo dulce que es al paladar la miel que fabrican las abejas? los gusanos de seda ni los conocéis; tampoco habéis trabajado en los plantíos de las arboledas tan útiles a los grandes poblados, por la leña que producen con abundancia y suministración cuantiosa de sus maderas. Los emparrados, los olivos, las moreras, cuya utilidad ignoráis y aún nos están prohibidas; la utilidad de un sinnúmero de fábricas que podrían aliviar vuestra vida afanada, ni sabéis cuales son, ni cuantas son de las que podías lograr para desterrar el ocio y la holgazanería en que os hayáis sumergidos. La educación, las virtudes morales de que sois susceptibles, el cultivo de vuestros despejados talentos para ser útiles a vosotros mismos y vuestros semejantes, aún sea en el caos de la posibilidad.

Reflexionad un poco sobre esto y hallareis el gran bien que se os prepara, si con vuestras manos los unos y con vuestras oraciones los otros, acudís a ayudarnos a continuar y conseguir la grande empresa de poner a los gachupines en su madre patria, porque ellos, son los que con su codicia, avaricia, y tiranía, se oponen a vuestra felicidad temporal y espiritual. Porque, ¿cómo podrán obrar bien para con Dios y con ellos, un sirviente mal pagado, un criado desatendido, ni un artesano que a pesar de haber apurado sus tales para satisfacerles un desenfrenado lujo, se ve mal correspondido? el doblez de sus tratos y ventajosos proyectos de todo género, ha hecho que el engaño, el dolo y la mentira ende en la boca de todos, y que la verdad casi haya desaparecido de nuestro suelo. No penséis por esto que nuestra intención es matarlos, no, porque esto se opone diametralmente a la ley santa que profesamos. Ella nos prohibe y la humanidad se estremecería de un proyecto tan horroroso, al ver que unos cristianos, cuales somos nosotros, quisiéramos manchar nuestras manos con la sangre humana, a ellos les toca, según el plan de nuestra empresa, no resistir a una cosa en que no se les hace más agravio que restituirlos a su suelo patrio y nosotros defendernos con nuestras armas en caso de forzosa defensa.

Aliento, pues, criollos honrados, aliento, la empresa ya está comenzada, continuémosla confiando en que el brazo poderoso de nuestro Dios y Señor nos ayudará como hasta ahora y no dudemos un momento del buen éxito. No deis oídos a las horrísonas voces de los que han pretendido espantaros y armaros contra los otros, diciendo que venimos destruyendo nuestra sagrada religión católica. ¿No veis que en el primer pueblo que conquistamos nos hubieran despedazado y consumido? es una falsedad sacrílega: preguntad a Zelaya, San Miguel, Irapuato, etc., donde nos han recibido de paz, y interrogad a Guanajuato, que es la única ciudad donde encontramos resistencia y donde operamos no con todos los rigores de la guerra que nos presentaron, ¿qué imágenes destruimos y qué culto alteramos? los templos han sido venerados, las vírgenes respetadas, los gobiernos reforzados, no causando más novedad que la extracción que los europeos. A estos si que los podíamos acusar de impíos e irreligiosos; dígalo México, Puebla y Valladolid, y aún el mismo Guanajuato, donde el lujo y la moda a lo francés arrancó de las paredes de sus salas (y lo mismo hubieran hecho en los templos si hubieran podido), las sagradas imágenes de Dios, de María santísima y sus santos, colocando en su lugar por moda de buen gusto, estatuas obscenas para tener la inicua complacencia de ver en lugar de modelos piadosos, iniciativos de la lascivia y pureza. Obsérvese en qué trajes se presentaban ya en los templos de los divinos oficios; ya enrizados, ya pelones con pechos postizos los afeminados, silbando en lugar de rezar, cortejando a las prostitutas aún en la presencia real de nuestro Dios con escándalo de los pobrecitos en quien se encuentra la verdadera piedad y religión. El vilipendio y desprecio a los sacerdotes, ¿quién lo ha practicado sino ellos? la dignificación de su conducta, con deshonor de su estado eclesiástico; el despotismo que sobre esto ejercía y ejerce, es tan notorio que ya no lo duda ni el más estúpido. También nos dirían que somos traidores al rey y a la patria, pero vivid seguros de que Fernando VII ocupa el mejor lugar en nuestros corazones, y que daremos pruebas de lo contrario, convenciéndolos a ellos de intrigantes y traidores. Por conservarle a nuestro rey estos preciosos dominios y el que por ellos fueran entregados a una nación abominable, hemos levantado la bandera de la salvación de la patria poniendo en ella nuestra universal patrona, la siempre virgen María de Guadalupe. Ella nos ha de sostener y ayudar en este gran proyecto, dará esfuerzos a los débiles, esperanza a los tímidos y valor a los pusilánimes, disipará de las cabezas de muchos los angustia​dos pensamientos que le atormentan el alma considerando la arduidad de la empresa, y facilitará su ejecución.

¡Buen ánimo, criollos cristianísimos! alentaos con saber que el Dios de los ejércitos nos protege. Nuestro ánimo no es derramar, si es posible una gota de sangre de nuestros hermanos, ni aún de los que por ahora consideramos por nuestros enemigos políticos. Unámonos a sostener una causa a nuestro parecer justa y santa, como lo es mantener ilesa nuestra santa religión, la obediencia a nuestro romano pontífice y a nuestro rey señor natural, a quien hemos jurado obedecer, respetad su nombre y leyes, cuidad de sus intereses y perseguir a cuantos se opongan a ello. Aquél que os dirige que somos emisarios de Napoleón, temed mucho el que sea verdad; lo contrario, esto es, que él, es el mismo que lo llegue a decir, lo sea en realidad y mucho más si es europeo, porque nosotros los criollos jamás hemos faltado ni somos capaces de tener conexión con ese tirano emperador.

¡Viva la religión católica! ¡Viva Fernando VII! ¡Viva la patria! y ¡Viva y reine por siempre en este continente americano nuestra sagrada patrona la santísima virgen de Guadalupe! ¡Muera el mal gobierno! esto es lo que oiréis decir de nuestra boca y lo que vosotros deberéis repetir"
.

Los decretos de Hidalgo, hacen patente la aspiración de una soberanía efectiva. E investido por la autoridad que ejercía por aclamación de la incipiente nación:

"(...) abroga los tributos que pasaban sobre el pueblo; suprime la distinción de castas y, por primera vez en toda América, declara abolida la esclavitud.

En Guadalajara, el cura don Miguel Hidalgo en fecha primero de diciembre publicó un bando aboliendo la esclavitud, en el cuál uno de sus considerandos decreto contra los clamores de la naturaleza el vender a los hombres, y quedan abolida las leyes de esclavitud, no sólo en cuanto al tráfico y comercio que se hacía en ellos, sino también por lo relativo a la inquisición; de manera que conforme al plan de reciente gobierno pueden adquirir para si, como unos individuos libres al modo que se observe en las demás clases de la república, en cuya consecuencia, deberán los amos, sean americanos ó europeos, darles libertad dentro del término de diez días, so la pena de muerte que por inobservancia de éste artículo se les aplicará. Siendo el principio de éste artículo la libertad humana.

También declaró abolida los estancos del tabaco y de la pólvora, los demás exacciones de bienes, las cajas de comunidad y todas clases de pensiones que se exigían a los indios.

(...) inició algunas medidas económicas, tímidas y circunstanciales, contra las clases poseedoras: decretando la confisca​ción de bienes de los europeos, y dictó la primera ley agraria, dictando la restitución a las comunidades indígenas de tierras que les pertenecían.

Hidalgo hizo cesar tanto desorden publicando un bando el día treinta; bando que conminaba con pena de muerte a los saqueadores. Mandando poner en libertad a todos los criollos que habían sido presos en la alhóndiga, a excepción de sus mismos denunciantes, el tambor mayor Garrido, a quien reservaba para hacer en él un severo castigo, que no ejecutó.

El veinticuatro de octubre, publicó una proclama calificando de justa, santa y religiosa la revolución de la independencia".

De los bandos expresados en diversos momentos por Hidalgo tenemos sintéticamente:

Primer bando de Hidalgo aboliendo la esclavitud. Publicado por el Intendente Ansorena en la ciudad de Valladolid en 1810 en octubre 19.

Segundo Bando de Hidalgo aboliendo la esclavitud. Derogando leyes relativas a tributos, papel sellado y estancos 1810 noviembre 29.

Bando de Hidalgo Prohibiendo a los militares y comisionados Insurgentes la apropiación de bienes de los americanos en las comarcas por donde transiten. 1810 diciembre 1º.

Manifiesto de Hidalgo en el que responde a los cargos hechos contra él por el Tribunal de la Inquisición, “exhorta a romper los lazos de ignominia de la dependencia española, y propone el establecimiento de un Congreso Nacional”. Diciembre de 1810.

Respuesta de Hidalgo y Allende a la oferta hecha por el jefe realista José de la Cruz de indulto, donde manifestaron: el indulto es para los criminales no para los defensores de la patria. Marzo de 1811.

1.4.
La Constitución de Apatzingán de 1814

Para poder hablar de la Constitución de Apatzingán, debemos hacer referencia a su máximo inspirador que fue don José María Morelos y Pavón, y a su obra Los Sentimientos de la Nación, que determinó el rumbo de los constituyentes de Apatzingán, y donde aseverara:

“(...) Que sus sacerdotes debían sostenerse con los diezmos y primicias, que no debían exigirle al pueblo pagar nada que no fueran las contribuciones y los donativos que se hicieran por devoción, y que el dogma debería sustentarlo la jerarquía de la iglesia: el Papa, los obispos y los curas (...) La esclavitud debía declararse abolida, al igual que todas las distinciones de clase. Las leyes deberían de regir a todos, como la buena ley es superior a todos los hombres, las que dicte nuestro Congreso deben ser tales que obliguen a constancia y patriotismo, moderen la opulencia y la indigencia, y de tal suerte se aumente el jornal del pobre, que mejoren sus costumbres, aleje la ignorancia y la rapiña y el hurto (...) La propiedad sería respetada; la tortura debería ser abolida, igual que las alcabalas, los monopolios y el tributo (...) Que la soberanía reside esencialmente en los pueblos; que transmitida a los monarcas, por ausencia, muerte o cautividad de éstos refluye hacia aquellos; que son libres para reformar sus instituciones políticas siempre que les convenga; y que ningún pueblo tiene derecho para sojuzgar a otro (...)”

La versión original de Los Sentimientos de la Nación
, se integró por un total de 23 artículos, será la esencia misma que se observará en la Constitución auspiciada por Morelos.

Resulta indiscutible que en la evolución constitucional del país, no puede ser ajeno a dos poderosos fenómenos: La Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789, producto del prolifero movimiento del enciclopedismo e ilustración, y del incipiente constitucionalismo del mundo, nos referimos a las declaraciones de derechos en los Estados Unidos de Norteamérica.

Por ello, para explicar las vertientes fundamentales en materia de derechos del hombre que inspiraron a los formuladores de ésta Constitución, diremos inicialmente que fueron dos: Soberanía Popular e Igualdad.

El primero de los conceptos se dejó sentir desde la declaración hecha por el Ayuntamiento de la Ciudad de México en 1808 por Francisco Primo Verdad y Ramos y Don Juan Francisco Azcárate, que al encontrarse el Rey prisionero en España por los franceses, sostenían ante el virrey asumir la soberanía.

Lucas Alamán al respecto nos describe:

“(...) la chispa se prendió bien pronto. En la Gaceta de 16 de julio de 1808, se publicaron las noticias llegadas el día 8 del mismo mes, en el cajón dirigido al señor virrey, de España y en el que se le informaba de la abdicación de la corona el señor rey de las Españas y de las Indias, en unión del príncipe de Austria, en favor del emperador de los franceses. En esta situación el H. Ayuntamiento de la Ciudad de México, se reunió en Cabildo Extraordinario el 19 de julio del mismo año (...) a moción también del regidor Azcárate, el Ayuntamiento en pleno salió del palacio municipal y se dirigió en coches y rodeado de un inmenso pueblo al palacio virreinal (...) con la mano en el puño de la espada, juraron fidelidad al rey Fernando VII y no reconocer por monarca a Napoleón ni a ninguno de su familia, entregándole un Memorial en el que se decía: Que la muy Noble, Insigne, Muy Leal e Imperial Ciudad de México, Metrópoli de la América Septentrional ha leído con el mayor asombro las tristes noticias que comprenden Las Gacetas de Madrid y (...) que en esa situación y por la ausencia de los legítimos herederos del trono, residía la soberanía en el Reino y las diversas clases que lo formaban (...) los cuales la conservarían para entregarla al legítimo soberano (...) el Ayuntamiento de México, en consecuencia de estos principios, y en representación de toda la Nueva España, como su metrópoli, sostendría lealmente los derechos de la familia reinante y que para llevar a efecto la resolución tomada, pedía que el virrey continuase al frente de los destinos del país, provisionalmente como virrey, gobernador y capitán general (...).

Aunque sabemos que el Virrey Iturrigaray, después de consultar al real acuerdo y oidores, finalmente desaprobó la propuesta del Ayuntamiento, representa sin duda el primer intento de asumir la Soberanía Popular, pese a que el licenciado Primo Verdad le había dicho, que por hallarse a la nación sin su monarca, había vuelto al pueblo su soberanía.

El rescate del hombre como integrante del pueblo, de su voluntad de estar representado por el rey, y el reclamo de retorno de su volitiva soberanía, fue tomado por los oidores y fiscales de la audiencia como declaración sediciosa y subversiva, y no faltó quien la calificara como herética y anatematizada.

Sin intentar hacer aquí una historia mítica, cabe preguntarnos ¿de dónde Primo Verdad y Azcárate sustentaban sus ideas? La respuesta la tenemos en quien fuera amigo y mentor de ambos, originario del Perú, asesor ideológico de toda esa fracción del Ayuntamiento del movimiento de 1808, nos referimos desde luego al padre fray Melchor Talamantes.

Talamantes había presentado al seno del referido Ayuntamiento dos estudios, uno relativo al Congreso Nacional del Reino de la Nueva España, y el otro, Representación Nacional de las Colonias. En dichos documentos se hacen patentes las ideas reclamadas por los mencionados regidores.

Más aún, cuando el citado mentor fue puesto en prisión, y se le encontraron en su poder documentos donde dichas ideas están patentes. Al respecto Francisco Bulnes, anota:

“El plan del licenciado Verdad fue realizar la independencia con España estableciendo en Nueva España la monarquía confiada a Fernando VII o a su dinastía. Es casi seguro que el plan ostensible del licenciado Verdad ocultaba otro que no entregó a la historia, pero que se puede conocer. El licenciado Verdad y el fray Melchor Talamantes mantenían relaciones íntimas de amistad, fueron ambos perseguidos al mismo tiempo y ambos murieron en prisión (...) al ser aprehendido fray Melchor Talamantes y cateado su domicilio, entre sus papeles fueron encontrados, escritos de su letra, unos Apuntes para el Plan de Independencia, que no podían ser agradables ni tolerables para el gobierno español (...)”.

Según el citado plan de Talamantes, debería elegirse un Congreso Nacional Americano para ejercer todos los derechos de la soberanía, y asumiría las facultades siguientes:

1. Nombrar al virrey y capitán general del reino y confirmar en sus empleos a todos los demás.

2. Proveer todas las vacantes civiles y eclesiásticas.

3. Trasladar a la capital los caudales del erario y arreglar su administración.

4. Convocar a un concilio provincial para acordar los medios de cumplir aquí lo que está reservado a su Santidad.

5. Suspender al tribunal de la Inquisición la autoridad civil, dejándole solo la espiritual, y ésta con sujeción al metropolitano.

6. Erigir un tribunal de revisión de la correspondencia de Europa, para que la reconociese toda, entregando a los particulares las cartas en que no encontrase reparo y reteniendo a las demás.

7. Conocer y determinar los recursos que las leyes reservan a S. M.

8. Extinguir todos los mayorazgos, vínculos, y cualesquiera otras pensiones pertenecientes a individuos existentes en Europa, incluso el Estado y Marquesado del Valle.

9. Declarar terminados todos los créditos activos y pasivos de la metrópoli, con esta parte de las Américas.

10. Extinguir la consolidación, arbitrar medios de indemnizar a los perjudicados y reducir las cosas a su Estado primitivo.

11. Extinguir todos los subsidios y contribuciones eclesiásticas, excepto las de media anata y dos novenos.

12. Arreglar los ramos de comercio, minería, agricultura e industria, quitándoles las trabas.

13. Nombrar embajador que pasase a los Estados Unidos a tratar de alianza y pedir auxilio.

Como se hace evidente, el Plan Talamantes era muy avanzado para su época y entendía con vasta sensibilidad los problemas del México aquél. Sin embargo, no fue el único, en 1808 José Mariano Michelena preparó la conjura de Valladolid intentando la independencia.

Cada día el intento por independizarse de España se consolidaba, por todas partes el descontento se multiplicaba y surgían conspiraciones. La semilla de Montesquieu, Rousseau y demás filósofos de la ilustración habían generado su fruto. En la Nueva España ya se comentaban sus teorías y se coincidía en el concepto de soberanía popular, voluntad nacional, libertades individuales y división de poderes.

En Zitácuaro, se estableció el 21 de agosto de 1811, la Suprema Junta Nacional
 bajo la dirección de Ignacio Rayón, que era abogado y había sido secretario de Hidalgo, y bajo su mando intentaba mantener el movimiento; pero sobre todo, fueron las victorias de José María Morelos en el sur, las que logran darle impulso al movimiento de independencia, una vez muerto Hidalgo.

Rayón, impulsó la conformación de dicha Junta, pugnando por la aglutinación de los insurgentes, y por su preocupación de darle vida formal y legal a la aspiración libertaria; sin embargo, desde la creación y formación de la citada junta, las desavenencias se dejaron sentir, desde el momento en que éste se declaró presidente perpetuo. Sin embargo, no puede ignorarse el proyecto de Constitución que éste elaborara.

El documento denominado Elementos constitucionales que han de fijar nuestra felicidad, se integró por 38 artículos, y en materia política sustentaba:

Declaraba a la religión católica como única y perpetua; ratificaba que la soberanía dimana directamente del pueblo; postulaba la creación de un Consejo de Estado para decidir cuestiones importantes como declarar la guerra y hacer la paz, contraer deudas; dicho Consejo debía ser nombrado cada tres años por los Ayuntamientos; establecía que los extranjeros podían gozar de la ciudadanía a través de carta de naturalización. Determinaba libertad de imprenta para todos los asuntos políticos y científicos; prohibía la esclavitud y distinción de castas, y retomaba de la tradición inglesa el habeas corpus, entre otras cuestiones.

En Cuautla gobierna Morelos, y controla y gobierna gran parte del sur del país. Destacándose además en el mando de guerra, lo mismo por las personalidades que se le unieron, como Joaquín Fernández de Lizardi, y desde Londres fray Servando Teresa de Mier, quienes lo ayudaron desde fuera, con sus plumas. Otros provienen de los Ayuntamientos, como Quintana Roo y el doctor Cos, entre otros como Bustamante, Velasco, Liceaga, Rosáins, Verduzco, y otros más. Y los dirigentes de la Junta, dan a la publicidad un Plan de Paz, escrito por el doctor José María Cos, en el cuál los derechos de los criollos se fundan en la interpretación, la cuál estaba expuesta desde 1808, según la cuál América depende de la Corona, pero no de la Nación Española. Entre los primeros puntos del Plan proponen: 

"Que la soberanía resida en la masa de la Nación; además que España y América son partes integrantes de la monarquía, sujetas al rey, pero iguales entre si y sin dependen​cia o subordinación de la una con respecto a la otra. Por lo que Cos pide que los europeos traspasen el mando a un congreso, con la seguridad de que seguirán gozando de sus derechos, empleos y propiedades, para que todos los habitantes de éste noble suelo, así sean criollos como europeos, constituyan indistintamente una nación de ciudadanos americanos vasallos de Fernando VII"
.

Sin embargo, el Plan de Paz y la propaganda insurgente no logran atraer a los propietarios criollos. Pero Morelos no se limita a reivindicar políticas, y suprime las cajas de comunidad para que los labradores perciban las rentas de sus tierras, como suyas propias, y amenaza a los euro​peos con proseguir la guerra hasta que a nuestros labradores no dejen el fruto del sudor de su rostro y personal trabajo. Pide que los empleos sean para los americanos, que las leyes moderen la opulencia y la indigencia, que comprendan a todos sin excepción de cuerpos privilegiados, y que la esclavitud se proscriba para siempre, lo mismo que las distinciones de castas, quedando todos iguales, y solo lo distinguiría a éste el vicio y la virtud
.

Las tropas de Morelos emprendieron hacia el sur, después de la evacuación de Cuautla, y en la ciudad de Oaxaca, es donde mantiene un gobierno estable, y a principios de 1813 la mayoría del territorio nacional, estaba bajo dominio de los insurgentes, y gobernando entre Zitácuaro y Toluca, Ignacio Rayón con su Junta. Y al ver todos los sucesos, se creó un cuerpo que tomaría urgentes medidas de gobierno en el campo insurgente, por lo que por iniciativa de Morelos, el quince de septiembre de 1813 se reunió en la ciudad de Chilpancingo el Congreso de representantes de las regiones liberales.Y sus delegados eran todos letrados, eclesiásticos o abogados, del grupo que acompañaba a Morelos a la Junta de Zitácuaro.

El seis de noviembre, el Congreso de Chilpancingo proclamó formalmente la independencia de México, rechazando la monarquía y estableciendo la república. Pero para el veintidós de octubre de 1814, en la pequeña ciudad de Apatzingán, se proclama la primera Constitución de la Nación Mexicana, para la libertad de la América Mexicana, la cuál pretendía a un México independiente, y además estableció que nuestra forma de gobierno sería republicana, centralista y dividida en tres poderes, de los cuáles, el poder Legislativo estaría integra​do por diecisiete diputados, y estaría por encima del poder ejecutivo; el poder Judicial, estaría encargado a un supremo Tribunal integrado por cinco miembros
.

El Congreso se apresuró a ordenar medidas, en las cuáles constituyó un gobierno que remplazara a la Junta de Zitácuaro, nombrando a Morelos encargado del poder ejecutivo, además sancio​nó algunas medidas, aboliendo la esclavitud y la distinción de castas; abrogación del impuesto per capita sobre los indios. 

La Constitución de Apatzingán, se inspiraba en la Constitu​ción francesa de 1793 y 1795, en la cual establecía el sistema representativo nacional, la separación de los tres poderes, los derechos del ciudadano y la libertad de expresión. El artículo 5º decía, que la soberanía reside originariamente en el pueblo y su ejercicio en la representación nacional compuesta de diputados elegidos por los ciudadanos. Y en el artículo 2º, señalaba como fin del gobierno garantizar al ciudadano, el goce de sus derechos naturales e imprescriptibles. Mientras que el 18 definía la ley como la expresión de la voluntad general en orden a la felicidad común, a la vez que el 24 explicaba, en que consistía esa felici​dad. En las deliberaciones del Congreso y en la letra de la conquista privó la preferencia de los abogados, y eclesiásticos por las asambleas representativas, y su temor al caudillismo
.

El Congreso cuidó de restringir constitucionalmente las atribuciones del ejecutivo, prohibiendo que éste recayera en una sola persona, y para evitar que fuera a recaer en cualquier caudillo, lo delegó en tres individuos, los cuáles deberían de turnarse en sus funciones, prohibiendo su reelección y coartó la libertad impidiéndoles el libre traslado de residencia.

Pero éste decreto no llegó a estar vigente, el cual, encie​rra un conjunto de principios y aspiraciones políticas, que explicitan el rechazo más elaborado de la insurgencia mexicana, contra el restablecimiento de la monarquía española.

En el capítulo V denominado de la igualdad, seguridad propiedad y libertad de los ciudadanos, del Decreto constitucional para la libertad de la América Mexicana o Constitución de Apatzingán, se consignan las concepciones y normas que intentaron determinar los derechos del hombre.

Significativamente los artículos 24 y 27, postularon:

“Artículo 24. La felicidad del pueblo y de cada uno de los ciudadanos, consiste en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad. La íntegra conservación de estos derechos es el objeto de la institución de los gobiernos y el único fin de las asociaciones políticas (...) Artículo 27. La seguridad de los ciudadanos consiste en la garantía social: esta no puede existir sin que fije la ley los límites de los poderes y responsabilidad de los funcionarios públicos”.

Como puede apreciarse, las afirmaciones anteriores no han sido apresuradas, la declaración vertida por éstos artículos se vinculan directamente con las manifestaciones hechas en la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de Francia de 1789. Efectivamente, la afirmación se puede verificar con una lectura de la citada declaración, y se confirma en los artículo 24 y 25 de la Convención Nacional francesa de 1793
.

No es falso aseverar, que la Constitución de 1814, es la primera que en nuestro país intentó organizar al Estado, sobre la base de un individualismo derivado del planteamiento ideológico del capitalismo incipiente; que enumeró los derechos del hombre, en base al principio anterior, bajo el concepto burgués de democracia liberal; y, también la primera en sustentar, que el fin más elevado del estado es garantizar la felicidad individual y colectiva de los pueblos, a partir de garantizar la libertad, igualdad, propiedad y seguridad.

La relación entre el artículo 18 y 24 de la ley fundamental que comentamos, es evidente en la búsqueda de la felicidad de los individuos, pero a la vez, expresa que esa felicidad común, debe ser expresión de los actos que emanen de la representación nacional.

La igualdad que se postula en el individualismo, se hace patente en el numeral 19, cuando precisa que la ley será igual para todos; por tanto, la sumisión del hombre ante las normas jurídicas, no significa sometimiento de su razón o libertad, sino, asevera en el artículo siguiente, el sacrificio de la inteligencia particular a la voluntad general.

La inserción de ese derecho humano de igualdad, no sólo coincide con las declaraciones francesas, sino también con la realizada en la Declaración de Independencia en Norteamérica que estipuló: que todos los hombres son creados iguales, y en la Constitución de Virginia de 12 de junio de 1776:

“Todos los hombres son por naturaleza iguales, libres e independientes”.

Sólo a través de la ley, se sancionará a quienes la violenten, y en la medida que ésta prevenga —artículo 21—, por tanto, será acusado, preso o privado de su libertad al tenor de aquella. Sólo por la comisión de delitos serán reprimidos sus autores, a través de penas que sean necesarias y útiles a la sociedad, según lo estipulaban los artículos 22 y 23. Pues en caso contrario, serán tiránicos y arbitrarios los actos ejercidos contra un ciudadano sino se observaban las formalidades de la ley; y, aquellos magistrados que incurrieren en el extremo señalado en lo anterior, serían acreedores a severas sanciones (artículos 28 y 29).

El artículo 30 y 31, consagran el principio de que todos ciudadano es inocente hasta en tanto no se le demuestre lo contrario o sea declarado legalmente culpable, indiscutiblemente que es otro de los principio loables de la ley que comentamos; aún más, postulaba el derecho de audiencia, al determinar que ninguna individuo sería sentenciado, sino después de haber sido oído legalmente.

Para los formuladores de la Constitución de Apatzingán, el concepto de seguridad, y debido proceso legal, no es abstracto o mero discurso recurrente, ya habían sufrido en carne propia vejaciones a su integridad, por ello los artículos 21, 22, 23, 27, 29, 30 y 31 lo establecerán en toda su magnitud. La garantía de seguridad por su valor intrínseco y finalidad, tiende a proteger al hombre contra toda detención indebida o arbitraria, a responder frente a irregularidades en el proceso o contra sanciones arbitrarias, tal es el espíritu que se expresa desde el Common Law en Inglaterra y tales fueron las primeras reivindicaciones del hombre por proteger su libertad frente al Estado; el fantasma de Montesquieu se hace presente, por haber sido el primero en hablar del concepto de seguridad en su obra el Espíritu de las leyes.

De igual manera, campea en el concepto aludido de seguridad, el principio de separación de poderes que tanto Montesquieu y John Locke formularan, como una garantía de certidumbre ciudadana, para que el poder del estado esté fraccionado y evitar el abuso del mismo. Inclusive, el artículo 12 de dicha Constitución así lo previene, cuando determinó que los tres poderes no podían ejercerse por una sola persona o corporación.

El respeto a la persona, a sus bienes y domicilio se contempla en los numerales 32 y 33. Porque la casa del ciudadano es un asilo inviolable, y la autoridad sólo podría entrar, en casos de incendio, inundación o reclamación que de la misma casa hiciera necesaria su visita; pero en casos criminales, se debería proceder, siempre y en todos caso, de conformidad con la ley. Las visitas domiciliarias y ejecuciones civiles, sólo se podrían realizar durante el día y con respecto a la persona y objeto indicado en el acta respectiva.

Los ciudadanos tendrían derecho a adquirir, poseer y disponer de sus propiedades sin contravenir la ley; asimismo, no podría ser privado de éstas, a menos que prive el interés público y previa indemnización, según lo estipulaban los artículo 34 y 35.

Rousseau ya lo había expresado, en 1750 en el Discurso sobre la desigualdad
, su defensa sobre la propiedad privada, y también así se reivindica por los Fisiócratas y en el pensamiento de Locke, donde éstos últimos consideraban como un derecho natural por excelencia del individuo a la propiedad; derecho que era inseparable de la libertad bajo todas sus manifestaciones.

La obligación tributaria ciudadana, no debía ser considerada como extorsiones, sino como donaciones hechas a las autoridades para garantizar la seguridad defensa (artículo 36). También, se garantizaba el derecho de petición; la libertad ocupacional -excepto las funciones públicas-; obligación de las autoridades de fomentar e implementar la instrucción pública, y, la garantía de libertad de expresión e imprenta, sólo tendría como limitantes atacar el dogma, perturbar la tranquilidad pública y ofender la integridad moral de las personas, respectivamente artículos 37, 38, 39 y 40.

Finalmente, no podemos dejar de mencionar la reivindicación política que garantiza ésta Constitución a los mexicanos, cuando los artículos 5º, 6º y 18 determinaron los medios de participación de los ciudadanos en la elaboración de las leyes de manera directa a través del sufragio, en la nominación de sus diputados; y toda vez, que dicho derecho político debería ejercerse por todos los ciudadanos sin distingo alguno, para que en la formación de las leyes se persiga la felicidad común.

Éste proyecto en la historia nacional, será sin dudas el primer y gran planteamiento liberal del siglo XIX.

Como se deduce de la organización hispánica del territorio de nuestro país, era un todo que no tiene antecedentes de división que nos sugieran la presencia de Estados; más bien la colonia carece de ellos. Posteriormente al gestarse el federalismo, será tarea titánica crearlos, y por lo tanto, no serán raros los problemas por límites entre éstos; asimismo, nuestra génesis federalista será inversa a la gestada en Norteamérica: la Constitución hará a los Estados, y no éstos a la Constitución. Sin lugar a dudas, un federalismo artificial.

Si recordamos, desde los Tratados de Córdoba y expresamente mediante ellos, se establece que la forma de gobierno del México independiente sería el de una república  imperial moderada, gobernada por el monarca español Fernando VII o en su defecto por algún otro de la casa de los Borbones; pero también, al repudiar las Cortes de Cádiz a los Tratados de Córdoba, habían despedido a los diputados mexicanos ante ellas, por lo cual resultaba incongruente que gobernara un extranjero y aún más por el rechazo de la casa de los Borbones para hacerlo. 

Así Iturbide, un 28 de mayo de 1822 instigó a dos de sus correligionarios militares para que lo propusieran para emperador, y en mitin que culminó en su casa y al grito de Viva Agustín I, emperador de México, al aparecer éste en el balcón de su casa los invita para que hagan esa propuesta al Congreso Constituyente. Dando un claro madruguete y en ausencia de una buena parte de diputados se declara a Agustín de Iturbide emperador de  México, siendo coronado un 22 de julio de 1822 en la catedral de la ciudad de México. Las protestas no se dejan esperar y decreta disuelto el Congreso, arrestando a todos los diputados opositores a su monarquía y, para disimular su golpe de Estado, el emperador decide integrar una junta instituyente a la que encarga la creación de un reglamento político provisional y la convocatoria para elegir un nuevo gobierno
.

Con el Plan de Casamata se logró la caída de Iturbide, quien poco a poco se fue quedando sin apoyo y popularidad que había conseguido al rebelarse a la corona española. El 1º de enero de 1823 se levantó en armas y contra Iturbide, el general Antonio Severiano de Padua López de Santa Anna, y proclamó la república.

"Se van uniendo al movimiento antiguos insurgentes, como Guadalupe Victoria, Vicente Guerrero y Nicolás  Bravo (...)"
.

Frente a los acontecimientos, Iturbide decide abdicar, ante el Congreso que había disuelto, pero éstos  declaran que fue nula su elección y lo condenan al destierro; se declaran insubsistentes el Plan de Iguala y los Tratados de Córdoba, nombrándose un gobierno provisional integrado en triunvirato formado por Pedro Celestino Negrete, Nicolás Bravo y Guadalupe Victoria.

Una vez que triunfa el Plan de Casamata, el Supremo Poder Ejecutivo convocó a la integración de un nuevo Congreso Constituyente, mismo que fue instalado en noviembre 1823, lográndose votar una acta constitutiva provisional que estipuló la fórmula federalista de gobierno, destacando en su defensa y formulación el zacatecano Francisco García Salinas y Miguel Ramos Arizpe. Creándose el Acta Constitutiva de la Federación el 31 de enero de 1824, y de allí nuestra primera Constitución federal.

Un dato interesante en la gestación y desarrollo de nuestro sistema republicano y federal, lo representa el Estado de Chiapas, que en el año de 1820, un 18 de octubre, declaró su independencia de Guatemala, se constituyó en intendencia y nombró su diputación al Constituyente referido. Más tarde en 1822, al establecerse el Congreso Constituyente, el número de diputaciones provinciales llega a catorce, siendo éstas:

"Nueva Vizcaya, San Luis Potosí, Sonora, Sinaloa, Provincias Internas de Oriente, Zacatecas, Nueva Galicia, Guanajuato, Michoacán, México, Puebla, Veracruz, Oaxaca, Yucatán y Chiapas"
.

La Junta Provisional llega al fin de su existencia el 24 de febrero de 1822, al ser declarado instalado el Congreso Constituyente; mismo cuya heterogeneidad y marasmo de ideas y proyectos sobre el cómo construir una nación, se hará evidente.

Resulta claro que haber llegado a la formulación federalista en nuestro país se debe, entre otras cosas, a la enorme labor realizada por el país vecino del norte a través de las gestiones de su emisario Joel R. Poinsett, para que siguiéramos su forma de gobierno; a la división gestada entre los insurgentes por los ritos yorkinos y escoceses, los primeros liberales y los segundos predominantemente conservadores; unos por la república y los otros por la monarquía.

La primera Constitución federalista de México, se integró por un total de 171 artículos. Los diputados al Congreso Constituyente por Zacatecas, fueron: Valentín Gómez Farías, Santos Vélez, Francisco García Salinas y José Miguel Gordoa.

La Constitución de 1824, estipuló la forma de gobierno república, representativa, popular y federal; al delimitar el territorio nacional, estableció en los artículos 2º y 5º, correspondientes al título I y  II repectivamente, que:

"comprende el que fue el virreinato llamado antes Nueva España, el que se decía capitanía general de Yucatán, el de las comandancias llamadas antes de provincias internas de oriente y occidente, y el de la baja y alta California con los terrenos anecsos é islas adyacentes en ambos mares. Por una ley constitucional se hará de los límites de la federación, luego que las circunstancias lo permitan (sic)". 

El Artículo 5º:

“los Estados y territorios siguientes: el Estado de las Chiapas, el de Chihuahua, el de Coahuila y Tejas, de Durango, el de Guanajuato, el de México, el de Michoacán, el de Nuevo León, el de Oajaca, el de Puebla de los Ángeles, el de Querétaro, el  de San Luis Potosí, el de Tabasco, el de las Tamaulipas, el de Veracruz, el de Xalisco, el de Yucatán, el de los Zaca​tecas, el territorio de la alta California, el de la baja  California, el de Colima y el de Santa Fé de Nuevo México. Una ley constitucional fijará el carácter de Tlaxcala”.

Como se nota, en la emancipación se reelegaron los nombres del pasado colonial; el Nuevo Reino  de León, será simplemente la Provincia de Nuevo León; Nueva Galicia será Jalisco ‑o, como textualmente dice la Constitución de 24, Xalisco‑; Nuevo Santander será Tamaulipas; Nueva Vizcaya será Durango y Chihuahua y, por último Nueva España  será el país de México.

Determinó la Constitución, que se haría un censo de toda la federación a los siguientes cinco años y se renovaría después cada decenio, para designar el número de diputados que le correspondieran a cada Estado, eligiéndose un diputado por cada cuarenta mil habitantes, a través de elección popular indirecta; aquí detectamos uno de los primeros derechos del hombre determinados por éste código político: el derecho a elegir a sus representantes, aunque fuese de manera indirecta.

El Consejo de Gobierno, acreditaría a través de un oficio a los ciudadanos elegibles; y para ser diputado se debería satisfacer los requisitos de: tener 25 años de edad, dos años de vecindad en el Estado que elige o haber nacido en él, aunque estuviera avecindado en otro; para el caso de ser extranjero, se exigía que debían tener ocho años de vecindad, y acreditar tener ocho mil pesos de bienes raíces en cualquier parte de la república o una industria que les produciera mil pesos cada año. 

La Constitución no sólo incluía como un derecho a los naturales, nacidos o avecindados, sino hasta los nacidos en cualquier parte de la América que en 1810 dependían de España, y que se hubieran unido a otra nación, ni permanecieran en dependencia de aquella, toda vez que tuvieran tres años completos de vecindad en el territorio nacional podrían ser diputados mexicanos. Los militares no nacidos en México, y que con las armas hayan apoyado la independencia, sólo se les exigía tener ocho años de residencia en el país y satisfacer los requisitos enunciados para los nacionales
.

El Senado se elegiría por mayoría absoluta de votos de las legislaturas de los Estados, y se designarían dos por cada entidad. Diputados y Senadores, serían inviolables por sus opiniones manifestadas en el desempeño de sus cargos, y jamás podrían ser reconvenidas por ellas.

Dentro de la sección 5ta denominada De las facultades del Congreso General, del título III, artículo 50 establecía:

“Promover la ilustración, asegurando por tiempo limitado, derechos exclusivos a los autores de sus respectivas obras; estableciendo colegios de marina, artillería e ingenieros; erigiendo uno o más establecimientos en que se enseñen las ciencias naturales y exactas, políticas y morales, nobles artes y lenguas; sin perjudicar la libertad que tienen las legislaturas para el arreglo de la educación pública en sus respectivos estados”.

Se declaraba la instrucción pública, como un deber del gobierno proporcionárselo a los individuos del país. Porque el desarrollo de los pueblos se mide por sus niveles culturales, y la educación del pueblo generaría hombres libres. También se estipuló la libertad de imprenta y libre manifestación de los individuos. Así como se normaba el indulto.

El Presidente de la República, no podría privar de su libertad, ni imponer pena alguna; y sólo cuando lo exigiera el bien y seguridad de la nación podría arrestar a las personas, y ponerlas en el término de 48 horas ante el juez o tribunal competente. Asimismo, no podría mandar ocupar la propiedad o posesiones de ningún particular, ni corporación alguna, ni turbarlo en la posesión, uso o aprovechamiento de ella; y sólo por causa de interés público se le podría afectar, con aprobación del Senado o en sus recesos por el Consejo de Gobierno, y mediante la indemnización correspondiente (artículo 112).

Aquí se protegían y tutelaban tres derechos del hombre: la seguridad, libertad y la garantía patrimonial. En los artículos 146 al 156 se expresaban las garantías de legalidad, debido proceso legal, derecho de audiencia, patrimonial, de respeto a la integridad.

Efectivamente, se estipuló que la imposición de penas no trascenderían a la familia del que violentó la ley; prohibe la confiscación de bienes, así como la aplicación de penas o comisiones aduciendo aplicación de una ley anterior (irretroactividad de la ley); suprime la tortura y cualquier tipo de pena infamante; ninguna persona podía ser detenida por más de sesenta horas, sin indicios que lo inculparan como presunto responsable; el cateo de casas, papeles y otros bienes de los habitantes de la república, no podrían ser realizados sin orden girada por la autoridad competente, y en la forma que lo prescribieran las leyes. 

Prohibía que a los ciudadanos se les obligara a prestar juramento sobre hechos propios en declaraciones de materia criminal. Y en materia de injurias, no se podría entablar proceso alguno, ni en lo civil ni en lo criminal, sin haberse intentado previamente la conciliación. En todo tiempo y momento, a nadie se le podría privar de solucionar sus litigios mediante árbitros designados por las partes.

1.5. El constitucionalismo centralista

Desde Guadalupe Victoria que fue el primer presidente constitucional de nuestro país; el escenario político nacional, se matizó por las pugnas generadas desde el fraccionamiento y división de los caudillos insurgentes, por el establecimiento de logias masónicas, entre yorkinos y escoceses. Las contradicciones se centraron concretamente entre Nicolás Bravo, líder de los escoceses y Vicepresidente de la República, y Vicente Guerrero líder de los yorkinos. La sucesión de Victoria, generó una guerra de logias que agudizó las confrontaciones entre liberales y conservadores.

Como manifestación de ésta guerra de logias, propusieron los moderados escoceses a Anastasio Bustamante, y los yorkinos a Vicente Guerrero; por su parte los conservadores a Manuel Gómez Pedraza, que también fuera masón:

"las elecciones las ganó Pedraza; pero por la fuerza, mediante el motín de la Acordada, Gue​rrero (...) llegó a la suprema jefatura" 
.

El 1º de abril de 1829 asumió Guerrero el poder;  los ataques de los escoceses no se hicieron esperar, y los conservadores no lo podían tolerar. Así, aparte de ratificar la forma de gobierno republicana y federal, expidió leyes para suprimir la servidumbre en las haciendas; enfrentó los intentos neocolonialistas de España, mandando a López de Santa Anna a combatirlos, porque ya estaban a punto de desembarcar en el puerto de Tampico; en cambio Bustamante, en su carácter de vicepresidente —que fuera enviado a Veracruz con el mismo fin—, se levantó en armas contra Guerrero, logrando derrocarlo con el apoyo de los escoceses.

"En Cuilapa, el 14 de febrero de 1831, fue ejecutado Vicente Guerrero, víctima de la maniobra del gobierno bustamantista ‑la traición de Picaluga‑, que provocó repudio aún entre neutrales, no habituados todavía a que el procedimiento tomara carta de naturalización en la historia de México. Y nada se diga de los yorkinofederalistas y demás colaboradores de Poinsett, quienes temporalmente emboscados para evadir la persecución del gobierno, principiaron a dar la cara cuando el acto de Cuilapa proporcionó banderas para la unificación y la represalia (...) El ministerio de Bustamante se manchó con un asesinato (...)" 
.

Su muerte provocó levantamientos en varios Estados de la República, que entre otros, fueron: Tamaulipas, Duran​go, Zacatecas, San Luis Potosí, Tejas, Guerrero y Jalisco; exigiendo la separación de Bustamante y el reconocimiento de Gómez Pedraza. Se realizaron elecciones, y nuevamente las ganó Gómez Pedraza, pero Bustamante no deseaba abandonar el poder, lo cual daría pauta a que Santa Anna se rebelara contra él, y después de varios combates se realizaron los Pactos de Zavaleta de 23 de diciembre de 1832, entre Bustamante y Santa Anna, donde se reconocía el legítimo gobierno de Gómez Pedraza, y se restablecía el federalismo interrumpido por el centralismo que había impuesto Bustamante
.

Gobernando por tres meses Gómez Pedraza, se convocó a nuevas elecciones donde contendieron los generales Mier, Terán y López de Santa Anna; suicidándose Mier, Santa Anna  se otorgó el título de presidente y nombró como vicepresidente a Valentín Gómez Farías, quien se destaca por ser un liberal radical perteneciente a los yorkinos. Formalmente Santa Anna preside pero no gobierna, por razones de salud, y se retira a sus propiedades dejándole el puesto a su vicepresidente.

Gómez Farías y un correligionario suyo, José María  Luis Mora, realizaron una:

"triple reforma: de carácter religioso, educativa y militar. Como se consideró que el clero no atendía las necesidades de los fieles en los pueblos ni en las aldeas porque se concentraba en las ciudades; que el capital de la iglesia ascendía a 180 millones que no se destinaban al bien común, y que los eclesiásticos imponían contribuciones onerosas y coartaban la libertad, se dispuso la sujeción de la iglesia al gobierno por medio de un patronato, la incautación de los bienes clericales y la libertad de pagar diezmos. Como se estimó que la república gastaba 14 millones de un presupuesto total de 13 en sostener cinco mil soldados y dieciocho mil oficiales que la tiranizaban, se suprimen los fueros del ejército y se sustituyen las tropas permanentes y regulares con voluntarios. También se quiso destruir el monopolio educativo, quitar a las órdenes religiosas la facultad exclusiva de la enseñanza"
.

Las reacciones airadas del clero son de esperarse, y después de varios pronunciamiento las leyes de reforma de Gómez Farías y Mora se terminan al levantarse Santa Anna contra su vicepresidente y destituirlo, y decretar suprimidas tales leyes, disolvió al Congreso federal y hasta a los  locales; sin embargo, las ideas de las leyes de reforma ya habían sido puestas en marcha por varios Estados de la república, sobre todo por Jalisco, Zacatecas y México; dejando un apunte para cuando más adelante pudieran cobrar su vigencia y existieran las condiciones para su aplicación plena.

“En 1833 se produce en Morelia la primera rebelión al grito de Religión y Fueros, con el Plan de Escalada. Así se producen otros pronunciamientos (...) Como en el congreso algunos diputados moderados sostenían la administración de Gómez Farías y en el senado la influencia de Rejón era factor importante, se dieron los primeros pasos para la separación de la Iglesia y del Estado, exclaustración de monjas, no utilización de la fuerza civil para pagos de diezmos; supresión de la Real y Pontificia Universidad de México, a la que se sustituía con varias escuelas superiores; desamortización de bienes de las corporaciones religiosas y diversos decretos sobre instrucción laica. En cambio, en el sector militar Santa Anna, por una parte, y Nicolás Bravo, por la otra, atacaban duramente a los reformistas y promovían rebeliones. Algunos destierros y un decreto sobre provisión de vicarías y supresión de sacristías mayores, en diciembre de 1833, precipitó a los opositores, que en 1834 dieron al traste con el gobierno de Gómez Farías”.

Se constituye así Santa Anna en la esperanza del clero, los militares y los conservadores, dando su beneplácito para que se gestara una república centralista. Desterrados Gómez Farías y Mora, perseguidos los diputados liberales:

"el Congreso de la Nación se declaró en calidad de Constituyente y adoptó las bases de una Constitución central o mejor conocida como las Siete Leyes" 
.

Según manifiesta Alfonso Noriega Cantú, analizando la Constitución centralista de 1836, que los constituyentes centralistas se inspiraron en el pensamiento político inglés de los siglos XVI y XIII que encabezara el teórico del individualismo liberal John Locke; aduciendo que después de la revolución industrial (1688), que el pensamiento político inglés influyó fuertemente en los escritores y estadistas de todo el mundo, así como ya lo hemos expresado, los pensadores de la ilustración Montesquieu, Rousseau y Voltaire.

Es con la obra de Locke, afirma Noriega Cantú, que se crea una verdadera escuela de doctrina política, y con quién se crea una verdadera escuela moderna de doctrina política (yo agregaría primero a Voltaire).

Para el autor de referencia, las ideas que sustentan  la declaración de derechos del mexicano de 1836, son las siguientes:

“Locke fundamenta la asociación política en dos principio esenciales estado de naturaleza y contrato originario; afirma que dicho estado, es simplemente un hecho, ya que existió un estado de naturaleza y un estado de igualdad en que el hombre estaba sometido a una sola ley: la de su razón. (...) no todo derecho dimana del estado, pues existe un estado natural de propiedad anterior al establecido por la ley, y la propiedad debe de entenderse como la vida, la libertad y los bienes (...) Para garantizar los derechos del hombre este se ha despojado de una parte de ellos, entregándolos al poder público y confiriendo al estado la facultad de hacer leyes que protejan la propiedad para juzgar y castigar a quién las viole. Esta limitación de derechos se lleva a acabo mediante un contrato, cuya base esencial es el asentimiento de cada uno de los miembros de la sociedad política”.

Con la promulgación de la Constitución de 1836, hubo pronunciamiento de varios Estados en pro y en contra; el cambio fue sensiblemente radical, los gobernadores estarían sujetos al poder central, se suprimían las legislaturas locales, los Estados dejarían de serlo para constituirse en departamentos; el período presidencial sería de ocho años y se creaba un cuarto poder: el Poder Conservador, a quien se encargaba de vigilar el cumplimiento de la Constitución.

“El proyecto de reformas quedó a cargo de una comisión, en la que intervinieron José Ignacio de Anzorena, José María Cuevas, Miguel Valentín, Antonio Pacheco Leal y Francisco Manuel Sánchez de Tagle. La influencia del último fue muy importante, al punto de que según Bustamante a la Constitución la llamaban la taglina, aunque se escucharon otras opiniones como las de Alamán y el propio Bustamante. Aparte, la oligarquía militar-latifundista-clerical, hizo notar su fuerza (...) La denominación, después de arduas discusiones, se dejó en Bases constitucionales expedidas por el Congreso Constituyente el 15 de diciembre de 1835, aunque la aprobación llegó hasta el año siguiente (...) Las Siete Leyes Constitucionales son las siguientes: Primera: Derechos y obligaciones de los mexicanos y habitantes de la República (...) Segunda: Organización de un Supremo Poder Conservador; Tercera: Del poder legislativo, de sus miembros y de cuando dice relación a la formación de las leyes (con cámaras de diputados y senadores con alguna tendencia oligárquica). Cuarta: Organización del supremo poder ejecutivo. Quinta: Del poder judicial. Sexta: División del territorio de la República y gobierno interior de sus pueblos (...) La Séptima ley, habla de las variaciones de las leyes constitucionales”.

El enorme esfuerzo de nuestro país para transitar hacia la forma de gobierno federal, y con ello el reconocimiento de la autonomía de los Estados quedarían reducidas al oprobioso centralismo. Zacatecas pagó su rebeldía y apoyo al federalismo con la pérdida de su territorio, y así lo comprueba la batalla del Gallinero entre Francisco García Salinas y Santa Anna, y con la derrota de nuestro Estado, significó también la derrota del sistema federal en esta época. Así y para completar su obra, Santa Anna mediante decreto de 23 de mayo de 1835 declaró separado Aguascalientes de Zacatecas.

Los pronunciamientos por el centralismo se sucedieron:

"El Mosquito ‑periódico conservador‑ informa y da espacio; con mucha rapidez se están expresando los pueblos con sumisas peticiones para que se cambie la forma de gobierno. La primera solicitud es la de Orizaba (...) en la sesión del 20 de marzo de 1835 del Congreso del Estado de México (...) se pide la variación de la forma de gobierno, se condena al liberalismo; se dice que es un error creer que ya acabó el tiempo de las monarquías (...)"
.

Las denominadas Siete Leyes o Constitución de 1836, deberían haberse denominado Ocho Leyes, por las Bases que precedió a ésta. nacieron de un golpe de estado y no de una revolución popular. El gran pecado de las Siete Leyes, fue haber desaparecido al sistema federal, de allí que los federalistas cuestionen el espurio origen de ésta.

Mucho se cuestionó el establecimiento del Supremo Poder Conservador, pero se quería que en la división de poderes, existiera uno, un cuarto poder, que con independencia y autonomía de aquéllos, limitara la constitucionalidad de sus actos, ésta es la verdadera aportación del centralismo constitucional, su preocupación por el control de la constitucionalidad. Algunos tratadistas, aúnan a lo anterior, haber explicitado un catálogo de derechos del hombre, que la anterior de 1824, no contemplaba expresamente; sin embargo, como se verá más adelante, muchos de esos derechos se encuentran dispersos en la primera Constitución federalista.

Respecto al Supremo Poder Conservador:

“(...) circulaba en México, un libro de Benjamín Constant titulado Curso de Política Constitucional, cuya influencia perduró a través de mucho tiempo y que realmente sirvió para que el Supremo Poder Conservador fuera establecido (...) Constant venía acariciando la idea de crear un poder independiente de los tres clásicos conocidos hasta entonces. Poder superior al legislativo, ejecutivo y al judicial, cuya función debería consistir, no solamente en realizar y hacer efectivos los derechos del hombre contra los abusos del poder, sino también la de mantener el equilibrio entre los altos poderes, los cuales deberían ser, si lo expresáramos en léxico norteamericano, coextensos (...)”.

La Constitución de 1836, contenía una importante declaración de derechos del hombre, en la primera de esas siete leyes, que estipulaban:

“I.- No poder ser preso sino por mandamiento de juez competente todo por escrito y firmado, ni aprehendido sino por disposición de las autoridades a quienes correspondan según ley. Exceptúase el caso de delito in fraganti, en el que cualquiera puede ser aprehendido y cualquiera puede aprehenderle, presentándole desde luego a su juez o a otra autoridad pública.

II.- No poder ser detenido más de tres días por autoridad ninguna política, sin ser entregado al fin de ellos, con los datos para su detención, a la autoridad judicial, ni por ésta más e diez días sin proveer el auto motivado de prisión. Ambas autoridades serán responsables del abuso que hagan de los referidos términos.

III.- No poder ser privado de su propiedad, ni de libre uso y aprovechamiento de ella en todo ni en parte. Cuando un objeto de general y pública utilidad exija lo contrario, podrá verificarse la privación, si tal situación fuere calificada por el Presidente y sus cuatro ministros en la capital, por el gobierno y junta departamental en los Departamentos, y el dueño, sea corporación eclesiástica o secular, sea individuo particular, previamente indemnizado a tasación de dos peritos, nombrado el uno de ellos por él y según las leyes el tercero en discordia, caso de haberla.

La calificación dicha podrá ser reclamada por el interesado ante la Suprema Corte de Justicia en la capital, y en los Departamentos ante el Superior Tribunal respectivo.

El reclamo suspenderá la ejecución hasta el fallo.

IV.- No poderse catear sus casas y sus papeles, sino es en los casos y con los requisitos literalmente prevenidos en las leyes.

V.- No poder ser juzgado ni sentenciado por comisión ni por otros tribunales que los establecidos en virtud de la Constitución, ni según otras leyes que las dictadas con anterioridad al hecho que se juzga.

VI.- No podérsele impedir la traslación de sus personas y bienes a otro país, cuando le convenga, con tal que no deje descubierta en la república responsabilidad de ningún genero, y satisfaga, por la extracción de los segundos, la cuota que establezcan las leyes.

VII.- Poder imprimir y circular, sin necesidad de previa censura, sus ideas políticas. Por los abusos de este derecho, se castigará cualquiera que sea culpable en ellos y así en esto como en toso lo demás, quedan estos abusos en la clase de delitos comunes; pero con respecto a las penas, los jueces no podrán excederse de las que imponen las leyes de imprenta, mientras tanto no se dicten otras en esta materia”.

Las Siete Leyes, en materia política, sufragio, representatividad contemplaron:

“La Primera Ley (...) difiere a los estatutos legales respectivos, el arbitrio determinante de los requisitos necesarios para ser elector (artículo 8º-II). Los que atañen a la elegibilidad de los funcionarios, están consignándose en las subsecuentes leyes. La Segunda dispone que el supremo poder conservador lo integren cinco ciudadanos, de los que se renovará uno cada bienio -mexicanos por nacimiento, mayores de 40 años y con tres mil pesos de renta mínima- elegidos, entre quienes hubieren desempeñado el cargo de Presidente de la República o los de vicepresidente, senador, diputado, secretario del despacho del ministro de la Corte, mediante una recelosa depuración realizada sucesivamente por las Juntas Departamentales, la Cámara de Diputados y la de Senadores. (Artículos 1º, 3º y 11). La Tercera fija en más de treinta años la edad y el no menos de mil quinientos pesos la renta de los diputados, que duran cuatro años en su encargo, se renuevan cada bienio por mitad y son designados por las asambleas electorales secundarias de los departamentos, de los cuales deben ser nativos o vecinos (...) La Cuarta Ley, previene que el Presidente de la República sea un ciudadano mexicano por nacimiento, mayor de cuarenta años y con renta no menor de cuatro mil pesos. Se fija un periodo de ocho años -el lapso washingtoniano- para el desempeño del cargo y se implanta, sin sufragio popular, un sistema de elección similar al instituido por la Carta de 1824 pero de más complicado desarrollo (...) según lo previene el artículo 40: ñas asambleas departamentales elegirán los senadores que les corresponden, nombrando precisamente cinco individuos de cada una de las clases siguientes: agricultores, mineros, propietarios o comerciantes y fabricantes”.

Otra manifestación legislativa del centralismo lo constituyen las Bases Orgánicas de 1843 o Bases de Organiza​ción Política de la Nación, que una junta legislativa integrada por notables fue encargada de crear, caracterizándose por ser la más elitista y clasista que haya tenido nuestro país y formulada por los conservadores; duró en vigencia  sólo tres años.

El despojo de Tejas en 1834 es una de las consecuencias de las asonadas centralistas en México; sin negar que también fue el pretexto para la separación de ese  Estado de nuestro país y su incorporación al vecino del norte ‑el que más bien, alentó su separación para satisfacer sus deseos expansionistas‑.

"Los Estados Unidos de Norteamérica, desde la época de la colonia y concretamente desde antes de la independencia de nuestro país, habían intentado llevar sus fronteras hasta el río Bravo en negociaciones con la Corona española; la cual en 1819, en los Tratados fronterizos de Onís les otorgó la Louisiana, las Floridas y dejó las bases para asentar sus pretensiones sobre el Oregon (...)" 
.

En ese mismo año, Moisés Austin fue autorizado por la Corona española para hacer una colonia en Tejas, con el propósito aparente de colonización y para el fomento y protección de la religión católica. 

La colonia formada por Austin fue iniciada con trescientas familias no mexicanas, siendo la cabeza de playa para la penetración eficaz y silenciosa de nuestros ambiciosos vecinos:

"El número de colonos creció rápidamente; llegó a ser en doce años muy superior al de los mexicanos residentes en Tejas. La mayoría de los colonos provenía de Estados Unidos, era protestante, hablaba inglés, y aspiraba a vivir libre de los impuestos y vigilancia de México"
.

El vecino del norte tenía todo su potencial enfocado a expandir sus fronteras; ya fuera mediante la compra, la venta o el arrebato, deseaban mayor extensión de territorio. Para 1833, Esteban Austin ‑hijo del primer colonizador‑, obtuvo del gobierno que Tejas fuera considerado un Estado aparte del de Coahuila y aprovechándose de la efervescencia federalista hicieron su legislatura, nombraron sus diputados locales, y se declararon miembros de la federación mexicana.

Con el pretexto de defender el federalismo, Lorenzo Zavala y Austin convocan a una convención en 1835 y deciden pedir ayuda a los Estados Unidos; en otra convención denominada de Nacogdoches, presidida por Samuel Houston, se tomó la decisión de respetar la Constitución de 1824 y citan a una nueva reunión donde auscultarían la voluntad de los tejanos; siendo la primer declaración de independencia con el argumento de que al romper el pacto federal ‑por Santa Anna‑, que los unía a nuestro país, ellos reasumían su soberanía y se reintegrarían a México hasta que volviera a imperar el régimen federal. Sin embargo, los acontecimientos fueron por otro camino; ciudadanos norteamericanos atacaron las guarniciones militares de El Álamo y San Antonio Béjar.  La guerra fue inminente. 

Sobre el libertador de Tejas Samuel Houston, Fuentes Mares dice:

"se reunieron en San Felipe cincuenta delegados texanos (...) entre los convencionistas había uno desconocido en la provincia hasta el año anterior. De él se sabía que había hecho vida entre los indios, donde por méritos personales le llamaron el gran borracho; era además de Virginia, esclavista de corazón, al servicio del general Jackson desde 1813. Posteriormente con el apoyo de éste, llegó a ser gobernador de Tennessee, y resultó tan semejante la catadura moral de ambos personajes que pueden ser considerados uno solo. El nuevo texano estaba allí, en la convención, con la representación personal de su excelencia, el presidente de Estados Unidos" 
.

En persona, Santa Anna comandó al ejército mexicano, y tras varias derrotas infringidas a los tejanos fue  derrotado por éstos en la batalla de San Jacinto en 1836 y obligado a firmar los Tratados de Velasco en los que se comprometía a suspender la guerra; de esta manera los tejanos se declararon independientes y se constituyeron en una república; Santa Anna aún prisionero es obligado a reconocer tal independencia; los Estados Unidos lo hicieron de inmediato, al igual que algunos países europeos. Concluyendo su obra, los norteamericanos firmaron un tratado con Tejas cuyo motivo principal fue su anexión a la bandera de las barras y las estrellas en 1844 y, para el 1º de marzo de 1845 la obra  estaba completamente consumada, ya tenían un nuevo Estado y, obviamente más territorio; la ambición territorial de nuestro vecino aún no quedaba satisfecha según nos lo confirmará más tarde la historia
.

Nuevamente en 1846 se retorna al federalismo, en tanto que nuestros vecinos del norte venían a disputarnos por la fuerza de las armas: Nuevo México, Arizona y la alta California. El general Paredes tomó el poder; mientras que en varias entidades del país se hacían pronunciamientos. Uno de ellos, el de Guadalajara encabezado por Valentín Gómez Farías que con la intención de destituir a Paredes hace alianza con Santa Anna y, como el general Paredes sale a combatir a los invasores (cuando en realidad se dirige a combatir a Gómez Farías), es aprovechada su ausencia para  que el general José Mariano Salas se adueñe del poder y proclame el restablecimiento de Santa Anna en la presidencia.

Se convocó a un nuevo Constituyente y teniendo que nombrar presidente y vicepresidente, hacen alianza Gómez Farías y Santa Anna, quedando el primero como vicepresidente y el segundo en la presidencia; una vez más se rodea de elementos liberales y federalistas y se restablece la Constitución de 1824, saliendo de inmediato Santa Anna a atacar a los invasores y dejando en su lugar al vicepresidente.

Este nuevo gobierno debe tomar con mucho cuidado la situación que prevalece en el país, que se encuentra invadido por los norteamericanos; para lo cual, el gobierno de Gómez Farías ‑y mediante el Acta Constitutiva y de Reformas‑, buscó afanosamente acopiarse recursos para enfrentar la guerra y, después de múltiples esfuerzos por conseguir un  préstamo del clero mexicano, éste le fue negado; razón por la cual, se declaró entre otras cosas: libertad de cultos, el matrimonio civil, la supresión de la confesión, la ocupación de los bienes del clero, la clausura de los noviciados. El clero por su parte decretó excomunión a todo aquel que se  atreviera a adquirir sus bienes; no conforme, invirtió dinero en armar grupos de voluntarios denominados popularmente polkos, gente aristocrática para que defendiera sus intereses. Nuevamente retorna Santa Anna y destituye a Gómez Farías, suprime la figura de la vicepresidencia y, a cambio de esto, el clero mexicano le prestó dinero. 

Los norteamericanos bien que aprovecharon la situación por la que atravesaba nuestro país, y todavía en el poder Santa Anna firmó los Tratados de Guadalupe el 2 de febrero de 1848, con lo que se da fin a la guerra y en los que se formalizó la pérdida para nuestro país de 2'400,000 kilómetros cuadrados de su territorio a cambio de paz y 15 millones de pesos como indemnización. 

Renuncia al poder y sale con rumbo a Jamaica en ese mismo año. Le suceden en el poder Manuel de la Peña y Peña, el general José Joaquín Herrera, Mariano Arista ‑en  1852 se proclama el Plan del Hospicio para derrocarlo‑ quien  renuncia al cargo, le sucede Juan Bautista Ceballos, lo destituye Manuel María Lombardini y nuevamente es llamado Santa Anna a ocupar la presidencia. Este se encontraba en Colombia cuando fue nombrado de nueva cuenta para el cargo; también será su último gobierno.

Apoyado por el clero, los militares y la aristocracia Antonio de Padua Severiano López de Santa Anna, su último gobierno lo integró por conservadores destacados, entre otros, por Lucas Alamán. 

Bien podemos concluir el análisis sobre las intervenciones en el poder por Santa Anna, citando a José Fuentes Mares cuando dice:

"El plan de Iguala era el sueño común de Santa Anna y Lucas Alamán. El jalpeño que había patrocinado todos los programas y todas las ideas a partir de la independencia, volvía a él treinta años más tarde, como regresan los malhechores al paraje de su crimen. Partió del plan de Iguala, y adherido a los enemigos de Iturbide lo traicionó poco después; luego, con el apoyo de los federalistas, conquistó el poder en 33, y les volvió las espaldas al sumarse a los centralistas en 1834; campeón  nuevamente del federalismo en 1846 volvió, por última vez, a la presidencia en 1853, bajo la bandera conservadora, a la que permaneció fiel por diez años, engolfado en el sueño ‑o en el remordimiento‑ de su primera traición (...)" 
.

Este período se caracteriza por la férrea mano para gobernar, intolerancia gubernamental ‑la mentada Ley Lares prohibe la impresión de documentos subversivos‑, destierros, encarcelamientos.

Su gestión se matiza por un despilfarro exagerado: aumenta el número de impuestos hasta por los motivos más irrisorios: puertas, ventanas, balcones, perros; incrementó  la membresía del ejército; concedió títulos nobiliarios a sus seguidores más cercanos y vio con beneplácito que sus seguidores cercanos le confirieran el título de Alteza Serenísima y en nuevo conflicto territorial con los vecinos del norte la Mesilla optó por venderla sin más.

1.6. La Constitución de 1857

Con el Plan de Ayutla se marca el levantamiento de los liberales contra el gobierno despótico de Santa Anna; dicho plan era signado, entre otros, por Ignacio Comonfort, Diego Alvarez, Juan Alvarez. Postulaba el derrocamiento de Santa Anna, la creación de un gobierno provisional y la convocación a un Congreso Constituyente.

Al triunfo de los rebeldes gobernó provisionalmente el general Juan Alvarez por cuatro meses en los que convocó al Congreso Constituyente; llamó a integrar su gabinete a Melchor Ocampo, Ponciano Arriaga, Benito Juárez y Miguel Lerdo de Tejada; se expiden las leyes relativas a la administración de justicia y ley orgánica de los tribunales de  la nación; también aparece la Ley Juárez a través de la cual  se suspenden los fueros eclesiásticos y militares, con lo cual se otorga igualdad a todos los mexicanos. El Congreso Constituyente debería de sentar las bases para el establecimiento de la nación mexicana, representativa, popular y federal. 

El Congreso Constituyente fue integrado por liberales puros, moderados y conservadores, instituido un 18 de febrero de 1856 y su obra fue la creación del Código Político de 1857; de los 78 diputados que integraron el Constituyente, sobresalen: Ponciano Arriaga, Ignacio Ramírez, José María Mata, Melchor Ocampo y Francisco Zarco, a quienes, aparte de ser distinguidos intelectuales de la época, les fue encargado el proyecto de Constitución. 

La Constitución de 1857 fue promulgada un 5 de febrero; ésta se apega a la tradición expresada por la de 1824; tiene su base de inspiración en los principios emanados de la Revolución Francesa y, en cuanto a su organización política, toma como modelo al sistema norteamericano: establece la forma de gobierno republicano, representativo y federal y consagra la división clásica de poderes y, por último, establece el principio de la no reelección para los encargados del poder ejecutivo, en la federación como en los Estados.

Se integró de ocho títulos y un total de 128 artículos, más un transitorio; consagrando en los primeros 29 los derechos del hombre, encontrándose entre otras libertades: la de enseñanza, de trabajo, de pensamiento, de petición, de imprenta, de comercio y de asociación. Asimismo incorporó leyes que había establecido el gobierno provisional, tales como las leyes de coacción civil de votos monásticos, la Ley Juárez, la Ley Lerdo.

En su título 1º, sección primera denominada de los Derechos del Hombre, sintéticamente estipuló:

“Artículo 1. El pueblo mexicano reconoce que los derechos del hombre son la base y el objeto de las instituciones sociales. En consecuencia, declara que todas las leyes y todas las autoridades del país deben respetar y sostener las garantías que otorga la presente Constitución.

Artículo 2. En la República todos nacen libres. Los esclavos que pisen el territorio nacional recobrarán (...) su libertad (...)

Artículo 3. La enseñanza es libre (...).

Artículo 4. Todo hombre es libre para abrazar la profesión, industria o trabajo que le acomode (...).

Artículo 5. Nadie puede ser obligado a prestar trabajos personales, sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento (...).

Artículo 6. La manifestación de las ideas, no puede ser objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa (...).

Artículo 7. Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia (...).

Artículo 8. Es inviolable el derecho de petición ejercido por escrito de una manera pacífica y respetuosa (...).

Artículo 9. A nadie se le puede coartar el derecho de asociarse o de reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito (...).

Artículo 10. Todo hombre tiene derecho de poseer y portar armas para su seguridad y legítima defensa (...).

Artículo 11. Todo hombre tiene derecho para entrar y salir de la República, viajar por su territorio y mudar de residencia (...).

Artículo 12. No hay, ni se reconocen en la República, títulos de nobleza, ni prerrogativas, ni honores hereditarios (...).

Artículo 13. En la República mexicana nadie puede ser juzgado por leyes privativas, ni por tribunales especiales. Ninguna persona ni corporación puede tener fueros, ni gozar emolumentos (...).

Artículo 14. No se podrá expedir ninguna ley retroactiva. Nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino por leyes dadas con anterioridad al hecho (...).

Artículo 15. Nunca se celebrarán tratados para la extradición de reos políticos, ni para la de aquellos delincuentes del orden común que hayan tenido en el país en donde cometieron el delito la condición de esclavos (...).

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles y posesiones (...). 

Artículo 17. Nadie puede ser preso por deudas de carácter puramente civil (...).

Artículo 18. Sólo habrá lugar a prisión por delito que merezca pena corporal (...).

Artículo 19. Ninguna detención podrá exceder del término de tres días, sin que se justifique con un auto motivado de prisión (...).

Artículo 20. En todo juicio criminal el acusado tendrá (...) garantías (...).

Artículo 21. La aplicación de las penas, (...) es exclusiva de la autoridad judicial (...).

Artículo 22. Quedan para siempre prohibidas las penas de mutilación y de infamia, la marca,  los azotes, los palos, los tormentos de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes (...).

Artículo 23. Para la abolición de la pena de muerte, queda a cargo del poder administrativo el establecer (...) el régimen penitenciario (...).

Artículo 24. Ningún juicio criminal puede tener más de tres instancias. Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito (...).

Artículo 25. La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas, está libre de todo registro (...).

Artículo 26. En tiempo de paz ningún militar puede exigir alojamiento, bagaje, ni otro servicio (...) sin el consentimiento del propietario (...).

Artículo 27. La propiedad de las personas no puede ser ocupada sin su consentimiento, sino por causa de utilidad pública y previa indemnización (...).

Artículo 28. No habrá monopolios, ni estancos de ninguna especie, ni prohibiciones a título de protección a la industria (...).

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública o cualesquier otro que pongan a la sociedad en grande peligro o conflicto, solamente el Presidente de la República (...) puede suspender las garantías otorgadas en ésta Constitución, con excepción de las que aseguran la vida del hombre (...)”.

Como se evidencía, la Constitución de 1857 declaró a los derechos del hombre como objeto de tutelación y protección de las instituciones o leyes; aquí se considera como tales, a los establecidos por la Asamblea Francesa de 1789 con la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano. Mientras que en la posterior de 1917, serán sólo las que el estado reconozca y como garantías individuales, el puro juspositivismo se abrirá paso frente al racionalismo iusnaturalista.

Los principios contenidos en la Ley de Desamortización de 25 de junio de 1856 (Ley Lerdo), de manera definitiva quedaron integrados en la Constitución del 57, en la segunda parte del artículo 27 en que se expresa: que ninguna corporación civil o eclesiástica, cualquiera que sea su carácter, denominación u objeto, tendrá capacidad legal para  adquirir en propiedad o administrar por sí bienes raíces, con la única excepción de los edificios destinados inmediata y directamente al servicio del objeto de la institución. 

Otorgar facultades al gobierno para intervenir en los actos del culto religioso y en las disciplinas eclesiásticas le valió las más airadas protestas del clero político, al extremo que el Papa Pío IX opinaba que la Constitución de 57 constituía un insulto a la religión, por lo cual reprobaba tales leyes y consideraba sin valor alguno a nuestra Constitución, fulminando a todos sus seguidores; por su parte el episcopado mexicano repartió excomuniones por doquier y, a la par de esto, el clero mexicano empezó a organizar una guerra civil. 

Es necesario referir que fundamentalmente la reacción del clero ante la Ley Lerdo, respondió con los pronunciamientos de Puebla y con el famoso golpe de Estado de 1857. El clero, con el Plan de Tacubaya, intentó derrocar la obra del Constituyente, lo cual motivó que los liberales declararan la nacionalización de los bienes del clero. La reflexión liberal consistió en considerar que los fieles  aportaban recursos al clero con fines piadosos y éste los invertía en la destrucción y guerra, sosteniendo y ensangrentando cada día más la lucha fratricida que promovió en desconocimiento de las legítimas autoridades de la nación. 

Ignacio Comonfort, quién era el Presidente de la República y había jurado aplicar el texto constitucional  mencionado, un 1º de diciembre de 1857 no lo hizo, y dándose un autogolpe de Estado se pasó al bando conservador apoyando el Plan de Tacubaya, cuya premisa fundamental consistió en desconocer la Constitución que había jurar proteger y observar.  No le cuajó su plan  de permanencia en el poder y los tacubayistas, del Partido Conservador, reconocieron como Presidente a Félix Zuloaga.

"El jurista Emilio Rabasa, en su libro La Constitución y la Dictadura (...) escribió algunas páginas acerca de la personalidad de Comonfort (...) objetó fundamentalmente muchos puntos de organización que lo llevaron a considerar que el gobierno que ligara su suerte con ella (con la Constitución) era un gobierno perdido (...) Rabasa se refiere, además, a que la aceptación del Plan de Tacubaya se lo reprochó Comonfort a sí mismo como un acto miserable (...) Lo que no pensó fue violar la Constitución fingiendo acatarla.   Para él no había respecto a la Ley más que dos extremos:  acatarla o destruirla (...)"
.

La Constitución de 57 no contempló la figura del vicepresidente; en cambio, establecía que en caso de ausencia temporal o absoluta del titular del ejecutivo sería  reemplazado por quien ocupara la presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y, estando en este cargo el licenciado Benito Juárez declaró el restablecimiento del orden constitucional y asumió el poder. La capital del país se encontraba en manos de los conservadores y, siendo encarcelado don Benito Juárez, fue puesto en libertad por órdenes de Comonfort; de inmediato, en su carácter de Presidente Constitucional interino se dirigió al Estado de Guanajuato, con el amparo del entonces gobernador Manuel Doblado, estableciendo allí el gobierno federal y declarando que haría respetar la Constitución de 57; varios Estados de la república ‑entre ellos Zacatecas‑ se declararon en favor del federalismo y crearon un ejército de siete mil hombres  al mando de Anastasio Parrodi.

"Al llegar Juárez a Guanajuato, publica el 19 de enero (1858) un manifiesto en el que se anuncia: he reasumido el mando supremo luego que he tenido libertad para verificarlo. Agrega que ha sido llamado a ese difícil  puesto por un precepto constitucional y no por el favor de las facciones, así como que en el corto período de su administración, y entretanto se reúne el Congreso de la Unión a continuar sus importantes tareas, dictaré las medidas que las circunstancias demanden (...)"
.

Lo cierto fue que tal  período no fue tan corto, el Congreso no se volvió a reunir sino hasta tres años y tres meses más tarde; la razón fue la guerra entre liberales y conservadores.

La guerra entre liberales y conservadores se prolongó por espacio de tres años; los conservadores tuvieron múltiples triunfos dado que contaban con un ejército regular y militares de carrera como Osollo, Márquez, Mejía y Miramón, en tanto que las milicias liberales, improvisadas, al  igual que sus jefes, entre los que destacan Santos Degollado, Ignacio Zaragoza, Mariano Escobedo, Leandro Valle, Porfirio Díaz, y el zacatecano Jesús González Ortega.

La presencia de este prócer en la historia de nuestro país, nos revela los álgidos momentos por los que transitaba nuestra patria, en aras de consolidar las instituciones republicanas, y de construir un destino propio: Juárez empieza su vida errante y su gobierno; obligado se traslada a Guadalajara, donde una  parte de la plaza militar se subleva y estuvo a punto de fusilar al presidente, de no ser por la intervención enérgica de don Guillermo Prieto quien expresara ¡levanten esas armas! ¡los valientes no asesinan! De ahí se traslada a  Manzanillo, donde se embarcó rumbo a Panamá y de ese lugar hacia el puerto de Veracruz, donde estableció formalmente su gobierno constitucional. Zuloaga sale de la capital a combatir a Juárez y su ausencia fue aprovechada para reemplazarlo por el general Salas, quien a los pocos días se lo  entregó al general Miramón. 

Entre 1859 y 1860, el gobierno de Juárez consideró necesaria la creación de una serie de leyes a las que se denominó de Reforma y que conjuntamente con otras creadas en 1861 fueron integradas al texto constitucional al triunfo liberal; por lo pronto en el 59 se promulgaron en Veracruz  la nacionalización de los bienes  de la iglesia, el cierre  de conventos, el registro y matrimonio civiles, secularización de los cementerios y la supresión de innumerables fiestas religiosas. Lo cual generó que el clero lanzara nuevos anatemas y excomuniones y que el Partido Conservador jurara y reperjurara defender a su Santa Madre Iglesia, tornándose la lucha más cruenta y más despiadada.

No existen datos exactos de la riqueza que poseía el clero en los primeros años de la segunda mitad del siglo XIX; sin embargo, en el Archivo Histórico de París se conservan los estudios realizados por el abogado Binet atendiendo a las ideas del ministro francés Montholon; el informe que obra en el departamento de asuntos extranjeros y al cual se hace referencia:

"(...) la nacionalización de los bienes del clero, en beneficio del Estado, ejecutada de acuerdo a las Leyes de Reforma, durante el primer gobierno de Juárez,  según los cálculos de Binet, la propiedad inmueble ascendía, sólo en la ciudad de México, a más de 47 millones de pesos,  o sea la décima parte de la riqueza total en todo el territorio del país. El abogado informó: el valor total de estos mismos bienes eclesiásticos, sin temor de ninguna exageración, puede ser calculado, en todo el imperio, en 460 o 470 millones de pesos (...)" 
.

Derrotado el general Miramón en la batalla de Silao por el insigne general Jesús González Ortega e Ignacio Zaragoza y rematado en la desbandada de Calpulalpan, los liberales entraron a la ciudad de México triunfantes con ejército de treinta mil hombres, el 1º de enero de 1861;  Juárez lo haría diez días más tarde y, como primer acto  decretó la expulsión del delegado apostólico ‑el obispo Garza‑, a varios otros religiosos y a los representantes de España, Guatemala y Ecuador, que habían tomado partido por los conservadores. Una vez restablecido el centro del poder ejecutivo constitucional en la capital del país, el Presidente Juárez designó como miembros de su gabinete a Francisco Zarco, Guillermo Prieto, Ignacio Ramírez y al general González Ortega. Completa su obra legislativa iniciada en Veracruz y el 5 de febrero de 1861, expide una ley donde declara que los bienes llamados eclesiásticos son y han sido siempre patrimonio de la nación; convoca a la integración del Congreso Constitucional y a elecciones presidenciales
.

En opinión de Ignacio Burgoa, al abordar sobre el México de esta época, nos dice:

"No es indigno que México haya sido un país débil y permanentemente convulsionado por luchas intestinas que lo precipitaron en la desorganización gubernativa y en la penuria económica, pues esa situación la han ocupado todos los pueblos jóvenes recién emancipados; lo doloroso e indignante es que los monarquistas mexicanos hubiesen intrigado y maniobrado dentro y fuera del país para implantar una monarquía o imperio ofreciendo la corona simbólica y postiza a cualquier príncipe extranjero. Como se sabe, el más sobresaliente propugnador del establecimiento monárquico fue José María Gutiérrez Estrada, quien ocupó en el año de 1835 la cartera de Relaciones Exteriores en el gobierno centralista de Anastasio Bustamante y a cuyo cargo renunció por sus discrepancias políticas respecto de la forma republicana de gobierno"
.

Tal referencia hace cita del tiempo en que los conservadores son desplazados por los liberales y, obviamente, sus pretensiones son encauzadas a impulsar en nuestro país un nuevo gobierno monárquico; aseveraban que los problemas de México sólo serían resueltos cuando existiera una forma de gobierno adecuada ‑como la monarquía‑ y no un sistema republicano inestable que, además, no convenía a la idiosincrasia del pueblo. Entonces, lejos de extinguirse las aspiraciones conservadoras, la Constitución de 57 las avivó, y cometiendo un verdadero acto de traición a la soberanía nacional, los monarquistas mexicanos, teniendo en Europa y a la cabeza de estos, Gutiérrez Estrada y José Hidalgo, en combinación con el gobierno del general Miramón, gestionaban la intervención extranjera en los asuntos de  México, ofreciendo a los príncipes extranjeros la Corona para un Imperio en México.

José María Gutiérrez Estrada propugnaba ‑al igual que lo hizo Lucas Alamán‑ por un centralismo exacerbado, o bien una monarquía donde estuvieran representadas todas las gentes propietarias, el clero. Las gestiones de la intervención europea en México se enfocaron preferentemente: 

"(...) ante Napoleón III, emperador  de los franceses, sin que ninguna de ellas, durante los años  de 1857 a 1861 hubiese obtenido éxito, ya que dicho monarca puso como condición que en la empresa actuaran conjuntamente España, Inglaterra y Francia (...) La condición del acuerdo tripartita para atacar la soberanía mexicana interviniendo en la vida interior de México mediante la invasión de su territorio, quedó cumplida a través de la firma de la llamada Convención de Londres el 31 de octubre de 1861 por los representantes de Inglaterra, España y Francia, que de esta manera celebraron su asociación delictuosa para apoderarse y repartirse el botín que para esas potencias significaba nuestro inerme, pobre y débil país" 
.

El pretexto para la intervención de estas potencias era que las personas y propiedades de sus respectivos súbditos habían sido víctimas de la conducta arbitraria y vejatoria de las autoridades de la república de México; acordando las potencias referidas enviar tropas a las costas de nuestro país para así garantizar los intereses de sus conciudadanos.

La verdad, sus intereses colonialistas veían la oportunidad de realizarse, en un México tan convulsionado; sin embargo, cabe preguntarse ¿cuáles eran esas reclamaciones? ¿qué o cuál legitimidad o justicia había en ellas?:

"Las de España e Inglaterra (...) no fueron tan exageradas como las de Francia en cuya exigencia Saligny dejó entrever el propósito de Napoleón III en el sentido de que el gobierno de Juárez no las satisficiese para tener el pretexto de convertir la ocupación de los puertos mexicanos  en una ocupación militar tendiente a imponer un protectorado  francés monárquico en nuestro país (...) Sabido es que la alianza concertada en la convención de Londres se disolvió a consecuencia de los Tratados de la Soledad, firmados el 19 de febrero de 1862 entre los representantes de las potencias invasoras y don Manuel Doblado en nombre del gobierno mexicano encabezado por don Benito Juárez. Satisfechas de lo convenido en los mencionados tratados, España e Inglaterra  retiraron sus tropas del territorio nacional, no así Napoleón III, quien ya se había empeñado y comprometido a implantar en México la monarquía para sentar en el trono respectivo a Fernando Maximiliano de Habsburgo, el que desde luego no contó con el apoyo español ni con el inglés"
.

El camino para establecer una monarquía, con un príncipe extranjero en nuestro país, estaba hecho y nuestros conservadores impacientes por gozarlo. Mientras tanto, el comandante en jefe de los ejércitos invasores franceses, general Forey, decretó el 16 de junio de 1863 una ley para organizar los poderes públicos, en tanto quedase establecido  el imperio:

"Este decreto fue uno de los prolegómenos para estructuración normativa del imperio y sus disposiciones principales eran las siguientes: que se procediese a la integración de una Junta Superior de Gobierno con treinta y cinco ciudadanos mexicanos (Art. 1); que dicha junta nombrase tres ciudadanos que se encargarían del poder ejecutivo (Art. 6); que la misma junta se asociara a doscientos quince ciudadanos mexicanos sin distinción de rango ni clase para formar la Asamblea de Notables (Art. 10); que esta asamblea se ocupase de la forma de gobierno definitivo en México (Art. 14); que los miembros del poder ejecutivo se dividiesen los seis ministerios (Art. 21); y que el poder ejecutivo promulgase, como decretos, las resoluciones de la asamblea de notables, teniendo el derecho de veto (Art. 22). El mismo Forey, obedeciendo la consigna de Morny, ministro de Napoleón III, nombró el 18 de junio de 1863 a los miembros de la Junta Superior de Gobierno, entre cuyos treinta y cinco componentes figuró el distinguido jurista zacatecano Teodosio Lares, quien fungió como presidente de este cuerpo, así como cuatro de las personas que entrevistaron a Maximiliano para comunicarle su designación como emperador de México, a saber: Francisco Javier Miranda, Ignacio Aguilar y Marocho, Joaquín Velázquez de León y Adrián Woll. A su vez, la mencionada Junta designó el 21 siguiente a los individuos en quienes residiría provisionalmente el poder ejecutivo, es decir, el general Juan N. Almonte, el arzobispo Pelagio Antonio de Labastida y Dávalos y el general Mariano Salas (...) Con fecha 29 de junio de 1863 quedó integrada la asamblea de notables por el nombramiento respectivo que en favor de doscientas quince personas hizo la Junta Superior de Gobierno. Dicha asamblea, por decreto de 11 de julio del citado año, declaró que la Nación mexicana adopta por forma de gobierno la monarquía moderada hereditaria, con un príncipe católico (...) que el soberano tomará el título de Emperador de México (...)" 
.

Fernando Maximiliano aceptó formalmente la corona el 10 de abril de 1864 en el castillo de Miramar, por las argucias que los monarquistas mexicanos realizaron para librar los obstáculos y condiciones interpuestas por éste para ser emperador; ese mismo día, Napoleón III signó los Tratados de Miramar, en los cuales a cambio del apoyo militar francés, el gobierno imperial mexicano se comprometía a entregar anualmente veinticinco millones de francos para sufragar los gastos de la expedición militar, que ascenderían según los cálculos a doscientos setenta millones que causarían un interés del 3% anual.

"El 10 de abril de 1865, exactamente un año después de su aceptación de la corona, Maximiliano expidió el estatuto provisional del Imperio Mexicano como ordenamiento preparatorio de la organización definitiva de la monarquía. Bajo la idea de del origen divino del poder real, en el artículo 4º de dicho estatuto se declara que el Emperador representa a la soberanía nacional, ejerciéndola en todos sus ramos, es decir, que en su persona se concentraban las tres funciones del Estado como sucedía en las monarquías absolutas. El territorio de México quedó fraccionado política y administrativamente en ocho grandes divisiones a cuya cabeza debían estar sendos comisarios imperiales para cuidar del desarrollo y buena administración de los departamentos que formaban cada una de estas grandes divisiones (...) Al frente de cada departamento fungía un prefecto como delegado administrativo del emperador, teniendo cada prefecto un consejo de gobierno departamental compuesto del funcionario judicial más caracterizado, del administrador de rentas, de un propietario agricultor, de un comerciante y de un minero o industrial, según más convenga a los intereses del departamento"
.

El segundo Congreso Constituyente reunido por Juárez se realizó el 9 de mayo de 1861, donde hace notar que después de la funesta noche del 17 de diciembre de 1857, el gobierno de la república no sólo se limitó a defender sus legítimas instituciones, sino también a mejorarlas. El tercer Congreso Constituyente concluyó sus trabajos en 1863, y pasarían más de cuatro años para que se reuniera el cuarto Congreso Constitucional; un 8 de diciembre de 1867, en ese Congreso, Juárez pronunció un discurso donde ratificó el patriotismo del pueblo de México, que con su constancia han salvado la independencia de nuestra patria de las nefastas pretensiones monárquicas de enemigos internos y externos, y haber defendido y restablecido a nuestras instituciones. En vano pretendió la intervención francesa, los conservadores monarquistas mexicanos destruir a la República y a su gobierno. 

Como sabemos, las pretensiones de los monarquistas sucumbieron en el Cerro de las Campanas donde Maximiliano, Miramón y Mejía perdieron la vida en su aventura imperial. En México la monarquía nunca ha podido consolidarse.

El Benemérito de las Américas consolidó al Estado mexicano y estableció las bases para el futuro desarrollo de  nuestro país; con su muerte en 1872 se cierra toda una época  de luces y de brillo del liberalismo mexicano.

La revolución de Ayutla y la Constitución de 1857, su obra, se consolidó al conquistar la última meta, la tendencia triunfante de obtener la definitiva separación de la Iglesia y el Estado, con la declaración de la libertad religiosa, primeramente en las leyes de reforma y después en el texto mismo de la Constitución.

Desde entonces, no obstante la vigencia de la Constitución de 1857, seguimos viviendo, puesto que subsiste la organización constitucional, y la ordenación jurídica del estado mexicano de conformidad con el sistema que consagrará el código político de 57. Le correspondió a éste, ser la primera ley fundamental que tuvo una auténtica vigencia, y en ella se consignó, el capítulo expreso de los Derechos del Hombre, y aunque la de 1824 hizo lo propio, pero dicho ordenamiento, por circunstancias históricas descritas, nunca tuvo aplicación.

1.7.
Los derechos fundamentales en las

Constituciones del Estado de

Zacatecas de 1825 hasta 1910
Hacia el año de 1786, Zacatecas llevó el carácter de provincia y para 1789 se integran a ésta las alcaldías de Juchipila y Aguascalientes, según lo estableció la junta superior de la Real Hacienda de México.

Al extinguirse los corregimientos y alcaldías mayores, nuestro Estado fue elevado a la categoría de intendencia hasta el año de 1822 ‑fecha en que se crea la primera diputación provincial‑; para 1823, nuestra entidad se distingue por su enconada defensa federalista e inclusive amenazó con reasumir su soberanía de no adoptarse la forma de gobierno republicana, democrática, representativa y federal.

Efectivamente, el 18 de julio de 1823 se reúne la diputación provincial de Zacatecas y crea lo que se ha denominado Acta de Zacatecas, en la que se dice: 

“La falta de atención del Congreso de México ha suscitado convulsiones peligrosas dirigidas a conseguir por medios violentos lo que debiera haberse logrado por la razón (...)"
.

Corroborando, tenemos que las provincias que se declaran federales ‑en franca rebeldía con los Tratados de Córdoba y las pretensiones monárquicas de Iturbide‑, son Oaxaca, Yucatán, Jalisco, Zacatecas, Durango; teniendo evidente relación Jalisco y Zacatecas en su defensa del sistema federalista; a tal grado que es la proclama de Guadalajara quien asume una posición hostil respetable frente al centralismo; los zacatecanos por su parte, a través de los generales del ejército manifiestan estar en contacto y comunicación con Guadalajara para auxiliarse mutuamente. 

Zacatecas se vio también involucrado en las disputas que se generaban entre liberales y conservadores; a la par de las denodadas discusiones y confrontaciones que se realizaban por los actores del centro, en nuestra entidad también se gestaron contradicciones por los proyectos encontrados de sociedad a que aspiraban los sectores hegemónicos de ésta. 

"Según ciertas opiniones, la discusión a través de pasquines y publicaciones era particularmente enconada entre liberales y conservadores (...). Francisco García Salinas, Luis de la Rosa O. (...). Entre los conservadores, apenas señalados marginalmente en algunas obras, se encontraban principalmente ciertos religiosos como Gail Méndez, Ramón Jiménez, Mariano Esparza, Diego Francisco García, Fray Ma​riano López M. (...)" 
.

Nuestro Estado, según afirma Armando Márquez Herrera, tuvo sus contradicciones en favor y en contra, con la intención de Iturbide como Emperador de México ‑en lo que se denominó Plan de Casa Mata‑:

"Aunque no sin oposición y lucha interna, el gobierno de Zacatecas apoyó el Plan de Casa Mata por el cual se desconocía al gobierno de Iturbide. Constituido el nuevo gobierno general, mantuvo el provincial su demanda de autonomía. Punto de la confrontación militar entre el poder del centro y el de Zacatecas y después de una delicada negociación a través de la cual se reconoce la legitimidad del primero, éste permite el establecimiento de diputaciones provinciales en Jalisco y Zacatecas a partir de acuerdos que descansan en el compromiso de apoyar al Congreso y Gobierno generales, siempre que no se opusieran al sistema de República federada y procedieran a convocar un Congreso general para constituir un régimen de esa naturaleza. Bajo esas circunstancias, las provincias de Jalisco y Zacatecas establecieron sus respectivos Congresos provinciales con el objeto de elaborar las constituciones de dichos Estados"
.

El resultado, como sabemos, fue la elaboración de la primera Constitución Política local que, según se observa, estuvo determinada por la preeminencia liberal y aunque, a la par de la Constitución de 1824, postulaba como única y perpetua la religión católica ‑igual la nuestra‑; sin embargo, prohibía tajantemente, entre otras cosas, el que los eclesiásticos pudieran ser diputados.

Como se ha expresado ya, la masonería ha tenido mucho que ver en la historia de nuestro país, alguna abierta y otra subterránea; ciertamente, ésta fue la manera en que se aglutinaban las fuerzas políticas del México de la Independencia y la Reforma. Organizados en logias que según se desprende de la misma historia patria, dos fueron los ritos fundamentales: el escocés antiguo y aceptado y el yorkino.

Zacatecas no podía ser la excepción de esta reali​dad, y se dice que:

"El liberalismo zacatecano contaba entonces con tres publicaciones periodísticas: El Correo Político, El Censor y El Abanico, este último dedicado a la ilustración de la mujer. Además para el año de referencia (1826) estaban establecidas en la entidad dos logias yorkinas, que como se sabe, eran las formas de organización liberal, una en Zacatecas y otra en Sombrerete. El empuje liberal de García Salinas en Zacatecas logró una más eficiente organización de su funcionamiento (...)" 
.

Zacatecas siempre ha sido un Estado que ha demandado su soberanía e independencia; por ello, no es raro que  se le cercenara su territorio, pago que tuvo que soportar por defender al sistema federalista, y perder Aguascalientes. 

Así tenemos que:

"En 1829 (...) se opuso abiertamente a un decreto (...) expedido por el Presidente Guerrero y por el cual se asestaba un inicuo e inesperado golpe a la  libertad de imprenta, restringiendo con esa medida la soberanía de los Estados (...). Con Santa Anna los ataques mutuos se multiplicaron. En 1834, Santa Anna había defraudado las aspiraciones liberales que lo ayudaron a subir al poder (...). Para 1835 Zacatecas era el único baluarte de la federación que permanecía en pie y despierto a resistir el tremendo golpe que el centro le preparaba (...) y que no se haría esperar. En febrero de ese año se (...) aprobó un decreto por el cual se regularían las milicias cívicas estatales, regulando a razón de un soldado por cada 500 habitantes y el retiro del armamento excedente. El golpe iba directo a la entidad, cuya guardia nacional era la más numerosa y mejor equipada contando con cerca de 20,000 alistados (...). Ante la negativa de Zacatecas de acatar la orden, Santa Anna invade la entidad venciendo a sus fuerzas (...)" 
.

El enfrentamiento militar entre Santa Anna y García Salinas representó en esas épocas, como ya lo hemos afirmado, no sólo la derrota de éste, sino también del federalismo.

Sin que se pudiera imponer un orden en la vida pública; bandoleros y salteadores surgieron por todas partes del territorio del Estado. Cuando García Salinas fue gobernador, ya se había distinguido por crear cuerpos armados que  protegieran las poblaciones.

Expresa Elías Amador, que:

"(...) los caminos se habían plagado de salteadores y para evitar en lo posible ese grave mal, el gobierno se vio obligado el 13 de octubre 1855 a emitir una ley bastante dura contra los ladrones y sus cómplices, en virtud de la cual fueron ejecutados muchos de éstos, pero sin que tan duro escarmiento sirviera para contener del todo el vandalismo"
.

Se dice que:

"Las leyes de desamortización de los bienes corporativos civiles y eclesiásticos, no tuvieron por objeto y por lo tanto, tampoco como resultado, la afectación vía su fraccionamiento, de las grandes propiedades en manos de los particulares. Propiciaron por el contrario, un crecimiento mayor de dichos predios. La parcelación de la tierra nacionalizada de la iglesia para venderla a bajos precios a arrendatarios campesinos y la afectación de las llamadas corporaciones civiles, esto es, la comunidad indígena, para volver a ser repartida y convertida en propiedad privada de los aldeanos, favoreció en Zacatecas —al igual que en el grueso del país—, no precisamente el surgimiento de un campesinado independiente, sino más bien al fortalecimiento de la hacienda a costa de una comunidad indígena ahora más fragmentada y con el continuo peligro de ser de atención de los intereses expansionistas de la hacienda. Así, el impacto en la agricultura esperado de las reformas promovidas en Zacatecas, nunca llegó" 
.

La anterior cita puede servirnos de ángulo de observación para aseverar que el proyecto juarista de impulsar el desarrollo económico del país por la vía del capitalismo, en principio violentó a las capas sociales más débiles, sobre todo en el campo; que la redistribución agraria sólo beneficiaba a quienes pudieran pagar las tierras puestas en remate por las compañías deslindadoras, dejando una inmensa masa de campesinos y comunidades indígenas fuera de tal proyecto y posibilidad.

Si a esto aunamos el deterioro económico que se vive por años de enfrentamientos y guerras, intervenciones exteriores sobre nuestro país; tendremos que es caótica y  desesperada la realidad que se vive en el México de esos años. No será raro que la miseria, la injusta distribución de la riqueza nacional sea campo propicio para levantamientos, asonadas y bandolerismo.

Elías Amador apunta sobre los efectos inmediatos que tuvo en nuestra entidad la ley de desamortización que:

"(...) se publicó en Zacatecas el día 8 de julio, y aunque el gobierno no podía ponerla en ejecución hasta tener todos los datos (...) don Francisco Gómez (conocido como el Güero Merced) que había sido buen jefe político de Zacatecas en años anteriores, fue acusado de que pretendía pronunciarse contra el gobierno a causa de la ley de desamortización de los bienes eclesiásticos. En efecto, Gómez se ocupó de promover un pronunciamiento (...) que debía verificarse en la noche del 15 de octubre (1856), para lo cual contaba con el apoyo de algunos reaccionarios y con la defección de una parte de la tropa. El plan consistía en sorprender las guardias de los cuarteles, echar fuera la prisión de Santo Domingo y aprovechar ésta para consumar el golpe (...)"
.

Corroborando lo anterior, tenemos que:

"En Zacatecas, las escasas comunidades indígenas existentes en la  zona de los cañones sufrieron atentados contra sus bienes comunales durante la Reforma y después durante el Porfiriato. Los terrenos baldíos fueron en general apropiados por los hacendados quienes (...) pedían el deslinde de los terrenos baldíos de que se habían apoderado y se negaban al mismo cuando habían invadido tierras de los pueblos (...) De hecho, parece ser que la respuesta campesina a la Reforma liberal, se dio en nuestra entidad como una extensión de la lucha que en Nayarit diera el Tigre de Alica apareciendo estos hechos registrados por Elías Amador como incursiones bárbaras"
.

Como se denota, la tensa y precaria situación campesina bien pudo desembocar en una lucha descontrolada por la subsistencia; aunado a ello, los conflictos religiosos que se generaron con las Leyes de Reforma.

Se afirma que la zona de los cañones de Juchipila y Tlaltenango fueron las que más reaccionaron en nuestra entidad contra tales ordenamientos; al respecto:

"(...) fue en esta zona donde más se registraron rebeliones, motines, sublevaciones, condenas a las medidas liberales, resistencias a ellas y adhesiones al Plan de Tacubaya. Las mismas se vieron acompañadas de asaltos y otros actos calificados por los contrincantes, de bandolerismo. Con particular frecuencia se produjeron estos hechos en la tercia de años que corrieron del 1857 al 1860. La zona de los valles más cercanos a los cañones registraron también algunas rebeliones, que quizá tuvieron una motivación política o religiosa más que agraria, como las de Jerez y Villanueva que tuvieron lugar el 15 y 17 de marzo de 1858, respectivamente, promovidas por los terratenientes de la zona con el resultado de que Arramberri, que fue a combatir a los rebeldes a Villanueva, le impuso que le entregara la cantidad de 370 caballos, 200 mulas y 6000 fanegas de maíz a falta de numerario y a Jerez 200 caballos, 80 mulas y 400 fanegas de maíz. Algunas de las rebeliones estuvieron dirigidas por sacerdotes o contaron con su presencia (...)" 
.

En tanto los sucesos por el establecimiento de la segunda Constitución federalista en nuestro país y, habiéndose retirado el general Juan Álvarez y sustituido por Ignacio Comonfort, se convocó al Congreso Constituyente, representando a Zacatecas: Valentín Gómez Farías, Luis de la Rosa, Ponciano Arriaga, Miguel Auza, Agustín López de Nava y Basilio Pérez Gallardo.

No sólo la miseria y el bandolerismo subsisten en Zacatecas; existen marcados esfuerzos por brindar a sus ciudadanos instrucción pública, tal es el caso:

"El día 15  de abril (1856) se publicó un decreto restableciendo en todo su vigor la ley de enseñanza pública, expedida por el Gobierno del Estado el 9 de julio de 1831 (...) dispuso entonces el gobierno, para fomentar convenientemente la instrucción, que se establecieran cursos normales en Zacatecas, a fin de que hicieran estudios para el profesorado algunos jóvenes de los partidos, a cuyo fin se ordenó a los jefes políticos que enviaran dos jóvenes pobres por cada partido a recibir instrucción en la escuela respectiva, la cual quedó a cargo de don Canuto Álvarez Tostado, en julio de 1856" 
.

Un zacatecano ilustre, liberal y radical, lo fue sin duda don Luis de la Rosa Oteiza; personaje político importante no sólo en nuestro Estado, sino en todo el país y hasta en el extranjero por su actividad diplomática e intelectual
.

Uno de los efectos que generó a Zacatecas la Constitución de 1857, fue que:

"(...) el artículo 47 de la misma Constitución mandó se reincorporara Bonanza a este Estado. El  48 les señaló la misma extensión y límites que tenía, en diciembre 31 de 1852. El 49, que el municipio de Ahualulca se agregara a San Luis, que Ojocaliente y San Francisco de los Adames, que eran de aquel Estado, volvieran a incorporarse a Zacatecas, y que los pueblos de San Andrés del Teul y Nueva Tlaxcala, que eran de Jalisco, quedaran en Zacatecas"
.

La causa democrática y el retorno al federalismo tuvo una significativa aprobación en nuestro Estado, de tal manera que surgieron periódicos que la defendieron con entusiasmo, sobresaliendo periódicos como El Guardia Nacional, La Lámpara, La Opinión y La Organización. En plumas de zacatecanos tales como Severo Cosío, Jesús González Ortega, licenciado Ramón Talancón, Julio M. Márquez, José María Castro y hasta presbíteros como Ramón Valenzuela. Obviamente también existieron voceros conservadores como el periódico La Verdad Católica, dirigido por el licenciado Vicente Hoyos.

Cuando se generó el Plan de Tacubaya, por el cual Ignacio Comonfort desconocía la Constitución que no hacía  mucho había jurado como Presidente de la República; en nuestro Estado se protestó contra tal acto y el Congreso del mismo cerró sus sesiones y creó un Consejo de Estado para que ayudase al Presidente Juárez a defender las instituciones y principios constitucionales
.

Ciertamente, para efectos de enfrentar las embestidas de los reaccionarios y conservadores y, siendo gobernador y comandante militar del Estado Gabriel García, se decretó la suspensión de garantías por orden de Benito Juárez. Suspendidas las garantías de los artículos 11 y 27 de la Constitución, artículos 7, 13, segunda parte del artículo 18, 19, 21, 5, 9, 10 sobre limitación de portación de armas, 16, 26 conteniendo la obligación de brindar alojamiento a los militares y otros. Tal disposición fue expedida el 15 de enero de 1870.

Cabe decir que el general Gabriel García es hijo de don Francisco García Salinas que como ya hemos dicho fue uno de los zacatecanos más ilustres y benignos que ha tenido nuestra entidad. Tal designación fue realizada como ya dijimos por Juárez con fundamento en la Ley del 17 de enero de 1870 y por declararse a Zacatecas en Estado de sitio, razón por la cual se designó que el mando político y militar estuvieran en una misma persona nombrada por el ejecutivo federal
.

El triunfo de los liberales y la restauración de la República trajo consigo, entre otras cosas, el reordenamiento de los sistemas tributarios, hacienda y finanzas públicas; tal y como se desprende de la ley expedida por Gabriel García por órdenes de don Benito Juárez. Dicha ley hace efectivas las sanciones a los detractores de la república con la incautación de sus bienes y decretando nulos los contratos, enajenamientos que se realizaran bajo las leyes de la monarquía
.

Para darnos una idea de la situación hacendaria del Zacatecas en esta época, daremos a continuación una lista de entradas y salidas correspondientes al mes de marzo:

	Existencia que resultó en fin del mes anterior
	$ 4,189.52

	Productos por otros ramos:

	Por impuestos sobre carruajes
	$ 45.00

	Ingreso por remisión de otras oficinas:

	Entero del C. Ensayador principal de cajas por cuenta de la existencia que resultó en el corte de caja de dicha oficina en diciembre próximo pasado
	$ 150.69

	Suman las entradas con la existencia
	$ 4,365.21

	Salidas

	Ministerio de Justicia:

	Para sueldo de empleados del Juzgado de Distrito
	$ 425.00

	Ministerio de Hacienda:

	Para sueldos de empleados de la Gefatura de Hacienda
	$ 129.16

	Para gastos menores de la misma
	$   16.66

	Para ilimitado
	$   56.55

	Ministerio de Guerra:

	Para pensionistas militares
	$ 391.65

	Para montepío militar
	$   18.55

	Para retirados a dispersos
	$267.95

	Para generales en cuartel
	$ 375.00

	Para depósito de Gefes y oficiales
	$   60.00

	Ocupación forzosa por el ex gobierno del Estado:

	Según testimonio de protesta del acto
	$2,500.00

	Existencia para 1 de  febrero próximo
	$   124.69

	Total
	$4,365.21


Como puede observarse, las finanzas públicas apenas salen con sus gastos; aún más, todo indica que las mayo​res erogaciones son para sostener un aparato de guerra
.

En materia de justicia, el gobierno del general Gabriel García estableció jueces del Estado civil en los  lugares que a continuación se señalan:

"En el Partido de la  Capital: en la Capital, Guadalupe, San José de la Isla, Vetagrande, Sauceda, Calera y San Pedro; en el Partido de Fresnillo: Fresnillo, Villa de Cos, Valparaíso, San Mateo, Santa Cruz y la Salada; en el Partido de Sombrerete: Sombrerete, Saín Alto, Chalchihuites y San Andrés; en el Partido de Nieves: Nieves, Río Grande, San Miguel y San Juan; en el Partido de Mazapil: Mazapil, Sierra Hermosa y Concepción del Oro; en el Partido de Pinos: Pinos, Villa García, Ángeles, Santa Rita, Santiago, Espíritu Santo, Ojuelos, San Martín y San Nicolás; en el Partido de Ojocaliente: Ojocaliente, San Francisco y la Blanca; en el Partido de Juchipila: Juchipila, El Mezquital, Moyahua y Apozol; en el Partido de Villanueva: Villanueva, El Refugio, Jalpa, Huanusco y Juanacatic; en el Partido de Nochistlán: Nochistlán, Tenayuca, Apulco y Toyahua; en el Partido de Jerez: Ciudad García, Susticacán, Monte Escovedo (sic) y Tepetongo; en el Partido de Sánchez Román: Ciudad Sánchez Román, Tepechitlán, Momáx, El Teul, Atolinga, Estanzuela y Santa María del Teul"
.

También existieron levantamientos significativos por quienes los encabezaban en contra del gobierno de la república; tal es el caso de Trinidad García de la Cadena, de quien la editorial del periódico oficial da cuenta sobre el caso del cañón de Juchipila:

"Algunos periódicos aseguran que una pequeña fuerza de pronunciados, al mando de don Trinidad García de la Cadena ha tomado el rumbo del cañón de Juchipila.

Esta noticia debe haber alarmado justamente á los habitantes de aquellos pueblos, que tanto sufrieron durante la última guerra extranjera, á consecuencia de la constante permanencia de las fuerzas del mismo Gefe que hoy los amaga con nuevas extorsiones. 

En otra época la causa que defendía García de la Cadena era noble porque se trataba de la independencia de México, y los habitantes de los pueblos del Cañón de Juchipila, al contribuir con sus intereses y con su sangre á la defensa de la patria, cumplían con su deber. Entonces, aunque se abusó de su patriotismo imponiéndoseles más préstamos de los estrictamente necesarios, la urgencia de la guerra que se hacía, casi disculpaba á los soldados de la República.

Hoy las circunstancias son muy diferentes, hoy los que llevan la bandera de la rebelión á los pueblos pacíficos y laboriosos del Sur del Estado, son los hombres que para medrar buscan el trastorno público, son los hombres sin honor, que sacrifican al pueblo para elevarse, son, en fin, los hombres que la sociedad rechaza, temiendo deshonrarse al admitirlos en su seno. Su bandera, si así puede llamarse al pillaje, es la misma de sus compañeros, Negrete el plagiario, y Jesús Sosa y Mariano Pitz, bandidos de profesión.

Si los revoltosos que se dirigen á Juchipila creyeran de buena fé que con la separación del Presidente Juárez y su Ministro de la cosa pública, se conseguiría la felicidad de México, habrían esperado unos cuantos meses, y al concluir el actual período constitucional, de la manera que lo quiere nuestro Código de 57, podrían haber luchado á fin de obtener los resultados, que dicen esperan de la asquerosa revolución que han emprendido; evitando de esa manera el derramamiento de sangre y el descrédito de la Nación. 

No lo han hecho así en consecuencia, los revolucionarios de hoy no son dignos de ser considerados como beligerantes, porque no defienden ningún principio, porque solo los guía la ambición y la maldad, porque son altamente criminales.

Tengan presentes estas razones los ciudadanos que viven en el Cañón de Juchipila, é imitando á los pueblos de otros Estados dispónganse á defender sus intereses y el honor de sus familias.

Los restos desmoralizados de los revoltosos que castigó tan duramente el General Rocha en Lo de Ovejo, pueden ser destruidos con un ligero empuje. Decídanse á hacerlo los pueblos amenazados y conseguirán la paz que les es tan necesaria"
.

La pacificación del Estado, era sin duda una de las medidas más urgentes y necesitadas para la consolidación del proyecto social zacatecano, y por qué no decirlo, del país. Sin embargo, las fuerzas de Trinidad García de la Cadena hacían imposibles tales aspiraciones; tal es la defensa de la ciudad de Villanueva donde el coronel Homobono Guzmán y el jefe político Antonio Ortega y Aparicio realizaron heroica defensa frente al embate de las gavillas del citado Trinidad García; según se expresa por el Periódico Oficial  número 11 del 19 de marzo de 1870.

Algo que nos parece importante resaltar, se encuentra en la Ley de Reformas a la ley de 24 de diciembre de 1868 que regulaba la Junta de Profesores del Instituto de García; misma que expresaba en su numeral 12 que: 

"Para la  carrera de la abogacía se estudiarán además de los cinco años de estudios preparatorios que van referidos los siguientes: 6º año, derechos, natural de gentes é internacional, idioma inglés. 7º año, principios de legislación, elementos de Derecho político, Derecho romano, é idioma inglés. 8º año, primer curso de Derecho civil patrio, derechos administrativo y canónico, economía política é idioma Alemán. 9º año, segundo curso de Derecho civil patrio, derechos criminal y canónico, é idioma alemán. 10º año, práctica de la jurisprudencia en algún juzgado ó en el estudio de un abogado recibido con asistencia de tres horas diarias, concurrencia forzosa á las academias de Derecho teórico y práctico y de humanidades que se establecerá en el Instituto y en las que se dará, además de las lecciones de  Derecho, un curso de historia general y particular de México, un curso de literatura con sus ejercicios prácticos respectivos y un curso de medicina legal. 11º año, las  mismas materias que el anterior"
.

En sonada proclama, el general Gabriel García, gobernador y comandante militar de Zacatecas; hace alusión a la derrota definitiva de Trinidad García de la Cadena —quien dejó la gubernatura del Estado y se sublevó contra el gobierno de don Benito Juárez—; hace mención el periódico oficial del gobierno del Estado, en su número 37 de 19 de junio de 1870; ahí mismo lanza convocatoria para gobernador y Congreso, dado que este último no existía por encontrarse desintegrado a raíz de la proclama que la mayoría de diputados hicieron en favor del levantamiento de García de la Cadena. 

Las elecciones referidas, realizadas en medio de una paz aparente dadas los condiciones políticas del Estado: salteadores y el levantamiento de las fuerzas de García de la Cadena; se llevaron a efecto, arrojando los siguientes resultados:

"Partido de la Capital. Propietario: C. José María Escobedo Nava. Suplente: C. Joaquín Ramos. Partido de Fresnillo. Propietario: C. Manuel Aguilar. Suplente: José María Vázquez. Partido de Sombrerete. Propietario: C. Lic. Manuel Ríos é Ibarrola. Suplente: C. Jesús María Castañeda. Partido de Nieves. Propietario: C. Lic. Julio María Márquez. Suplente: C. Lic. Adrián Aguado. Partido de Pinos. Propietario: C. Jesús García Elías. Suplente: C. Juan B. Rincón. Partido de Ojocaliente. Propietario: C. Genaro García. Suplente C. Cayetano Escobedo. Partido de Villanueva. Propietario: C. Lic. Faustino Michel. Suplente: C. Ignacio Sandoval. Partido de Sánchez Román. Propietario: C. Manuel Caballero. Suplente: C. Víctor Suárez. Partido de Ciudad García. Propietario: C. José María Escobedo Nava. Suplente: C. Casimiro Amozorrutia. Partido de Mazapil. Propietario: C. José María Escobedo Nava. Suplente: Francisco Zárate. Partido de Nochistlán. Propietario: C. Wenceslao Yáñez. Suplente: C. Lic. Severiano Ulloa y, Partido de Juchipila. Propietario: C. Lic. José María Estrada. Suplente: C. Francisco Moreno" 
.

Realizadas igualmente las elecciones para Gobernador Constitucional del Estado y, estando plenamente establecido el Congreso local; participaron como candidatos: Gabriel García, Severo Cosío, Cayetano Escobedo, José María Escobedo Nava, Eduardo G. Pankhurst, Santiago Escobedo, Casimiro Amozorrutia, Jesús G. Ortega, Miguel Auza, Jacinto  Lara, Aniceto Soto, Manuel Soto, Francisco de P. Rodríguez y Apolonio G. de la Cadena. Con una votación de 43,647 el C. Gabriel García obtenía mayoría absoluta para ser Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas
.

El 2 de agosto de 1870, según un comunicado expedido en Villanueva, por el jefe político Antonio Ortega  Aparicio y, dirigido al C. Gobernador; donde se hace constar:

"(...) acabo de recibir una carta de C. teniente José Ma. Loera, fechada ayer en El Plateado, en la que me dice, entre otras cosas, lo que sigue: Le pongo a V. ésta por extraordinario violento para comunicarle la noticia de más importancia que puede haber para nosotros, la cual es: que acaba de llegar á este punto el comandante D. Ventura Viramontes con seis prisioneros que hizo al enemigo en la sierra, hoy á las doce del día. De veinte que encontró dormidos (...). Los prisioneros a que me refiero son: D. Mariano García de la Cadena, Camilo Redín, un teniente coronel que fue Gefe (sic) político de Juchipila y que se llama Pedro Mercado, D. Froilán de Robles, un pobre de Zacatecas y otro de Villanueva (...)"
.

Entonces existían en Zacatecas cuatro periódicos políticos independientes y tres o cuatro religiosos, e imperante en todo el país la Ley Lafragua, no ha sido obstáculo para que se ejerciera la libertad de expresión. Según se deslinda de la lectura del Periódico Oficial (ejemplar íntegro de 1870), Gabriel García brindó la más amplia libertad de expresión; El Tribuno del Pueblo, inicialmente estuvo en contra del citado gobierno, pero se le contestó de manera tan moderada y persuasiva que terminó por convencerse.

El Progreso Republicano, órgano de difusión de las posiciones de los seguidores de García de la Cadena; periódico caracterizado por la vehemencia con que atacaba a la administración gubernativa del General Gabriel García; tuvo que desaparecer por el rechazo popular, más no porque el gobierno lo prohibiera.

El Jornalero de la Prensa; dicho periódico fue de los más notables de nuestro Estado, por sus posiciones liberales desde antes de la intervención extranjera, sobresaliendo plumas como las de Severo Cosío, don Jesús Sánchez de Santa‑Anna y don Isidoro Epstein.

La fuerte tendencia liberal de nuestro Estado, se encuentra reflejada en la disposición dictada por el gobierno del Estado, misma que conforme a la regulación religiosa, contenida en la circular inserta en el número 14 del Periódico Oficial y que prohibe estrictamente toda función religiosa fuera de los templos, sea cual fuere el culto de que  se trate; resulta que, contraviniendo lo dispuesto:

"(...) el 20  de mayo anterior, se le repitió tal prevención, con motivo de que `El Tribuno del Pueblo' llamó la atención sobre el hecho de que se sacaba al viático con solemnidad, y los clérigos portaban públicamente sus sotanas. Esto no obstante, ayer en la tarde ha tenido lugar una procesión fuera del  recinto del templo de la Bufa, á la que asistió una concurrencia numerosa; y como tal abuso sea de grave responsabilidad (...)"
.

Tales hechos aludidos, tenían que ver con una procesión religiosa realizada por los sacerdotes católicos, que en franca rebeldía con lo establecido por las leyes de reforma, hacían caso omiso de las disposiciones constitucionales en materia de cultos. Por ello, en respuesta oficial a esto y en el mismo número del Periódico Oficial citado:

"Gobierno del Estado Libre de Zacatecas. Sección 1a. Son muy claras y terminantes las prescripciones de las Leyes de Reforma, así como la disposición dictada por este Gobierno, en circular de 27 de Marzo último, prohibiendo que se hagan demostraciones religiosas fuera de los templos; y los atrios, andenes ó cementerios, no pueden considerarse, racionalmente, como partes integrantes de aquellos (...). En consecuencia, no son admisibles las excusas de V. con respecto a la licencia que concedió para que se sacase una procesión en la plazuela referida; y por lo mismo, el Gobierno hace á V. un serio extrañamiento por esta falta, dispensándolo de otras penas, porque ha creído creer que ella ha sido cometida sin malicia y por una mala inteligencia de los preceptos de la ley; confiando en que no volverá á darse un caso semejante (...)"
.

La fuerte tradición liberal y los momentos efervescentes del jacobinismo militante; se dan cita en los  hechos que acabamos de narrar. El Gobierno del Estado no estaba dispuesto a que violentaran los principios de las  leyes de reforma. 

El 21 de julio de 1870, es la fecha en que se anuncia oficialmente la presentación de un proyecto jurídico importante para la vida social zacatecana, nos referimos al proyecto de Código Civil del Estado, presentado por la comisión integrada por los licenciados Eduardo G. Pankhurst y Manuel R. e Ibarrola
.

1.7.1.
La Constitución del Estado Libre

Federado de Zacatecas de 1825
La primera Constitución local, gestada después de la federalista nacional de 1824, se promulga el 17 de enero  de 1825; en ella se dividió el territorio en once partidos: Zacatecas, Fresnillo, Aguascalientes, Sombrerete, Nieves, Juchipila, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango y Villanueva
.

Habiéndose erigido como parte integrante de la república y federación mexicana y, con el nombre de Zacatecas:

"en el Acta Constitutiva de la Federación de 31 de  enero de 1824, el nuevo Estado ‑formado con parte del territorio de la vieja y virreinal Intendencia o Provincia del mismo nombre‑ quedó formalmente reconocido en el artículo 5 de la Constitución Federal de 4 de octubre del mismo año como parte integrante de la federación"
.

En 1823, la diputación provincial de Zacatecas se había convertido en Congreso Constituyente, el cual nombró a Juan Peredo como gobernador provisional y a los representan​tes de la entidad ante el Congreso Nacional Constituyente.

"Esa asamblea estatal reunida en la ciudad de Zacatecas expidió, el 17 de enero de 1825, la primera Constitución Política del Estado Libre de Zacatecas, misma que fue promulgada en idéntica fecha, en la casa del Estado, por el  Gobernador Pedro José López de Nava.

Esta Carta fundamental, se dividió en ocho títulos y 198 artículos, precedidos por un Manifiesto del Congreso Constituyente en el cual, entre otras cosas, se decía a los recién ciudadanos del Estado que la Constitución era la imagen de su independencia y libertad; y si se reconocía que la Constitución había sido obra de pocos meses, no por eso se dudaba de la gustosa obediencia a esa ley que podía servirles de tabla que os conduzca al puerto de vuestra felicidad. Grabad en vuestros corazones la sabia e importante máxima del gran político Montesquieu: Las naciones una vez  se constituyen; no desechéis la que se os presenta. Terminaba el manifiesto; firmado por José Francisco de Arrieta, Ignacio Gutiérrez de Velasco y Juan Bautista Martínez el 8 de marzo de 1825 llamando a la unión, el respeto a las autoridades y la obediencia a la ley; virtudes que harían a los zacatecanos escoger el primer extremo de esta terrible pero inevitable disyuntiva: Constitución o muerte. Firmaron los diputados: Juan Román, presidente; Mariano Fuentes de Sierra; Eusebio Gutiérrez de Velasco; José Francisco de Arrieta; Ignacio Gutiérrez de Velasco; Pedro Ramírez; Juan Bautista Martínez; Domingo Velázquez; Juan Bautista de la Torre; José Miguel Díaz de León, secretario, y Domingo del Castillo, secretario"
.

La primera Constitución Política del Estado de Zacatecas, fue sancionada por el Congreso Constituyente el 17 de enero de 1825. Fecha en que fungía como gobernador Pedro José López de Nava, y  fue invocada en el nombre de Dios trino y uno, supremo legislador de la sociedad, y de Jesucristo, autor y consumador de nuestra fe.

En el primer título establecía disposiciones preliminares, en las cuales se definía al Estado de Zacatecas, y se señalándolo como un Estado libre e independiente de los demás Estados Unidos de la nación mexicana. Estipulando además que en todo lo que concerniente a su régimen interior y administración era libre y soberano. Por otro lado, en él se reconoció la unión federada, en el marco de la cual Zacatecas había delegado sus facultades y derechos al Congreso general, al igual que todos los restantes Estados de la federación.

Declaraba que el territorio del Estado estaría integrado por: Zacatecas, Fresnillo, Sombrerete, Aguascalientes, Juchipila, Nieves, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango y Villanueva; quedando pendiente  la disputa de Zacatecas con otros Estados sobre los partidos de Colotlán y Bolaños. Esta Constitución local, al igual que la federal de 1824, prescribió que la religión a la que deberán someterse los ciudadanos sería la católica, apostólica y romana, sin tolerancia de ninguna otra.

Contiene un apartado para los derechos y obligaciones de los habitantes de Zacatecas, que entre otros: libertad para hablar, escribir, imprimir sus ideas; igualdad; propiedad; seguridad; además, se prohibe para siempre el comercio de esclavos; se protegía la libertad civil de los ciudadanos, ya que no podían ser perseguidos ni arrestados sino en los casos previstos por la ley, y en la manera que en ella misma se disponía.

Dentro de las obligaciones: ser fieles a la Constitución, obedecer las leyes y respetar a las autoridades legítimamente constituidas, así como respetar los derechos de sus semejantes; contribuir a los gastos del Estado y defenderlo, llegado el caso, con las armas.

Constituyó la institución de la ciudadanía local, en dos niveles: zacatecanos y ciudadanos zacatecanos. Los primeros, eran aquellos nacidos dentro su territorio; los segundos, eran los nacidos en cualquier otra parte del territorio mexicano y que se avecindaran en Zacatecas; y además los extranjeros que se agrupaban en la segunda clasificación, adquirían la ciudadanía ya por naturalización o por vecindad obtenida según la ley.

A partir de esta Constitución local, serían ciudadanos: los nacidos y avecindados en el Estado; los ciudadanos de los demás Estados y territorios de la federación, luego que fuesen vecinos; los hijos de padres mexicanos nacidos en el extranjero y avecindados en Zacatecas y; los extranjeros que hubiesen adquirido su carta de ciudadanía y viviesen en el Estado de Zacatecas.

1.7.1.1. El poder legislativo

En el segundo título denominado Del Gobierno del Estado, se estableció que Zacatecas adoptaría la forma de gobierno republicano, representativo-popular y federado. Incorporando para ello la clásica división de poderes: el legislativo, cuya función era crear las leyes; el ejecutivo, para hacerlas cumplir, y el judicial, encargado de aplicarlas. El Congreso del Estado se integraba así, por diputados nombrados mediante elección popular, por los ciudadanos, en número igual de propietarios y suplentes correspondiente al número de Partidos en que se fraccionaba el territorio del Estado.

Dentro de los requisitos exigidos para ser Diputado, entre otros, se encontraban: ser ciudadano; tener 25 años de edad; vecino o natural del Partido que lo designara además de tener instrucción y probidad. La vecindad no debía ser menor de 2 años, y en caso de tratarse de extranjeros, la residencia no debería ser menor a 10 años. Se establecieron además una serie de impedimentos para ser diputado, que afectaban a los empleados civiles o militares de la federación, empleados civiles del Estado con nombramiento, los gobernadores, vicarios y sacerdotes de las iglesias. El Congreso se renovaría cada dos años, el 1º de enero, y se les reconocía fuero a sus miembros, lo cual significaba que serían inviolables e irreclamables por sus opiniones que vertieran en el ejercicio de sus cargos.

Acerca del proceso electoral, se establecía la elección popular, la cual no se efectuaría de manera directa, sino a través de juntas primarias o municipales y secundarias o de Partido. La Junta Primaria se celebraría en todos los municipios del Estado de la siguiente manera: el presidente del ayuntamiento convocaría a todos los ciudadanos que estuvieran en pleno ejercicio de sus derechos para que, por escrito o verbalmente, eligieran a diez personas. posteriormente se levantaría una acta, en la que se anotarían los nombres de los diez electores de partido, cuya lista se enviaría mediante copia al gobierno del Estado para que éste, a su vez, la hiciera llegar al Congreso. Podría además dividirse en secciones el territorio municipal para la mejor y eficaz concurrencia de los ciudadanos de todas las rancherías que los integraran. Las elecciones se desarrollarían dentro de tres días especificados, con horario de cuatro horas diarias, repartidas en mañanas y tardes.

Las Juntas Primarias o seccionales, deberían de ser públicas, y ningún ciudadano podría concurrir a ellas armado. Una vez concluida la elección se practicaría el escrutinio y se determinarían los ciudadanos que más votos hubieran obtenido.

Las Juntas Secundarias, por su parte debían celebrarse en la cabecera de cada partido y a ellas concurrirían los diez electores de Partido nombrados en las juntas primarias. En ellas se procedería a la votación y sería diputado el que reuniera la mayoría absoluta de los votos emitidos. En el caso de que ninguno de los candidatos llegara a reunirlos, sería diputado el que tuviera el mayor número de ellos. De la misma forma se elegirá a los diputados suplentes.

Un aspecto interesante en lo que atañe a la investidura de los electores ambas categorías de las Juntas —muy acorde al espíritu global de la Constitución—, era la toma de protesta, respecto de la cual textualmente se prescribía en su artículo 51:

"Luego el presidente puesto en pie junto á la mesa en que estará la imagen de Cristo crucificado y el libro de los santos evangelios dirá en alta voz <<¿Juráis por Dios nuestro Señor y los santos evangelios nombrar para diputados al Congreso particular del Estado, a aquellos ciudadanos que en vuestro concepto y en el del público sean hombres de instrucción, de juicio y de probidad, adictos á la independencia de la Nación y á su forma de gobierno?>> y respondiendo sí juramos, el presidente contestará: si así lo hiciereis, Dios os ayude, y si no, os lo demande".

El Congreso comenzaba, en este contexto, sus sesiones el día 1º de enero y éstas duraban todo el año, y deberían desarrollarse dos días por cada semana. Al Congreso se le reconocieron además diversas facultades y atribuciones, entre otras: decretar las leyes; formar los códigos de la legislación del Estado; nombrar al gobernador; fijar anualmente los gastos de la administración pública del Estado; cuidar de la enseñanza y educación general del Estado; garantizar las libertades políticas y de imprenta. Los diputados tenían también facultades para promover iniciativas de ley, al igual que el propio gobierno, los ayuntamientos, las corporaciones, los empleados y todo ciudadano de la clase y condición que fuere. 

Sin embargo, para someter algún proyecto a discusión del Congreso era necesario que lo avalaran por lo menos tres diputados. Una vez aprobada la discusión del proyecto se imprimía y se mandaba un ejemplar al gobernador y a los ayuntamientos del Estado; éstos podían dar su punto de vista sobre el proyecto particular que se iba a discutir. Una vez aprobado por el Congreso se remitía al gobierno para que realizara las observaciones que creyera pertinentes. En caso de que no existiera ninguna observación, se promulgaba. En caso contrario el proyecto era retornado al Congreso y se abría una nueva discusión. Una vez concluida ésta y siendo favorecido con una votación de dos terceras partes más uno de los diputados, se tenía por aprobado el proyecto de ley, y se le hacía llegar al gobernador para su respectiva publicación. En caso de que el proyecto una vez más fuera objetado, no se volvía a proponer su discusión sino hasta pasados ocho meses.

1.7.1.2. La organización del poder ejecutivo

El título cuarto, denominado Del Poder Ejecutivo, estaba distribuido a su vez en cuatro capítulos, en los cuales se establecía que el cargo de gobernador se ejercería por períodos de cuatro años, pudiendo reelegirse en él por otros dos años y, concluidos estos, no podrá reelegirse hasta pasados cuatro años.

La designación del gobernador del Estado era, como ya se apuntó, una prerrogativa del Congreso. Para tal efecto, los ayuntamientos se encargarían de nominar tres personas que cumplieran con los siguientes requisitos: ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos; tener treinta años de edad como mínimo; natural de alguno de los Estados de la unión, pero vecino de Zacatecas por lo menos durante un período de cinco años; la nominación debería ser remitida al presidente del Congreso, quien a su vez debía presentarlas en sesión secreta y procediéndose así a la elección de la persona en quien debía recaer el cargo de gobernador. Una vez concluida la elección se procedería a la elección del Teniente Gobernador, el cual que era elegido de entre los individuos restantes que habían sido propuestos para el cargo de gobernador. En el caso de que el gobernador falleciese, o no pudiese desempeñar el cargo por algún motivo, a juicio del Congreso, el Teniente Gobernador debía asumir dicho cargo.

Entre las atribuciones concedidas al Gobernador del Estado, encontramos: cumplir y hacer cumplir las leyes del Congreso y de la federación; velar por la conservación del orden público; publicar los decretos; cuidar la administración de la justicia; dirigir las relaciones políticas y comerciales con los demás Estados; nombrar los magistrados de los tribunales; atender la fabricación de moneda; cuidar de la administración y recaudación de rentas en el Estado; asumir el título de primer jefe de la milicia cívica y, otorgar indultos.

1.7.1.3.
El régimen municipal 

y división de partidos
Esta Constitución instauró en Zacatecas, un régimen republicano cuya base serían los ayuntamientos asentados en diversas poblaciones del Estado, para su gobierno interior. Los ayuntamientos se compondrían a su vez, por un Presidente, un Alcalde, varios Regidores y un Síndico, toda vez que tuvieran hasta tres mil habitantes. Para formar parte de los ayuntamientos, se estableció: ser ciudadano en ejercicio pleno de sus derechos políticos, el ser mayor de veinticinco años y avecindado en la localidad, por un lapso no menor de dos años anteriores al día de la elección.

Como institución heredada desde la Constitución de Cádiz de 1812, esta Constitución zacatecana instituyó la figura administrativa de los Jefes Políticos, los cuales se asentaban en la cabecera de su jurisdicción, a la que se le dio el nombre de Partido. Cada Jefe Político, era autoridad intermedia entre los municipios y el gobierno del Estado.

El Presidente del ayuntamiento debía ser nombrado por la Junta Electoral Municipal, y duraría en su cargo dos años. Ningún ayuntamiento podría tener un número menor de un Presidente, un Alcalde, dos Regidores y un Procurador Síndico. ni de más de un Presidente, tres alcaldes, ocho Regidores y dos Síndicos Procuradores. Los Alcaldes deberían renovarse cada año, y los regidores por mitad, por cada período, saliendo los más antiguos, lo mismo los procuradores síndicos donde hubiere dos.

Algunas de las atribuciones que se concedió a los Ayuntamientos fueron: informar al Congreso la opinión que tuvieran respecto de los proyectos de ley que se les presentasen; elaborar sus ordenanzas propias o adecuar al nuevo régimen constitucional las ya existentes, con aprobación del Congreso; nombrar al secretario del ayuntamiento; a los integrantes de policía de orden, nombrar a los responsables de la instrucción primaria y de la salubridad; además el promover la agricultura, la industria, el comercio y la minería, así como realizar censos estadísticos de su municipalidad. La corporación debería además rendir informes trimestrales de los bienes puestos bajo su cuidado; crear arbitrios para la mejor distribución de recursos para la consecución de sus fines; crear juntas municipales en aquellos lugares que tuvieran ni menos de mil almas ni más de tres mil, los cuales tendrían a su vez organismos compuestos por un Alcalde Conciliador y de uno o dos vocales de elección popular.

Se estipuló, que en las cabeceras de Partido se crearía una Junta Censoria o de Vigilancia, que estaría compuesta de tres vocales nombrados por la Junta Electoral Municipal; en las demás poblaciones habría una sección o Junta Subalterna, compuesta de dos vocales, que a su vez se encargaría de vigilar permanentemente el cumplimiento de las obligaciones públicas de las autoridades municipales, y tendría la obligación de informar al gobierno de la conducta que observaran los Alcaldes y Ayuntamientos.

En todos los pueblos del Estado, se prescribió por el texto constitucional, que se establecerían escuelas de primeras letras, donde se enseñaría a leer, escribir y contar, así como también se daría catecismo de la doctrina cristiana, y una breve explicación de los derechos civiles del hombre y del ciudadano.

A los Ayuntamientos, en los pueblos de su circunscripción, les fue confiado el cuidado especial de las escuelas primarias; encomendándoles visitas semanales para informarse de su Estado y necesidades que tuvieran; siendo obligación del Congreso del Estado, formular el Plan General de Enseñanza e Instrucción.

1.7.1.4. La organización del poder judicial

En el título quinto de esta ley fundamental se estableció que La Administración de Justicia, que sería aplicada conforme a las leyes, así en causas civiles como criminales; siendo competencia exclusiva del Poder de Judicial del Estado, la aplicación de justicia en Zacatecas. Ningún individuo podría ser juzgado, sino por las leyes existentes y por medio de los tribunales establecidos con anterioridad al acto que se juzgara y, en ningún caso, por comisión especial.

También debían instalarse tribunales de primera instancia en todos los municipios del Estado, los cuales serían integrados por los Alcaldes mientras no existieran Jueces de Letras en las cabeceras de los Partidos; siendo precisamente en éstos, donde deberían iniciarse todos los negocios judiciales.

La capital del Estado sería la sede del Tribunal Supremo de Justicia, el cual funcionaría mediante tres salas: la primera conocería de los negocios en segunda instancia, y por su parte, la segunda sala conocería en tercera instancia; y por su parte, la tercera sala se encargaría de decidir los conflictos de competencia que surgieran entre los tribunales de primera instancia, pudiendo además resolver los recursos de nulidad y de los recursos interpuestos en materia eclesiástica en todo el Estado.

Ningún negocio tendría más de tres instancias, y otras tantas sentencias definitivas. Una vez ejecutoriada la sentencia, sólo quedaba el recurso de nulidad. Sin embargo, ningún juez que hubiese conocido del negocio en alguna instancia, podría conocer en otra, ni fallar en caso de interposición del recurso de nulidad. Se instituyeron además otros principios: como el de legalidad procesal, donde todo individuo tenía derecho de recusar a los jueces sospechosos, a los que demoraran el despacho de las causas, y a los que no substanciasen con arreglo a las leyes. El soborno, el cohecho y la prevaricación fueron instituidos como motivo de acción popular contra los jueces que lo cometieren.

En relación a la justicia civil, se apuntó que en aquellos pleitos que versaran sobre poca cantidad, se determinarían definitivamente por la vía oral; en los demás juicios no se admitiría la demanda, sin que se hiciera constar el haberse intentando la conciliación. Los litigios civiles podrían arreglarse, inclusive, por medio de árbitros, si así lo acordaran las partes y, las sentencias arbitrales ejecutarían sin admitir recurso alguno, si al hacer el compromiso no se reservaban las partes el derecho de apelar.

En materia criminal, la Constitución estableció que los delitos leves que no ameritaran penas correccionales, serían castigados mediante providencias de policía gubernativa; pero su clasificación de delitos y penas, serían señalada por la ley y no por el arbitrio absoluto del juez. Específicamente, si el delito fuere de injurias no se admitiría querella, sin que se hubiera intentado la conciliación; por tanto, nadie podría ser aprehendido sino por delito que ameritara pena corporal, previa la información sumaria del hecho, y decreto correspondiente fundado y motivado por el juez. In fraganti, todo delincuente podía ser arrestado e incluso por cualquier ciudadano, y conducirlo ante la presencia del juez. Además, ningún individuo que se hallare en la cárcel se le consideraría como formalmente preso, sino como detenido, cuando su condición de tal, no se le hubiera notificado -al Alcaide y a él- el decreto de prisión. Se distinguió además, el arresto correccional de la prisión propiamente dicha.

Al detenido que dentro de las sesenta horas posteriores a su aprehensión no se le notificara el decreto de su prisión, ni se le hubiere pasado copia al Alcaide, por ese simple hecho sería puesto en libertad, exigiéndose irremisiblemente la responsabilidad al juez. 

Al procesado, sólo se le podrían embargar bienes de su patrimonio en los delitos de responsabilidad pecuniaria, y sólo en la proporción que correspondiera. Se proscribieron los tormentos o apremios, al igual que la pena de confiscación de bienes; pero sería usada la fuerza si se temiera la fuga. Previo a recibir su confesión, al inculpado le serían leídos todos los documentos acusatorios, declaraciones y nombres de los testigos. Ninguna pena trascendería a la familia de quién la sufrió o mereció su efecto.

Para ser magistrado del Supremo Tribunal de Justicia, se establecieron como requisitos: el ser ciudadano zacatecano, mayor de treinta años de edad, tener lo menos dos años de residen​cia en el Estado antes de su integración, y tener un concep​to y opinión de cierta ilustración y honradez. 

Los magistrados serían nombrados por el gobernador y estarían en su cargo seis años, pudiendo ser reelectos; su salario sería establecido por el Congreso, previamente a que tomaran posesión de su cargo y, para verificarse éste, deberían hacer el juramento de rigor.

En el título sexto de la Constitución se hizo referencia a la Hacienda Pública del Estado, estableciéndose las contribuciones de los habitantes, aclarando que no podría establecerse ninguna contribución sino para cubrir los gastos generales de la federación y los particulares del Estado. 

Para cubrir dichos gastos, el gobernador anualmente formularía el presupuesto de egresos y, una vez aprobado por el Congreso, se fijarían las contribuciones con que debían sufragarse. Sólo el Congreso quedó facultado para establecer contribuciones, siendo la administración general de hacienda la encargada de recaudarlas.

El título séptimo se refería a la milicia del Estado, determinándose que nuestra entidad debía contar con su propia fuerza militar, que estaría compuesta por los cuerpos de milicia local, la que en conjunto sería nombrada anualmente por el Congreso, y debería prestar servicios de manera continua, reglamentándose además su gobierno y administración.

1.7.2.
Constitución Política del Estado Libre

y Federado de los Zacatecas de 1832
Para el año de 1832, y estando inmersos en la dinámica nacional de la época; se realizó el Cuarto Congreso Constitucional, que sancionó para nuestra entidad otra Constitución Política local:

"usando de las facultades que le concede el título 8 de la Ley fundamental del Estado (...) firmada y promulgada, respectivamente, en la ciudad de Zacatecas el 14 de diciembre por los diputados Luis Gonzaga Márquez, diputado presidente; José Luis del Hoyo; Valentín Gómez Farías; Felipe Prado y González; Justo Hermosillo; Luis de la Rosa; Miguel Román; Pedro Ramírez; Diego Castanedo; Pedro Sanromán, secretario; Antonio Eugenio de Gordoa, secretario, y por Francisco García, Gobernador de la entidad".

Este nuevo texto constitucional, se dividió en 174 artículos ordenados en ocho títulos, y estuvo en vigor hasta el día en que el centralismo se impuso como el sistema político que habría de regir los destinos de la joven república por algunos años.

1.7.2.1.
Ciudadanía y derechos fundamentales

Fue invocada en el nombre de Dios todopoderoso, autor supremo legislador de las sociedades. Declaró a Zacatecas, como libre e independiente de los demás Estados Unidos de la Nación Mexicana; y en iguales términos se pronunció en lo relativo a su gobierno y administración interior. Redefinió el territorio que integraban al Estado, los Partidos de Zacatecas, Fresnillo, Aguascalientes, Sombrerete, Nieves, Juchipila, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango y Villanueva. Advirtió, que por disposición especial, se determinaría la situación de Colotlán y Bolaños.

La nueva Constitución seguía estableciendo una religión oficial y perpetua: la Católica, Apostólica y Romana. Acerca de los bienes de la iglesia, en tanto no se resolviera la cuestión en la Constitución general, el gobierno quedaba obligado a protegerlos y conservarlos mediante leyes justas y prudentes. 

Por lo que respecta a las obligaciones y derechos de los habitantes del Estado, estipuló minuciosamente lo que se entendía por derechos: la libertad de hablar, escribir y publicar sus ideas, toda vez que no ofendan los derechos de otro; la igualdad para ser regidos, gobernados y juzgados por una misma ley; el de propiedad para hacer de su persona y bienes adquiridos, el uso que mejor le parezca, prohibiéndose para siempre el comercio de esclavos y, el de seguridad, por el cual se protege y ampara a todos los miembros de la sociedad.

En contrapartida definió como obligaciones: el ser fieles a la propia Constitución, obedecer las leyes y respetar a las autoridades legalmente constituidas; el contribuir a los gastos del Estado, y defenderlo con las armas cuando fuesen llamados por la ley. Declaró finalmente que tales derechos y obligaciones, conformaban los elementos del Derecho Público de los zacatecanos.

Respecto a la ciudadanía zacatecana, la Constitución realizó una clasificación en dos tipos: quienes son zacatecanos y aquellos que se reconocen como ciudadanos zacatecanos. Los primeros serían, los nacidos en el territorio del Estado, los nacidos en cualquier parte del territorio nacional, que se avecindaran en Zacatecas y, los extranjeros por naturalización o por vecindad adquirida según la ley. 

La segunda clasificación de la ciudadanía quedaba integrada por los ciudadanos de los demás Estados de la federación, luego que fuesen vecinos de Zacatecas; los nacidos en el extranjero e hijos de padres mexicanos cuando se avecindaran también en el Estado y no hubiesen perdido su calidad de mexicanos, entre otros requisitos. Se perdía la calidad de ciudadano zacatecano por varias causales, según este texto constitucional: por adquirir otra nacionalidad; por sentencia que impusiera sanciones corporales, aflictivas o infamantes y; por admitir empleo o condecoración de gobierno extranjero. Sólo el Congreso del Estado podía dispensar la rehabilitación de la calidad ciudadana local y, sólo por ese medio se recobraban los derechos de los ciudadanos.

En la misma tónica, se instituyeron varias causales para la suspensión el ejercicio de los derechos ciudadanos, las cuales eran: por incapacidad física judicialmente determinada; por la declarada condición de deudor en quiebra, o deudor a los caudales públicos, fraude o malversación; por la condición de vago, previa calificación judicial; por hallarse procesado criminalmente; por no haber cumplido 21 años, y de cuarenta años en adelante no saber leer y escribir, aplicándose esto a los nacidos con posterioridad al año de 1810.

En el terreno de los derechos políticos, prescribió que sólo los que fueran ciudadanos y estuvieran en ejercicio de sus derechos, podrían elegir y ser elegidos para los empleos del Estado.

Además, ratificó la forma de gobierno ya instituida desde la Constitución anterior, es decir republicana, representativa, popular y federada. Ocurrió lo mismo en relación con la división de poderes.

1.7.2.2. El poder legislativo

Dedicó en su título III a la estructura del Poder Legislativo local. Y una de las innovaciones al respecto, consistió en que los diputados suplentes deberían concurrir al Congreso cuando fallecieran los propietarios o se encontraran imposibilitados, a juicio del Congreso, por alguna causa para el ejercicio de sus funciones.

A partir de este texto no podían ser Diputados: los empleados civiles o militares de la federación; los funcionarios civiles con nombramiento del gobierno del Estado, y titulares de cargos aforados. Ratificó en términos generales el sistema previsto en la anterior Constitución para la elección de diputados, misma que consistía, como ya se vio, en el mecanismo de elección indirecta, a través de las Juntas Primarias o Municipales y Secundarias o de Partido.

Se determinó también que el Congreso del Estado debería sesionar todo el año, realizando mínimamente dos sesiones ordinarias por semana, sin perjuicio de las extraordinarias, pudiendo ser públicas, a menos que el caso exigiese reserva. Ratificó también el sistema para las iniciativas de ley, concedida no sólo a los diputados, sino al gobierno, ayuntamientos, corporaciones, empleados y a todo ciudadano sin importar condición o clase. Se derogaron además los artículos 86 y 87 de la Constitución de 1825, en los cuales se establecía que no se podría decretar una ley sin conocer las opiniones tanto del gobernador como de los ayuntamientos; y se estableció una disposición que señalaba que cuando algún proyecto de ley proviniese del ejecutivo, y siete diputados lo solicitaran se dispensaran los trámites antes citados, el Congreso procedería a discutir el proyecto.

Se agregó el explícito principio de que las leyes serían obligatorias una vez sancionadas y publicadas por el gobernador; debiéndose ejecutar en cada Partido, toda vez que se tuviera conocimiento de ellas. Se reputaban como conocidas en el lugar en que resida el gobierno, en las 24 horas después de su solemne publicación y, en los demás lugares del Estado, en el mismo término después de publicada en el sitio en que residiere su Ayuntamiento.

1.7.2.3. Reforma del poder ejecutivo

En la Constitución anterior, se señalaba que el gobernador era responsable de todos los procedimientos en el desempeño de su cargo, y cualquier persona podría acusarlo ante el Congreso. Esta disposición fue derogada y se promulgó otra, en la cual se estipulaban los delitos en que podía incurrir el gobernador durante el desempeño de su cargo. Y una vez que hubiese terminado su período de ejercicio, cualquier persona, durante el término de un año, podía acusarlo ante el Congreso por cualquier delito que hubiere cometido en su mandato. 

Se le asignaría, por lo demás, durante el tiempo en que fungiera como gobernador —cuatro años—, un sueldo regular y decente; pudiendo reelegirse por dos años más y, no pudiendo continuar ni reelegirse hasta pasados cuatro años después de su última nominación, siguiendo así un sistema similar al de la Constitución precedente. Se enfatizó además acerca del modo de suplir las faltas del gobernador, estipulando que si falleciese o por algún impedimento físico o moral se hallare embarazado (sic)
 para gobernar, a juicio del Congreso, desempeñaría sus funciones el Teniente Gobernador.

En lo referente al Consejo de Gobierno que se instituyó la Constitución de 1825, fueron derogados prácticamente la totalidad de los artículos relativos a este. 

Quedando vigente únicamente la disposición relativa al reconocimiento y existencia del citado Consejo. Y sólo se le hizo un agregado que ordenó, que mediante la promulgación de una ley particular, se determinaría el número de individuos que deberían integrarlo, así como también la autoridad facultada para nombrarlos y fijarle sus atribuciones.

1.7.2.4.
Régimen municipal y

administración territorial
En relación al gobierno político interior de los Partidos, se prescribió la tradicional administración de los Ayuntamientos y Juntas Municipales, con la finalidad de que cada uno de estos órdenes se gobierne interiormente; éstas últimas serían elegidas de manera popular.

Sin embargo, en las cabeceras de Partido habría un Jefe Político, nombrado por el gobierno; mismo que se elegiría de entre las ternas que propusieran los Ayuntamientos y las Juntas Municipales, y durarían en su encargo cuatro años, pudiendo reelegirse indefinidamente. Para ser Jefe Político se exigía, ser ciudadano en pleno goce y ejercicio de sus derechos; mayor de 25 años de edad, y ser natural o vecino del Estado.

También se enumeraron las atribuciones de los Ayuntamientos y Juntas Municipales: como comunicar al Congreso su opinión respecto de todos los proyectos de ley, en cuanto a su reforma o derogación; el desempeño de las labores de policía de orden, de instrucción primaria, de beneficencia, salubridad, seguridad, comodidad, ornato y recreo.

Fueron derogados en su totalidad los capítulos referentes a las Juntas Censorias y el relativo a la Instrucción Pública. Las primeras tenían como función principal, vigilar el desempeño de las autoridades municipales; el segundo, proporcionar escuelas primarias en todos los pueblos del Estado.

1.7.2.5. Aspectos de justicia y procedimentales

Respecto al funcionamiento del Poder Judicial, esta nueva Constitución mantuvo íntegros los principios e instituciones que al respecto se crearon en el ordenamiento precedente, sobre todo en lo que respecta al funcionamiento e integración del Tribunal Supremo, a las garantías procesales, la naturaleza de las penas, y a las instancias por las que se podían ventilar los negocios, causas y pleitos fueran civiles o criminales.

Lo mismo puede decirse en relación a la Hacienda Pública y la Milicia del Estado, respecto de la cual ordenó la elaboración de una ley reglamentaria.

En contraste con la Constitución anterior, la cual estableció que no se le podían hacer variaciones o reformas, sino hasta pasados dos años de la fecha en que fuera sancionada, la Constitución de 1832 determinó que no admitiría reforma alguna, sino hasta el año de 1836. Y, por último, se derogó la disposición que establecía que, cuando se publicara la Constitución, serían igualmente publicados los reglamentos de los tribunales y de instrucción pública, así como el relativo al gobierno interior de los Partidos.

Con la Constitución centralista de 1836, Zacatecas quedó convertido en Departamento, y perdió por ley de 23 de mayo de 1835 la ciudad de Aguascalientes y otros pueblos vecinos que pasaron a depender directamente del gobierno central en calidad de territorio:

"ínterin las tres cuartas partes de las Legislaturas de los Estados (...) conviniesen en tal determinación, en cuyo caso quedaría como definitiva la erección". Sin haberse dado la aprobación respectiva, el federalismo restablecido en la república con motivo del levantamiento del general Mariano Salas de agosto de 1846, implicó la recuperación de  la soberanía perdida del Estado y el transitorio establecimiento del Estado de Aguascalientes a costa del territorio zacatecano. Poco había de durar esta situación, pues al firmarse el Acta Constitutiva y de Reformas en 1847, Aguascalientes había de pasar nueva y provisionalmente a ser de hecho un territorio para reintegrarse poco después a Zacatecas hasta fines de 1849, cuando Aguascalientes logró separarse definitivamente de la entidad"
.

1.7.3.
Constitución Política del

Estado de Zacatecas de 1857
En las postrimerías de la lucha más enconada entre liberales y conservadores, que sin duda lo fue durante la época de 1857, y una vez restablecido el sistema federal, implicó para Zacatecas, entre otras cosas, la definitiva pérdida de Aguascalientes, y por darse una nueva Constitución matizada por la efervescencia del Constituyente federal de 1856‑1857.

"En el nombre de Dios y con la autoridad del Pueblo Zacatecano, los representantes del Estado, reunidos en virtud de lo que dispone la Constitución Política de la República Mexicana, dada el 5 de febrero de 1857 para arreglar el gobierno interior del mismo, bajo la forma de republicano, representativo, popular (...) usando de los poderes de  que se hallan investidos, expidieron, en el salón de sesiones del Honorable Congreso Constituyente la Constitución Política del Estado Libre de Zacatecas. Esta nueva Constitución fue firmada por los constituyentes Francisco de Borja Belaunzarán, presidente; Luciano de la Rosa, vicepresidente;  José M. Castro; Francisco Javier de la Parra; Jesús González Ortega; Refugio Vázquez, secretario, y Antonio Borrego, secretario, el día 27 de octubre de 1857 y promulgada el 5 de noviembre del mismo año por el Gobernador Constitucional Victoriano Zamora. Se dividió en ocho títulos y 85 artículos, tres de los cuales con carácter transitorio. Fue formal y substancialmente reformada en el año de 1869".

1.7.3.1 Garantías, derechos naturales y ciudadanía 

Se estructuró por ocho títulos y 85 artículos, tres de los cuales fueron de carácter de transitorio. Estableció novedosamente, y en concordancia con la Constitución federal, el reconocimiento, respeto y garantía a los hombres en el uso y goce de sus derechos naturales, cuya declaración se hallaba consignada en la sección primera, título primero de la citada Constitución federal. Ratificando además como forma de gobierno la republicana, representativa, popular y federal.

Reconoció como habitantes del Estado de Zacatecas, a todos los que de hecho pisaren su territorio, y los que tuvieran su residencia fija en él. Señaló asimismo como extranjeros, a todos aquellos que lo fueran respecto al resto de la república. Prescribió que los ciudadanos zacatecanos serían los habitantes del Estado que residiesen habitualmente en él, y reunieran los requisitos que a tal efecto imponía la Constitución General de la República en la sección 4ta. título 1º.

1.7.3.2. Régimen territorial y municipal

Acerca de los poderes públicos y de la forma de gobierno en el Estado, estableció que la facultad que la Constitución de la república concedía a los Estados federados para que organizaran su administración interior, residía esencialmente en los ciudadanos del propio Estado de Zacatecas, y éstos la ejercerían a través de sus mandatarios o gobernantes, los cuales se elegirían al efecto según sus leyes; así como también, ratificó la división clásica de poderes.

El Estado se integraba por los Partidos de: Zacatecas, Fresnillo, Sombrerete, con los pueblos de Nueva Tlaxcala y San Andrés del Teul, Nieves, Mazapil, Pinos, con la hacienda del Carro y Estancia Nueva, Villanueva, Nochistlán, Juchipila, Tlaltenango, Jerez y Ojocaliente, con las haciendas de Santa Elena, del Refugio y los ranchos inmediatos. Aguascalientes dejó formalmente de pertenecer al territorio zacatecano.

1.7.3.3. Reformas al poder legislativo

Se integraron en esta Constitución, importantes modificaciones en lo relativo a la elección e instalación del Congreso del Estado, en comparación con las anteriores. Entre ellas, podemos mencionar la restricción del período de ejercicio de los diputados a dos años, y el proceso electoral de manera indirecta en primer grado.

El Congreso no podría sesionar sin que estuvieran presentes más de la mitad de sus integrantes; y tendría además un sólo período de sesiones, el cual comenzaría el 16 de septiembre y concluiría el 16 de febrero del año siguiente, pudiendo prolongarse treinta días más.

Se agregó, que el gobernador debería de asistir a la apertura del período de sesiones del Congreso, para informar del Estado en que se encontrara la administración pública. De igual forma, previo a la clausura del período de sesiones ordinarias, el Congreso nombraría una diputación permanente compuesta de tres diputados propietarios, y sus respectivos suplentes. También el procedimiento para la promulgación de leyes, como veremos en seguida, se transformó casi completamente.

La reforma y promulgación de las leyes locales, al igual que en la Constitución anterior, quedó como facultad particular de Congreso, pudiendo presentar iniciativas tanto el gobernador como el Supremo Tribunal de Justicia, las Asambleas Municipales y en general todos los habitantes de Zacatecas. También en contraste con la Constitución de 1832, se ordenó, que cuando fuera presentado algún proyecto de ley o se quisiera reformar el contenido de la Constitución, era menester aprobar su discusión en el Congreso, se pasaría copia de él al ejecutivo para que en el término de diez días formulara las observaciones que estimase convenientes; vencido el término, se iniciaría la discusión en lo particular del proyecto. En esta nueva disposición ya no se pedía a los ayuntamientos su opinión en cuanto al proyecto.

Para la votación de cualquier ley o decreto debería estar presente la mayoría de las personas que integraban el Congreso; y cuando un proyecto de ley fuera desechado no se podría proponer nuevamente sino hasta pasado un año. Las leyes aprobadas y promulgadas empezaban a surtir sus efectos veinticuatro horas después de su publicación, y no tenían efecto retroactivo alguno.

También, las facultades y atribuciones del Congreso sufrieron adiciones, como lo fue el computo de sufragios, y sobre la declaración de gobernador propietario; lo relativo ha declarar si hubiera o no lugar a la formación de causa en los delitos comunes contra los diputados, y si éstos fueran o no responsables, así como el Gobernador, Secretario de Gobierno y los Ministros del Supremo Tribunal de Justicia que fueren acusados ante el Congreso; también se le reconoció a éste, facultades para formar nuevos Partidos y Municipalidades.

La Diputación Permanente tenía además a su cargo las atribuciones de servir de Consejo al Gobierno del Estado; vigilar que las leyes se cumpliesen e informar al Congreso de las infracciones cometidas; convocar al Congreso a sesiones extraordinarias cuando algún motivo grave lo exigiese, o así lo solicitare el gobernador; y también, el recibir los decretos y proyectos de ley.

1.7.3.4. Reformas al poder ejecutivo

El Poder Ejecutivo del Estado recaía también en el Gobernador, el cual duraría en su cargo cuatro años, y no podría reelegirse sino hasta pasados otros tantos más después de su período. Su elección sería indirecta en primer grado, y al terminar su cargo quedaba obligado a presentar al Congreso un informe de su administración. Residiría en la capital del Estado, y para separarse de su cargo temporalmente, necesitaba una licencia expedida por el Congreso o la Diputación Permanente. Entre otras facultades y deberes, el gobernador tenía a su cargo nombrar a las personas que administraran la hacienda pública, y a todas aquellas cuyo nombramiento no fuera expresamente conferido a cualquier otra autoridad; además podía imponer multas que no excediesen de quinientos pesos a quienes desobedecieran sus órdenes.

El gobierno del Estado contaría con un Secretario de Despacho, cuyo titular debería poseer una instrucción regular y honrosos antecedentes. Entre otras cosas, el Secretario tendría a su cargo firmar todas las órdenes, reglamentos y decretos del gobernador.

1.7.3.5. Régimen interior, territorial y municipal

El capítulo relativo al Gobierno Interior de los Partidos se reformó en su totalidad; en las nuevas disposiciones se prescribió que en cada cabecera de Partido habría un Jefe Político, que duraría en su cargo cuatro años; que sería nombrado popularmente y no podría reelegirse sino hasta que transcurriera término equivalente. Además se estableció que las municipalidades que, solas o reunidas con otras, bien por su situación topográfica, o por el número de sus habitantes, que excediera de veinte mil, o por los recursos que su industria, su comercio y su riqueza territorial hicieran ingresar, podían convertirse en Partidos, y serían elevadas a este rango por el Congreso, si ellas lo solicitaran, oyéndose previamente al gobierno.

1.7.3.6. Reformas en materia de justicia

No todas las disposiciones referentes al Poder Judicial fueron reformadas, y únicamente fueron tocadas las garantías procesales, en dos artículos donde se estableció que ningún asunto judicial tendría más de dos instancias, y que no existiría el recurso de nulidad. El nombramiento de los magistrados y fiscal del Supremo Tribunal de Justicia, y el de los jueces de primera instancia se haría por el gobierno de entre una terna propuesta por el Congreso.

Dentro de los requisitos exigidos para tales cargos, se pedía que deberían ser ciudadanos en ejercicio de sus derechos, naturales o vecinos del Estado, mayores de treinta años y con experiencia profesional mínima de seis años como abogado en cualquier parte de la república. Para el caso de los jueces de primera instancia, se reiteran los mismos requisitos con excepción de la experiencia, bastando estar titulado como profesional del derecho y tener veinticinco años de edad como mínimo. Otra de las novedades contenidas en esta Constitución, fue el capítulo denominado De la Responsabilidad de los Funcionarios Públicos, en el cual se hizo mención de los delitos en que podían incurrir las personas que gozaran de fe pública. Los delitos, en este sentido, podían ser del fuero común u oficiales.

1.7.3.7.
Hacienda, seguridad pública y régimen burocrático
En el capítulo de la Hacienda Pública se crearon dos nuevas disposiciones, en las cuales se establecieron las contribuciones que debiendo ser decretadas por el Congreso, debían ser pagadas por los zacatecanos, y además, que todo empleado de hacienda sería responsable de todos aquellos gastos que hicieran y que no hubieran sido previamente autorizados por el Congreso. Por otra parte, la seguridad pública del Estado se confirió a una fuerza denominada Guardia Nacional en servicio activo, cuyo número de miembros lo determinaría el ejecutivo en el presupuesto general de gastos, sin perjuicio de que dispusiera de la guardia nacional en asamblea para los casos extraordinarios que ocurrieren.

En las disposiciones generales, se estableció prudentemente que ningún empleo público era propiedad del individuo que lo servía, sino su encargo. Entre el Estado y el empleado que le sirve sólo se reconocía la mutua obligación de que aquél pagara y éste sirviera; cesando el servicio, se finiquitaba toda obligación de pago, sin que nadie tuviera derecho a pensión o jubilación. Además, ninguna persona podía desempeñar dos empleos de gobierno, con la excepción de que alguno de ellos fuera dedicado a la enseñanza pública.

El derecho de vecindad, por otro lado, para los efectos civiles, políticos y judiciales, se adquiría con la residencia de dos años en el Estado. Los empleados y corporaciones del Estado que hubieran sido electos popularmente, empezarían sus funciones el 16 de septiembre.

En el último capítulo, se asentó que no se reconocía otra ley fundamental para el gobierno interior del Estado, que la Constitución local y ninguna autoridad podría dispensar su observancia.

1.7.4.
Constitución Política del

Estado de Zacatecas de 1869
Una vez que los Tratados de Miramar se traducen en la imposición de la monarquía extranjera en nuestro país; nuestro Estado quedó convertido por ley promulgada por el Emperador Maximiliano de 3 de marzo de 1865, en uno de los 50 departamentos imperiales en que se dividió a nuestro territorio.

Con la victoria de los liberales mexicanos sobre los conservadores e imperialistas, Zacatecas recobró su  autonomía y libertades interiores, por lo cual:

"(...) en nombre de Dios y con la autoridad del pueblo zacatecano, el Congreso del Estado decretó, el 7 de enero de 1869, una Constitución Política del Estado, reformada conforme al acta publicada en 6 de enero de 1869. Esta Constitución que reformó, integral y substancialmente a la de 1857, se dividió en ocho títulos y 82 artículos y fue promulgada por el Gobernador Constitucional general Trinidad García de la Cadena el 12 de enero del mismo año. Los diputados Rafael G. Ferniza, vicepresidente del Congreso; Manuel G. Solana; Julián Torres; F. Acosta; Joaquín S. Román; Mariano G. Cadena; Manuel Ortega; Gabriel García; Luis G. García; Gregorio Castanedo; Ramón Talancón, secretario, y Joaquín Román, secretario, aparecen como firmantes de estas trascendentales reformas" 
.

Esta Constitución, como las anteriores se nota, que fue invocada en el nombre de Dios y con la autoridad del pueblo zacatecano; el Congreso del Estado decretó remitirla al ejecutivo para su promulgación el 6 de enero de 1869. Fue promulgada por el Gobernador Constitucional Trinidad García de la Cadena.

Eran miembros del Congreso, los diputados Rafael G. Ferniza, vicepresidente y diputado por Villanueva; Manuel G. Solana, diputado por Pinos; Julián Torres, representando al Partido de Jerez; Joaquín S. Román, diputado por Tlaltenango y fungiendo como segundo secretario; Manuel Ortega, por Fresnillo; Gregorio Castanedo, por Nochistlán de Mejía; Ramón Talancón primer secretario, por Mazapil; y F. Acosta representando al Partido de Sombrerete; Mariano García de la Cadena, por Juchipila; Luis G. García, por el Partido de Ojocaliente; el Partido de la Capital, representado por Gabriel García y; Joaquín Román por Nieves.

De manera general puede decirse que las reformas que se hicieron a la anterior Constitución de 1857 fueron mínimas, por tal motivo la esencia de esta nueva Constitución, fue muy similar a su precedente. A continuación trataremos el sentido de las pocas reformas realizadas. 

1.7.4.1. Principales reformas

Respecto a la forma de gobierno no se modificó en lo más mínimo pues en esta Constitución continuó siendo la republicana, representativa, popular y federal. Asimismo, sobre las facultades del Congreso sólo una fue modificada. 

Ahora, aparte de computar los sufragios y reconocer formalmente al gobernador electo, el Congreso también nombraría a los diputados, a los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y a los Jueces de Primera Instancia.

Los ministros y el fiscal del Supremo Tribunal, así como los jueces de primera instancia serían elegidos popularmente en primer grado y no por el gobierno como se establecía en las constituciones anteriores.

Otra novedad se presentó en que el Congreso del Estado debía establecer las bases conforme a las cuales el ejecutivo podía celebrar empréstitos sobre el crédito del Estado, a más de aprobar los contratos respectivos y reconocer y mandar pagar las deudas que el Estado contrajera.

En lo que tocaba a la reforma constitucional Constitución no tendría validez, sino es por el voto de las dos terceras partes de las asambleas municipales, manteniendo criterios similares a la Constitución precedente.

1.7.5.
Constitución Política del 

Estado de Zacatecas de 1910
Declaró que el pueblo zacatecano, representado por su Congreso, decretaba la nueva Constitución Política; fue aprobada el 3 de febrero de 1910. Se estructuró por ocho títulos y un total de 80 artículos. Fue promulgada por el gobernador Francisco de P. Zárate y firmada por los diputados José A. Castanedo; Luis Canales, vicepresidente; Jesús María Castañeda; Sixto Dena; Zeferino Borrego; Antonio Urrutia; Rafael García; Ramón Romero; Luis Elías Alatorre; Luis Escobedo; Félix Ponce, secretario; Luis F. Córdoba, secretario. 

A diferencia de las anteriores, esta Constitución no se invocó en el nombre de Dios, sino únicamente a nombre del pueblo zacatecano, representado por su Congreso local, con facultad soberana de decretarse una nueva Constitución. 

1.7.5.1. Poder legislativo y territorialidad 

Dispuso que el territorio del Estado sería el que ya se encontraba delimitado en la Constitución federal, y que una ley fijaría su división en partidos y municipalidades, aunque no especificó cuál sería esa ley orgánica que la realizaría. Cabe recalcarse, que debido a lo anterior, esta Constitución no definió jurídicamente como las anteriores, las partes que integrarían el territorio del Estado.

En contraste con la Constitución de 1869, que mencionaba un solo período de sesiones ordinarias, en ésta se estableció que el Congreso tendría dos períodos ordinarios: el primero comenzaría el día 16 de septiembre y terminaría el 15 de diciembre, pudiéndose prorrogar hasta por treinta días más; el segundo daría principio el 1º de abril y concluiría el día último de mayo, pudiendo prorrogarse hasta por quince días más. Siendo la elección de sus diputados de manera directa y en primer grado, sujetándose el proceso elecciones a la respectiva ley orgánica electoral.

Esta, como en la anterior, dispuso que el gobernador debería asistir a la apertura de sesiones del Congreso, y allí informaría acerca de la administración pública en general, debiendo informar también de la situación particular que guardaran los Partidos del Estado; se agregó además que dicho informe debía presentarse por escrito.

En los anteriores textos constitucionales las resoluciones del Congreso sólo tenían el carácter de ley o de acuerdo económico; y en 1910 se hizo una adición, consistente en que dichas resoluciones también podían ser decretos. Por lo demás antes de cerrar sus sesiones ordinarias, el Congreso debería nombrar una diputación permanente, y no sería cada año -como señalaba la anterior Constitución-, sino al terminar el período de sesiones ordinarias del Congreso. Se agregó a lo anterior que cuando algún proyecto de ley fuere desechado, no se volvería a presentar sino hasta el siguiente período de sesiones; y no hasta que transcurriera un año como se establecía anteriormente.

En general puede decirse que las facultades y atribuciones del Congreso no sufrieron más reformas, únicamente fueron adicionadas tres más, que en lo esencial contenían: 

1.‑ Establecer las disposiciones jurídicas conforme a las cuales podía el ejecutivo celebrar validamente empréstitos sobre el crédito del Estado.

2.‑ Aprobar, en su caso,  los convenios celebrados por el ejecutivo, relacionados con los conflictos por límites territoriales que se pudieran presentar con los Estados vecinos. 

3.‑ Conceder al ejecutivo, cuando el caso lo ameritara, facultades extraordinarias, pero revisando posteriormente todos los actos que hubieran dimanado del uso de esas facultades para lo que hubiere lugar.

1.7.5.2. Reformas el poder ejecutivo

Se dieron algunas modificaciones en lo relativo al funcionamiento y organicidad del poder ejecutivo del Estado. Por ejemplo que el gobernador duraría en su cargo cuatro años, sin que pudiera reelegirse. Derogándose la disposición que establecía la Constitución anterior, consistente en reelegirse toda vez que transcurriera un período inmediato.

Las faltas temporales del gobernador serían suplidas bajo los principios siguientes: si el Congreso estuviere reunido, por la persona que éste designe; si estuviere en receso, por la persona que designara la Diputación Permanente. Si la falta fuere absoluta, la persona designada en los términos anteriores expediría un decreto en el cual se ordenaría que se eligiese en todo el Estado un nuevo gobernador, y éste duraría en su cargo el tiempo que le faltara al gobernador propietario.

Se creó una disposición, que ninguna de las constituciones anteriores había contemplado relativa a que cuando el gobernador se separase de su encargo, durante el último de los años de su período de gobierno, no se haría ninguna convocatoria para elegir gobernador, sino que, en ese caso,  sería facultad del Congreso o en su defecto de la Diputación Permanente, el hacer tal designación.

Cuando el gobernador quisiera ausentarse del territorio o separarse de su empleo, necesitaría un permiso del Congreso o de la Diputación Permanente; pero cuando su ausencia no durase más de cuarenta y ocho horas, no necesitaría de dicho permiso. El gobernador tenía además como obligación, durante su encargo, visitar por lo menos una vez al año todos los Partidos del Estado, avisando de sus viajes al Congreso o en sus recesos a la Diputación Permanente.

De las diferentes atribuciones concedidas al gobernador, por el régimen constitucional anterior, sólo fue reformada una de ellas, y se agregaron dos. La reforma a que se hace mención primeramente estableció que era atribución del gobernador -además de promulgar, cumplir, hacer cumplir y ejecutar las leyes y cualesquiera otras resoluciones del Congreso-, la de proveer en la esfera administrativa para su exacta observancia y hacer del conocimiento la legislatura local, las leyes que emanaran del Congreso de la Unión. Las nuevas atribuciones del gobernador ‑o sea, las adicionadas‑ fueron: la celebración de convenios sobre límites con los Estados vecinos, sometiéndolos a la aprobación del Congreso del Estado y; decretar la expropiación por causa de utilidad pública. 

El Ejecutivo, para el giro de los negocios de su inspección tendría un secretario, el cual se denominaría Secretario del Poder Ejecutivo, cuyo encargado sería el jefe de la secretaría y correrán a su cargo todos los negocios de su competencia. Mientras que en la Constitución de 1869 se estableció como un requisito para el desempeño de este cargo tener 25 años de edad, en la de 1910 se incrementó la edad exigida a 28 años. Las faltas del secretario debían ser suplidas por otro nombrado por el ejecutivo, y por el Oficial Primero cuando aquellas no sobrepasaran de tres meses. 

1.7.5.3. Régimen municipal

En lo que atañe a los Partidos en que se dividía el Estado el estatuto se mantuvo pero se dispuso que en sus cabeceras habría un Jefe Político, que duraría en su cargo cuatro años, y sería nombrado por el gobernador, y además derogó la disposición anterior relativa a la posibilidad de su reelección. Además cuando en alguna población del Estado existiesen más de 1,000 habitantes —la Constitución anterior fijó un límite de 500— y menos de 4,000, tenían derecho a constituirse en Congregación, regida por una Junta Municipal; y si el número de habitantes fuere de 4,000 o más, se constituirían municipalidades —la anterior a sea la Constitución de 1869, establecía el límite de más de 2,000 habitantes—.

1.7.5.4. Reformas en materia de justicia

Al igual que en la Constitución anterior se mantuvo el criterio de que ningún negocio jurídico -ya civil o criminal-, tendría más de dos instancias; pero se hizo una adición a esta disposición, señalando la procedencia del recurso de casación en contra de las sentencias ejecutoriadas, quedando además asentada la responsabilidad en que podían incurrir los jueces o magistrados, cuando no cumplieran con sus obligaciones o bien aplicaran de manera inexacta la ley, y con ello ocasionaran perjuicios a las partes. 

Por otra parte, la designación de los ministros y del fiscal del Supremo Tribunal de Justicia se seguiría haciendo por elección directa en primer grado; la de los jueces de primera instancia así como la magistrados interinos, por parte del mismo tribunal. En esta disposición se adicionó un párrafo, señalando que en las faltas absolutas de los Ministros y  Fiscal, se procedería a una nueva elección. De los requisitos que enumeró la Constitución de 1869 para ser magistrado del Supremo Tribunal de Justicia no se reformó ninguno de ellos, únicamente se agregaron dos más: ser abogado titulado y tener dos años de residencia en el Zacatecas. En cuanto a los requisitos exigidos para que acceder al cargo de juez de primera instancia no hubo cambios, únicamente se hizo adición, en lo relativo a que debían residir en el Estado al momento de hacer su nombramiento. Según la Constitución de 1869, duraban en su cargo un período de cuatro años, pero en la de 1910 se extendió a seis años; los jueces continuaban en su cargo por cuatro años; pudiendo reelegirse en ambos casos.

La Constitución anterior establecía, que la responsabilidad por los delitos oficiales, sólo podría exigirse durante el período en que el funcionario ejercía su cargo y hasta un año después; en la Constitución de 1910, además de lo que acabamos de señalar, se instituyó que de no haberse promovido lo conducente para exigir tal responsabilidad, el delito no podría prescribir sino en plazos y conforme a las disposiciones particulares sobre prescripción de las acciones penales que estableciera la ley de la materia.  

La vecindad, como requisito para el desempeño de algún cargo público, se adquiría con la residencia de dos años en el Estado. Y todos los funcionarios del Estado que fueren de elección popular, con excepción de los Magistrados y de los Jueces, entrarían en el ejercicio de su encargo el día 16 de septiembre del año que correspondiere.

1.7.6. Análisis comparativo

Las diferencias de fondo y forma que encontramos en las constituciones del antiguo régimen en Zacatecas son varias y de naturaleza diversa, tanto como lo son sus similitudes por esta razón sólo se hará referencia a aquellos aspectos que -desde nuestro punto de vista- son de mayor importancia. Sin pretender que este análisis sea concluyente, creo que podemos establecer las líneas generales que nos permitan en un estudio aparte, dedicar mayor al respecto.

La diferencia más señalada entre el conjunto las constituciones de 1825, 1832, 1857 y 1869 con la de 1910, en cuanto se refiere a que en las cuatro primeras, hacen una invocación a Dios como legislador universal y, que la de 1910 omitió, considerando al pueblo como el detentador y poseedor originario de la soberanía, fenómeno que nos habla de un indudable rasgo de modernización del derecho local que puede ser apreciado más como indicador de la culminación que como el comienzo del proceso. 

Otra diferencia importante se manifiesta entre las dos primeras constituciones, las de 1825 y 1832; consiste en que contenían disposiciones en que establecían como obligatorio proporcionar la educación primaria a todos los habitantes de los pueblos del Estado, y instituyendo a los ayuntamientos como los encargados de ejecutar y vigilar el cumplimiento de dicha disposición. Por desgracia, fueron derogadas y no se suplieron de manera alguna en las posteriores constituciones. 

En el rubro de los elementos comunes que contienen las Constituciones de referencia, se pueden citarse las siguientes:

Primeramente que la forma de gobierno que adoptó el Estado fue la misma: republicana, representativa, popular y federal. También las cinco constituciones coincidieron, en que las personas que pertenezcan a algún estado eclesiástico, no pudieran desempeñar el cargo de diputado. En cuanto a la evolución que se observa en las diferentes Constituciones, tenemos por ejemplo que una de ellas, se dejó en libertad a todos los habitantes de Zacatecas para profesar la religión que quisieran.Ya que como describimos, en las primeras Constituciones locales se establecía como oficial la religión católica, sin tolerancia de ninguna otra; y en las tres restantes no se hizo señalamiento al respecto.

Otro avance notorio lo encontramos en la preparación que se exigía a las personas que desempeñaran los cargos judiciales como los de Magistrado, Fiscal y Juez; ya que en las primeras Constituciones -1825 y 1832-, entre los requisitos exigidos establecían, que debían tener un concepto y opinión de literatura y denotada honradez; en cambio a partir de la de 1857, se exigió tener una mayor preparación, debido al requerimiento indispensable de contar con el título de abogado. 

Tanto la Constitución de 1825 como la de 1832, establecieron con claridad el tiempo que debía transcurrir para su modificación —reformas o adiciones—. En cambio, las posteriores, —las de 1857, 1869 y 1910—, no incorporaron ningún señalamiento al respecto; lo cual nos hace entender, que se mantuvo como facultad indefinida y general para ser modificadas mediante el procedimiento expresado en las primeras constituciones.

Como podemos observar, es hasta 1910, en la antesala misma de la Revolución Mexicana, cuando el Congreso de nuestro Estado expidió ésta Constitución. Tardarían 8 años más, para que producto del movimiento arma​do, se realizaran y materializaran las demandas y aspiraciones populares, y el proyecto emergente de nación contemplado en nuestra Constitución vigente.
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